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Introducción
El periodista Julio Paredes resume en este libro algunos reportajes publicados en los diferentes medios de comunicación en los que ha trabajado, especialmente Diario Hoy y Diario La Prensa.

Los temas se refieren a varias instituciones de la provincia de Chimborazo pero destacan las investigaciones periodísticas al Consejo Provincial de Chimborazo, Empresa Eléctrica Riobamba y Cemento Chimborazo. En el primer caso el periodista hace un análisis de varios casos de corrupción generados al interior de la cámara provincial y la distribución clientelar del presupuesto institucional. 

Cada uno de los trabajos tuvo un soporte documental, convirtiéndose en verdaderas denuncias cumpliendo de esa manera el rol que tienen los medios de comunicación como es la veeduría ciudadana. 
La realización de estos trabajos periodísticos no tuvo sino otro objetivo el que se rectifiquen actitudes y se emprenda en un verdadero desarrollo de Chimborazo, orientando el gasto público a la prioridades, desterrar la corrupción y transparentar la información. No fue fácil publicar estos trabajos, hizo falta confrontar fuentes, consultar documentación, revisar nuestras leyes y finalmente publicar los trabajos con el apoyo de los editores de cada uno de los medios. 

El libro se quiere convertir en un aporte documental y de consulta para los periodistas y la ciudadanía en general y de esa manera evitar que hechos, como los aquí denunciados, no se vuelvan a repetir. Sólo conociendo la realidad nos permitirá cultivar una verdadera  cultura del reclamo, sin ser sujetos de manipulación y engaño político. 

Reconozcamos a quienes han usado el poder político para beneficio propio, han despilfarrado los recursos del Estado (nuestros recursos) y a quienes usan el sindicalismo para enriquecerse. Finalmente, respetando una premisa del periodismo, el lector es quien saca sus propias conclusiones. 

Una radiografía de la corrupción
¿Qué es la corrupción?

Todos, de algún modo, podemos identificar el concepto de corrupción. En nuestro país, en donde todos los días escuchamos hablar  de incorrecciones en la administración pública, la idea de corrupción está en nuestras mentes y generalmente se lo vincula con el robo. Posiblemente la palabra “corrupción” es una de las primeras que un niño aprende. Éste es un tema de conversación en las calles, oficinas, la mesa familiar, el colegio, etc. 

La gran enciclopedia Larousse señala que corrupción es la “acción o efecto de corromper o corromperse”. El diccionario Kapelusz coincide en esa definición pero va más allá al señalar que es el “vicio o abuso introducido en las cosas no materiales: corrupción de las costumbres. 

Más allá de los conceptos enciclopédicos la corrupción posiblemente es el mayor mal que tiene nuestro país y ello debido a que la mayoría de los ecuatorianos incurrimos en este grave vicio, voluntaria o involuntariamente. Osvaldo Hurtado, en el libro “25 años de Democracia en Ecuador” señala que la corrupción está generalizada en la sociedad ecuatoriana, “hay corrupción en los políticos y en los no políticos, en los blancos, en los negros, en los indios, en los mestizos, en los mulatos, en los católicos y en los protestantes, en quienes creen en Dios y en quienes no creen en Dios, en los ricos y en los pobres, en los militares también”. Hurtado más adelante explica “contesto de esta manera porque si los ecuatorianos seguimos creyendo que el problema de la corrupción es el de fulano de tal, no vamos a enfrentar este cáncer que ha tomado todo el cuerpo social del Ecuador”. 

Es que la corrupción no sólo puede definirse como un acto que afecta a los bienes públicos, como aparentemente se piensa. Muchas veces se ha dicho que los políticos encarnan los más altos niveles de corrupción, posiblemente sea así, pero quienes no intervenimos en política también caemos en incorrecciones de todo tipo. Acaso no es corrupción no denunciar a los malos funcionarios, coimar a un policía, falsificar una licencia, hacerse de “la vista gorda” ante una incorrección. Es tanto el nivel de corrupción en la sociedad civil ecuatoriana que casi se ha incluido en la cultura de nuestro pueblo. Basta recordar frases que identifican plenamente a nuestro pueblo como la famosa “hora ecuatoriana” o la “viveza criolla”. En el primer caso nos preguntaríamos si es lícito que alguien que llega a un evento a la hora señalada  tenga que esperar por lo menos una hora hasta que los demás invitados y autoridades lleguen para iniciar, ¿no es eso corrupción generalizada?

No pocos lectores señalaran que estos vicios sociales son insignificantes ante la marea de corrupción pública de los funcionarios y políticos de nuestro país, pero ahí se empieza. Si no respetamos el bien individual ¿cómo podríamos respetar el bien público? Eliminar la corrupción no es una tarea de un gobernante o de algún “iluminado”, es una cuestión generacional que debe ser transmitida de padres a hijos, tal como este grave mal se ha engendrado en nuestra sociedad. La corrupción jamás podrá ser combatida o eliminada por decreto. 

A la corrupción se lo debe ver como un círculo vicioso en donde una nueva generación nace y se educa de acuerdo a principios deformados. Padres y maestros educan a niños y jóvenes con principios no tan lícitos y con costumbres erróneamente conceptualizadas como “correctas”. ¿Cómo romper este círculo vicioso? Dos formas podrían considerarse para ello, la concienciación de la sociedad con nuevos valores y costumbres y la sanción ejemplarizadora para quienes incurran en corrupción de todo tipo. Pero para adoptar estas nuevas medidas habrá que ingresar inicialmente en la administración pública y generar un cambio radical al interior de estas instituciones para que se conviertan en el ejemplo positivo de la sociedad y no en lo que ahora son: “nidos de corrupción”. 

La corrupción en la administración pública sólo podrá ser combatida mediante las leyes. El Derecho Público se basa en el principio de que el funcionario “solo podrá hacer lo que le permite la Ley” y su acción no debe ir más allá. Si se detectan incorrecciones las autoridades públicas y los jueces debe actuar con prontitud y sancionar si es posible con la salida del funcionario y el reemplazo con uno nuevo, esto creará precedentes para los que vengan. La corrupción es un cáncer que afecta a nuestro país y que pone en riesgo la vida de la nación por tanto es necesario acciones radicales. Recordemos que en el año 2000, ya el ex-Embajador de Estados Unidos Leslie Alexander decía “me apena decirles que el Ecuador está ganándose la reputación de tener una penetrante corrupción. No debe hacer secretos aquí esta fama es conocida por la comunidad internacional”.

Las leyes deben ser un soporte importante para disminuir la corrupción en nuestro país. Los trabajadores públicos deben ser incluidos en un régimen especial que permita su juzgamiento y sanción sin que medie la acción corrupta del sindicalismo público el cual, en muchos casos, ha encubierto la vagancia y la corrupción. Una vez que el servidor público consigue su tan ansiado “nombramiento”, adquiere un “status” casi de intocabilidad, debido seguramente, a lo difícil que se vuelve su juzgamiento y destitución. Gran parte de la responsabilidad está en las autoridades quienes por su transitoriedad se hacen de la “vista gorda” ante hechos o acciones de sus colaboradores. 

No existe una conciencia de servicio público tan solo priman los intereses particulares. Jueces, políticos, maestros, periodistas, sacerdotes, etc, debemos hacer causa común para eliminar este grave mal de nuestra sociedad. Posiblemente haga falta el liderazgo político de alguien pero la responsabilidad de cambiar es de todos. 

Chimborazo no está libre de actos de corrupción. Los niveles no están por encima o por debajo del promedio nacional, pero posiblemente tiene características especiales. En primer lugar la corrupción pública tiene rasgos propios como el clientelismo instaurado desde hace muchos años. Debido posiblemente a las necesidades extremas de la población, ésta se sentía contenta con las “migajas” que se les deba. El Consejo Provincial ha sido un claro ejemplo de aquello. Las entregas de dinero a una gran cantidad de organizaciones y la distribución de regalos se han vuelto una práctica común. El dinero público se orientó a entidades privadas incluso muchas de ellas con finalidades lucrativas. De esa manera una reelección estuvo asegurada, pero no la dotación de servicios básicos y obras de infraestructura. 

Otra de las características de la corrupción en Chimborazo ha sido propiciar la desorientación de la ciudadanía. Para ello existe la colaboración de los medios de comunicación que al ser contratados (con dineros públicos) empiezan una guerra psicológica e informativa de hechos denunciados y que acaban como siempre “en nada”. 

En múltiples ocasiones los políticos de turno han convocado a la ciudadanía a defender “nuestras” instituciones. Pero ¿qué tan nuestras son esas instituciones a la hora de darnos un servicio o bien? Ejemplo claro es la Cemento Chimborazo, cuyos dirigentes sindicales permanentemente ha solicitado el apoyo ciudadano para que esta empresa no se venda. La ciudadanía ha respondido afirmativamente pese a que los únicos beneficiados han sido los trabajadores “con nombramiento” cuyos sueldos bien podrían ser comparados con la burocracia dorada. Mientras eso sucede el valor de la Cemento Chimborazo se deprecia y su nivel de producción no aumenta o disminuye. “La gallina de los huevos de oro” bien podría morir en algún momento dado.

Chimborazo tiene rasgos característicos de corrupción, pues su población es diferente al resto del país. El porcentaje de indígenas que viven en el sector rural es alto y es bien conocido que ese sector no es el mejor atendido en educación, salud y otros servicios básicos. En Chimborazo es más fácil robar un bien público pues quienes fiscalizan una obra no tienen la suficiente capacidad de intervenir o no tienen la conciencia de que esa es una obligación y un derecho el ver que algo se construya para beneficio de todos y en forma correcta. En el sector rural “algo” es mejor que “nada”. 

Pero el sector urbano no se queda atrás. Debido a la creciente migración campo-ciudad los nuevos habitantes de los cantones urbanos no tienen una plena identificación con el lugar en el que ahora habitan. ¿Podría ser la pérdida de identidad una causa para la corrupción? Algo que sí es seguro es que la autoestima de la población genera nuevas conductas sociales como una mayor participación y la pérdida de “miedos” para combatir el grave mal que estamos analizando.

Puede ser que la corrupción no sea eliminada del todo en el país. La mayoría de la población ve con pesimismo el futuro del Ecuador. Los ciudadanos ven una ventana de salida en la migración a otros países. Todo dependerá de lo que hagamos o dejemos de hacer.        

El desinterés ciudadano
Es obvio, quien no denuncia la corrupción se vuelve en un cómplice, encubridor y desde ya forma parte del hecho ilegal. El desinterés también es corrupción, pues la motiva y no la combate. 

El desinterés ciudadano es una actitud y una acción desfavorable para la sociedad. Posiblemente sea la clave para combatir la corrupción, pues si todos nos impusiéramos como objetivo combatir este grave mal, posiblemente tendríamos resultados favorables. Pero para que esto suceda se necesita la “conciencia ciudadana” para identificar lo que está mal y denunciarlo. Posiblemente esa conciencia se ha perdido debido a que los valores se han tergiversado y “volteado”. Ahora lo que está bien, podría verse como mal y viceversa. Analicemos un caso, quien encuentra una billetera y la devuelva con todo su contenido podría ser considerado como un “pendejo”, pero nunca como un hombre honesto. Rodrigo Borja decía en una entrevista que “ahora la excepción es encontrar con la linterna de Diógenes un hombre honorable y justo porque ese tipo de hombres ya han llegado a constituir una absoluta minoría”. En muchas ocasiones escuchamos que una autoridad que llega a un puesto debe aprovechar al máximo “pues de esta posiblemente no haya otra”. ¿No es esta una distorsión de la moral pública? 

El desinterés ciudadano podría tener varias motivaciones. Una de ellas es que las personas no creen en el sistema de justicia. Aquí bien cabe aquella  frase de que “las palomas disparan a las escopetas”. Quien denuncia corre el riesgo de ser denunciado, pues ha atentado contra el “buen nombre” de una alguna autoridad o personas común y corriente. No cabe duda que la lucha es difícil y peligrosa, pero alguien tiene que comenzarla y librarla. Es una guerra en la que todos debemos participar. 

Una política participativa y no sólo electiva podría cambiar el interés de los ciudadanos. A ellos hay que confiarles responsabilidades y proveerles de la información necesaria para que actúen. Los ciudadanos sólo se interesarán de lo que conocen por tanto un primer ejercicio de las administración pública es transparentar la información y darla a conocer a todos sin restricciones. 

Alguna vez, mientras un periodista ejercía el cargo de relacionador público de una institución del estado, se acercó al él alguien con una denuncia de dicha institución con la intención de que ésta sea encubierta por el relacionador encargado de la “buena imagen” del organismo. Acertadamente el comunicador invitó a aquel personaje para que denuncie por todos los medios posibles las presuntas irregularidades, “siempre y cuando tenga todos los elementos de juicio”. El denunciante meditó su accionar, pues posiblemente su intención era chantajear al periodista. El ejemplo nos señala una ecuación: mayor información, mayor posibilidad de detectar incorrecciones. Si un administrador público o privado se niega a proveer información debería haber muchas dudas de su accionar. La honorabilidad del funcionario debe ya ponerse en duda. 

La necesidad de sobrevivir o de “supervivir” no es justificativo para desinteresarnos de lo que pasa a nuestro alrededor. Quien no participa no tiene el derecho de protestar por lo que pasa en el país. En eso los ecuatorianos tenemos una enorme responsabilidad. ¿Cuántas veces hemos escuchado en encuestas que la política o la economía no es tema de interés de los ciudadanos? Sin embargo, protestamos a la hora de pagar nuestros impuestos o la matrícula del carro, pero no protestamos por la forma de cómo se gastan esos recursos, peor exigimos cuentas claras. Nuevamente hay que señalar que el cambio de esta conducta es generacional. Debemos incentivar una cultura del reclamo y la participación, caso contrario la vida social del país girará en el mismo eje, causando más desesperanza y pobreza. 

La falta de interés de los fiscalizadores 

Si existe responsabilidad de vigilar y controlar los actos públicos por parte de los ciudadanos, imaginemos lo que pasa con quienes son elegidos para aquello. 

Diputados, concejales y consejeros son por mandato legal, fiscalizadores de los bienes públicos. Ellos como representantes de  un colectivo están en la obligación de denunciar cualquier irregularidad y de llegar hasta las últimas consecuencias. 

Pero analicemos lo que pasa con estos “fiscalizadores” en Chimborazo. Concejales y consejeros lo primero que hacen es pedir cuotas políticas o personales en la administración en las cuales les toca actuar. Eso genera un compromiso que luego deberá ser pagado con el silencio. Ejemplos de lo anterior existen muchos, pero analicemos un caso. En una de las auditorías realizadas al consejo provincial por parte de la Contraloría se detectó que una factura fue utilizada para cotizar varias compras. Hubo alguna irregularidad, “no un error”, y alguien seguramente salía beneficiado económicamente de aquellas transacciones. Los consejeros de aquella época hicieron “mutis por el foro” y grabaron en su cerebro una frase “La Contraloría es la única que puede determinar responsabilidades”. ¿Entonces para que estaban allí? El miedo o el compromiso parece que les impedía decir nada respecto a este hecho que a la final no fue juzgado ni sentenciado. Los consejeros equivocadamente se “lavaron las manos” en este asunto y descartaban cualquier responsabilidad en los hechos. ¿Acaso no son responsables también por no decir nada?
La experiencia nos dice que la mayoría de “fiscalizadores” son de esa calaña, pero bien podrían encontrarse excepciones. Corresponde a los electores señalar a aquellos que puedan cumplir a cabalidad con esa enorme responsabilidad. Para ello hay que identificar a aquellos que cumplieron funciones parecidas y nunca hicieron nada en las entidades donde participaron. Una de las características de la corrupción es que actúa bajo las sombras y “compra silencios”, por tanto en una institución pública donde todo el mundo “canta misa”, algo pasa en su interior. ¿Cuántas veces hemos escuchado escándalos en instituciones que ni nos imaginábamos? Nadie debería estar tranquilo mientras el diablo de la corrupción anda suelto. Parecería ser una frase muy figurativa, pero es así.  

Otra trampa en que usualmente caen nuestros naturales fiscalizadores es caer en el falso “espíritu de cuerpo” frente a hechos denunciados. Todos quieren salir a la defensa institucional por más que existan pruebas evidentes de hechos incorrectos. Nadie al interior se atreve a investigar y si lo hace es catalogado como un traidor a la institucionalidad o mejor dicho al “status quo” instaurado. Este famoso “espíritu de cuerpo” bien podría denominarse como el “espíritu de la corrupción” y sólo una reacción social podría romperlo. Es una tarea que nos corresponde a todos. 

Diputados, consejeros y concejales que callan deberían ser mal vistos por la sociedad. Mas, cuando vivimos en el Ecuador, uno de los países que por desgracia ha sido catalogada como entre los cinco más corruptos de este hemisferio. 

La denuncia 

La denuncia es un instrumento valioso en la lucha contra la corrupción, mas cuando en los momentos actuales tenemos altos niveles de desarrollo de la comunicación e información. Mientras una denuncia sea más socializada será mejor. Claro que ésta debe estar bien sustentada por los denunciantes para no convertirse en una calumnia o peor aún en un instrumento de persecución o venganza.

La denuncia posiblemente sea el siguiente paso luego de la concienciación ciudadana. Es por ello que la cantidad de denuncias comparada con el volumen de actos ilegales puede ser infinitamente menor. De hecho se sabe que en aduanas, por ejemplo, funcionan verdaderas mafias que ni siquiera los gobiernos pueden destruir. 

En el caso de Chimborazo la denuncia sobre hechos generados en las instituciones públicas es casi nula. Esto tiene que ver específicamente con el desinterés de ciudadanos y fiscalizadores quienes, como ya anotamos, carecen de la voluntad de combatir la corrupción por diferentes causas. 

Posiblemente un caso aparte sea la actitud del legislador Guillermo Haro, quien ha denunciado varios actos de corrupción en entidades del sector público. Muchos señalan que el diputado ha regado una serie de injurias en contra de personas y que por el momento no ha probado nada. Se ha dicho que Haro se escuda en su inmunidad para insultar y formular varias acusaciones sin fundamento. Sin embargo, ¿no es peor que nadie diga nada sobre las instituciones públicas atestadas de inefectividad y corrupción?
 Guillermo Haro en algunas ocasiones ha topado temas que se reseñan en el siguiente capítulo de este libro y pudo haber tenido razón en ciertos temas. Claro que la denuncia por venir de un legislador pudo haber tenido visos de persecución. 

La actitud de Guillermo Haro – con menos ingredientes políticos y más objetividad- debería ser repetida por la prensa local, que por el momento no ha tenido una actitud protagónica en el combate a la corrupción, al contrario han sido cómplices  y hasta defensores de ciertos actos no tan transparentes. Los medios de comunicación deben asumir con responsabilidad su obligación como orientadores de la opinión pública, posiblemente por ahí esta el camino para iniciar una verdadera transformación social. Bien decía Luis A Bonald que “un Estado puede ser agitado y conmovido por lo que la Prensa diga, pero ese mismo Estado puede morir por lo que la Prensa calle. Para el primer mal hay un remedio en las Leyes; para el segundo, ninguno. Escoged, pues, entre la Libertad y la Muerte”. La libertad de prensa es un instrumento que no ha sido explotado del todo en nuestro medio y que merece una mayor atención. 

En materia de legislación han existido avances. Por ejemplo la última Ley de Transparencia de  Acceso a la Información Pública que al ser plenamente ejecutada podría generar la destitución de un funcionario público, pero más importante dar a conocer ciertos secretos en las entidades del sector público e incluso del sector privado, pues debemos recordar que la Ley faculta recabar información de las entidades privadas que manejan capitales públicos. Muchas autoridades ignoran la existencia de esta Ley y hay quienes conociéndola no están dispuestos a obedecerla. Solo la prensa podría tener la fuerza y levantar “polvareda” con el fin de que hechos dudosos sean aclarados documentadamente. 

¿Cuál es la actitud de los denunciados en algunos casos? La práctica profesional nos ha demostrado que las autoridades cuestionadas salen a realizar declaraciones y no exhiben documentación sobre el tema materia de una denuncia. Simplemente confían en que se les crea, como siempre, pues como no existen medios de comunicación y peor ciudadanía que los refuten, ellos tendrán “todas las de ganar”. 
La experiencia también nos dice que quien se ha atrevido a denunciar se lo tacha con diversos adjetivos queriendo de esta manera mermar su credibilidad. El funcionario acorralado siempre dirá “me persiguen porque sirvo al Pueblo”, pero nunca aclarará los hechos denunciados. Contraatacar con insultos y desprestigio siempre será una buena arma de los corruptos, de esa manera se desvía el tema principal y el enfrentamiento se vuelve personal. Obviamente que la acción de la justicia tampoco es del todo eficiente. Los fiscales distritales y agentes fiscales no se atreven a actuar por iniciativa propia debido al miedo o la compra de conciencias.

Otro factor que limita la denuncia es la falta de información. En el Ecuador y por lo tanto en Chimborazo las empresas públicas son manejadas celosamente por las autoridades de turno. Nadie, salvo los funcionarios involucrados, podrán o deberán saber lo que al interior de esas instituciones esté sucediendo. Poco a poco la autoridad que empezó mal una gestión comienza a ser chantajeado por quienes lo rodean, pues ellos tienen información valiosa que podrían hundir al administrador. De ahí que se puede comprender porque una autoridad sostiene en el  puesto a un funcionario que ha caído en desgracia ante la opinión pública. ¿Por qué Lucio Gutiérrez sostuvo hasta el último de su gobierno al subsecretario del Ministerio de Bienestar Social Bolívar González?
En nuestro medio también hay ejemplos, aunque estos se disfrazan con el supuesto principio de autoridad “no puedo destituir al funcionario, pues donde quedaría mi autoridad”. Chantajes como estos se dan en todos los órdenes, incluso laborales, es más, podría decirse que los mayores chantajistas que encubren la corrupción son los sectores laborales de la institución, pues ellos sí tienen pleno acceso a la información. Sólo así se explicarían las exageradas prebendas de los dirigentes sindicales y los onerosos contratos colectivos firmados y que van en contra de la economía de la empresa estatal. Vuelvo a citar el ejemplo de la Cemento Chimborazo. Al final se saca una conclusión: quien tiene la información tiene poder, eso no es nuevo (posiblemente sí en nuestro medio), por ello es indiscutible y necesario que la información pública empiece a masificarse. 

Nuevamente recurriendo a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, ésta señala con la más absoluta claridad que toda la información administrativa y financiera de las entidades públicas deben ser editadas en una página web. Además los ciudadanos tienen que ser atendidos en sus requerimientos informativos luego de quince días de presentada la solicitud. En caso de negarse esta información se contemplan sanciones. 

El abuso de los fondos públicos

La corrupción tiene varios objetivos uno de ellos y posiblemente el principal es robar. Se roban fondos públicos o privados, a mano armada o mediante leguleyadas jurídicas; es decir, hay una multiplicidad de formas y características. 

Chimborazo no ha sido una excepción en el robo de los fondos públicos. Estos han sido tomados por prefectos, alcaldes, gerentes, trabajadores, etc. pero ¿cómo roban los funcionarios de Chimborazo? 

El clientelismo político es posiblemente una de las mejores formas de robar  en nuestra provincia. La extrema pobreza de los sectores rurales hace que sea así, pues cualquier cosa que se entregue es vista como una boya de salvación. Pero este mal no es solamente de los sectores rurales. Tal como veremos en el siguiente capítulo el prefecto Alfonso Burbano repartió los dineros públicos a entidades privadas sin otro requisito que el agradecimiento público. Se llegó hasta el colmo de exhibir las placas de los beneficiarios en las paredes del Consejo Provincial como un ejemplo de lo que no se debe hacer. El cinismo fue una característica de esta administración. 

Muchos dirán que el clientelismo político no tiene nada que ver con la corrupción ya que las obras están ahí, “se sirvió al Pueblo”. La primera impresión nos engaña. Desperdiciar y rifar el dinero de los contribuyentes como si se tratara de una lotería sí constituyen actos de corrupción, pues estos dineros no son orientados a lo importante como saneamiento ambiental, salud, educación, riego y otros temas. Constituye un crimen orientar los recursos del estado en regalar sillas cuando hay altos índices de muerte infantil en el sector rural de Chimborazo.   

Pero claro, acciones como estas tienen a sus fieles seguidores –especialmente los beneficiarios –presidentes de gremios, hermandades, asociaciones y clubes son agradecidos con el “generoso”, quien recibe halagos porque entrega nuestro dinero a instituciones privadas. Esto en pocas palabras es derroche y una ofensa para un país que vive en el subdesarrollo. Ahora en Riobamba gremios de mecánicos y modistas pueden exhibir sedes de lujo y que únicamente son ocupadas para los eventos sociales de la organización y de sus agremiados, el beneficio colectivo es nulo. Así, de esa manera, cientos de miles de dólares fueron derrochados en una ciudad y provincia que se muere de sed y de hambre. 

Otra forma de atraco público que ha sido vista en la provincia de Chimborazo es la inefectividad administrativa, la cual es pagada por todos los ciudadanos. Nuevamente pongamos un ejemplo, en la Cemento Chimborazo administradores y trabajadores instauraron una forma de corrupción cíclica que funciona de la siguiente manera: Al inicio el administrador entra con los mejores augurios y con el apoyo de los trabajadores, quienes públicamente lo adornan con adulos. Luego los dirigentes sindicales quieren mantener sus privilegios, por lo que empiezan a presionar a los administradores; estos a su vez no están dispuestos a ceder autoridad y poder, pues eso también les representaría una disminución en sus utilidades monetarias. No quieren ceder contratos a los trabajadores pues no habría comisiones, ni autoridad y de esa manera no tendrían el poder para incrementarse los altos sueldos ejecutivos. 
El paso siguiente es la pugna, trabajadores y administradores empiezan a señalar deficiencias, cada quien acusando al otro de irregularidades, éstas se vuelven públicas y los medios de comunicación hacen su agosto con los contratos de publicidad pues cada quien “quiere levantar su imagen”. Los trabajadores recurren a una vieja trampa llamada “defensa de nuestra de empresa”, la frase es repetida varias veces hasta que se convierte en realidad, tan convincente se vuelve que alguna reacción social obtienen. Al final los administradores son separados y los sindicalitas cantan victoria, saben que el que viene tendrá que ceder a sus pretensiones si quiere permanecer en el cargo. Nuevamente este círculo vicioso se vuelve a repetir. 

Fruto de toda esta problemática la cementera tiene obligaciones económicas con los trabajadores que ocupan gran parte de sus recursos. A la hora de distribuir las utilidades el Banco Nacional de Fomento, mayor accionista de la Cemento Chimborazo,  obtiene exiguos recursos que también son orientados a cubrir el déficit de esa institución bancaria por las innumerables condonaciones realizadas. ¿Quién paga los huecos financieros de estas instituciones? 

Un fenómeno parecido podría ser descrito en la Empresa Eléctrica Riobamba en donde el alto índice de pérdidas de energía, exagerada burocracia, cortes eléctricos, cartera vencida y otros males son cargados a las planillas de los usuarios, quienes además tienen que soportar huelgas de trabajadores y situaciones conflictivas. 

Una vieja frase y que perfectamente se aplica a los corruptos señala que “nadie roba con factura”, pero muchas veces el exceso de confianza y la audacia de algunos funcionarios corruptos permite develar realidades. En este libro hay algunos casos que bien vale la pena recordar. 

El olvido

Muchas veces la opinión pública se pregunta por qué en Chimborazo y generalmente en el país hay tanta corrupción. La respuesta radica en las actitudes de los mismos ciudadanos quienes olvidamos hechos y casos que en momento dado son de dominio de la opinión pública. 

El olvido podría considerarse como el más grande incentivo para los corruptos, quienes luego de algunos meses vuelven a actuar, sea como candidatos o encaramándose nuevamente en los cargos públicos. Sin duda los cargos más apetecidos serán aquellos en donde se manejan grandes cantidades de dinero o que puedan ser utilizados para fines politiqueros y de clientelismo. 

Imaginemos un escenario en el cual el olvido no sea el denominador común en el pueblo de Chimborazo. Políticos y funcionarios demagogos, corruptos podrían ser desechados de la vida ciudadana, siendo castigados por un electorado o censurados ante de una designación. Para ello es importante establecer mecanismos de selección al interior de los partidos y movimientos políticos y sociales a fin de establecer impugnaciones y censurar a aquellos que no merecen el favor ciudadano. Un ejemplo de ese proceso bien podría ser aquel por el cual se designó a los miembros de la reciente Corte Suprema de Justicia. 

Nunca deberíamos olvidar los casos de corrupción en Chimborazo. Recordemos que se trata de nuestro dinero el cual debe ser bien invertido. Tampoco debemos olvidar que nuestro desinterés provoca muertes. Por la corrupción los recursos de la salud no llegan a quienes más lo necesitan; por la corrupción una sociedad puede sucumbir ante la anarquía y el robo. Bien se dice que la corrupción es un cáncer que en algún momento dado podría matar lo que queda del Ecuador, al menos en aspectos como el desarrollo y la prosperidad de todos y cada uno de nosotros. 

Combatir la corrupción es defender la vida. 

NOTAS

1. Rodrigo Borja en el mismo libro señala refiriéndose a la corrupción en los políticos, “...vagancia, pereza, egoísmo, corrupción, irresponsabilidad y otros más son los siete pecados capitales de la mal llamada clase política ecuatoriana. Mientras eso persista podremos las mejores y más perfectas constituciones que la cosas no marcharan bien”. 

2. Osvaldo Hurtado en la misma entrevista también señaló:... “presidentes toman decisiones para favorecer intereses particulares, jueces toman decisiones para favorecer intereses particulares, diputados, gobierno nacional toman decisiones para favorecer intereses particulares ¿y quién se ocupa del interés público?”.

*Riobamba: las secuelas de la explosión
El informe preliminar de la Contraloría General del Estado evidenció que en los contratos suscritos para la reparación de viviendas se fijaron diferentes precios referenciales para la primera fase.
Además, la Procuraduría cuestiona la legalidad de la Unidad Técnica de Emergencia
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María Esther Pasmay, propietaria de una casa ubicada en la calle Uruguay 18-15 y Chile, no oculta su molestia porque su vivienda haya sido incluida en la segunda etapa de la reconstrucción de Riobamba, tras la explosión de los hangares 78 y 79, de la Brigada Galápagos, el 20 de noviembre de 2002.
Esa inclusión significa que recibirá un monto de $3 600. Tras la explosión, el cielo raso de su casa fue cambiado por un contratista, por lo que no se justifica que conste para una segunda reparación.
Pasmay consta en la lista de autorreparación y habría recibido el cheque número 001528 por un monto de $218,19, el 25 de marzo de 2003. Ella lo niega: "No sé ni cuánto han gastado ni nada, no recibí ningún cheque". 
A Piedad López Valarezo le cambiaron 20 vidrios en sus dos casas (una en la calle Veinticuatro de Mayo 25-71 y la otra en la Doce de Octubre 23-31), en las cuales no se habría gastado más de $150. Al igual que Pasmay, ella consta en la lista de la segunda etapa con un presupuesto total de $6.600 para cambiar vidrios. "¡Se imagina! Yo le invito para que cuenten los vidrios y evalúen". Oficialmente, en este último caso, la Unidad Técnica de Emergencia (UTE) negó que esta casa hubiera sido reparada. 
La UTE es el organismo técnico creado, el 22 de noviembre de 2002, para la reconstrucción de la ciudad de Riobamba.
Algo más: las casas de Clara Vinueza, Ricardo Guevara, Gonzalo Cruz, Luis Mancero y Santiago Toapanta ya fueron reparadas, pero la UTE dice que no. En la mayoría de casos se repusieron los ventanales.
El último 8 de marzo hubo un intenso movimiento de contratistas en el salón municipal José María Román. Todos ellos, junto a fiscalizadores y funcionarios municipales, fueron citados con la finalidad de leer el borrador del informe de Contraloría sobre los recursos económicos utilizados por la UTE. La sesión tuvo el carácter de reservada, pero al final trascendió alguna información: 104 contratistas deberán devolver aproximadamente $83 mil, pues la Contraloría encontró "una alteración en los precios unitarios contractuales, por lo que se realizó la reliquidación". 
Esta alteración se habría producido especialmente en el precio referencial del vidrio que se utilizó en las obras de reconstrucción. José Vaca, ex representante del Municipio de Riobamba ante la UTE, señala que no hubo tal sobreprecio, pues "se establecieron 33 rubros que serían utilizados en la reconstrucción, incluido el vidrio, pero luego fue necesario realizar una nueva revisión de precios". Por ejemplo, al inicio de la reconstrucción, la UTE estableció un precio referencial del metro cuadrado del vidrio de 3 mm a $7,26 pero luego decidió revisarlo y lo estableció en $9,27.
La Contraloría considera que nunca debió hacerse tal revisión y que se tuvo que respetar el precio inicial. Marco Portalanza, presidente de la Cámara de la Construcción, defiende la legalidad del incremento "por la especulación y la demanda". 
Entre las autoridades, círculos políticos y los ciudadanos riobambeños se cree que todos estos ingredientes abonan la posibilidad de que el Gobierno no entregue más recursos para la reconstrucción de Riobamba y se haga de la “vista gorda”, mientras se resuelven temas como la legalidad de la UTE y la emisión del informe final de Contraloría. 
Rodrigo García, diputado de Chimborazo por el Movimiento Pachakutik, dice que es inaceptable que el Gobierno incumpla porque es su obligación atender hasta que se concluya la reconstrucción definitiva. Para él, "gran parte de la reconstrucción se ha logrado por el propio esfuerzo de los riobambeños".
Un trabajo realizado por la Procuraduría General del Estado (PGE) demostraría que el presupuesto presentado por la UTE para la denominada segunda etapa, estaría inflado en cifras y casos. Esa instancia visitó 50 casas, que forman parte de los 470 casos señalados en ese presupuesto; es decir, la muestra fue del más del 10% y las casas están ubicadas en diferentes partes de la ciudad.
El análisis señala, en su parte medular, que el 25% de las casas incluidas ya fueron intervenidas por la UTE. Sin embargo, todas ellas constan en el presupuesto y con cantidades mucho mayores a las gastadas.
En un resumen del informe de la Procuraduría, las casas ya intervenidas suman un presupuesto referencial de $53 200, cuando en verdad se habría gastado $3 090. Con este antecedente, se estima que el presupuesto de la segunda etapa es irreal y no ascendería a los $2 388 000 sino a una cantidad menor. (JP/OP).

¿El Cuerpo de Ingenieros fiscaliza la reparación?
El Municipio riobambeño incluye a los militares en la fiscalización
Fuentes que prefirieron no identificarse cuestionan la presencia del Cuerpo de Ingenieros del Ejército en la fiscalización de la obras de reconstrucción, "si fueron los militares quienes provocaron la explosión, ahora son juez y parte", dicen. 
Este diario intentó conversar con el coronel David Padilla, quien se encuentra al frente de un equipo de 20 militares que cumplen la tarea de fiscalización desde la oficina provincial del Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda. Su respuesta fue: "No tengo la autorización de mis superiores". El comandante del Cuerpo de Ingenieros, Juan Reinoso, afirmó que esta unidad no tuvo ninguna participación en la reconstrucción de la ciudad ni en la fiscalización. Aseguró que esa dependencia sólo participó en una evaluación de daños y en la planificación de un presupuesto para la reparación de la Brigada.
La Contraloría, en su borrador, habría hecho observaciones de orden legal a la fiscalización, aunque el director regional, Mario Ríos, no dio detalles. Al parecer Fiscalización, en algunos casos, no verificó el fiel cumplimiento de las obras contratadas y por ello se debió hacer una reliquidación de todos los contratos efectuados por la UTE. De ahí que Contraloría consideraría que los militares no hicieron bien su trabajo. 
Muchos de estos militares, según los testimonios, participaron en la elaboración del presupuesto de la segunda etapa. Los ciudadanos también se quejan del trato: "Da miedo ir. Los militares salen bravos, un capitán dijo que el señor Gobierno ya no tiene para darles", dice Ana Robalino. Otro testimonio parecido es el de Patricia Colcha, "los militares dijeron que no tiene nada que ver, que si no reparamos en la primera etapa ya no había esperanzas". (JP/LB)
¿Quién creó y legalizó la existencia de la UTE?
A 16 meses de operar la unidad técnica se cuestiona su legitimidad
La legalidad de la Unidad Técnica de Emergencia (UTE) ha sido puesta en duda por la Procuraduría y le ha dado más de un dolor de cabeza al alcalde de Riobamba, Fernando Guerrero. Este es un tema importante en el seguimiento del proceso de fiscalización de los gastos efectuados en la reconstrucción, tanto que el 25 de agosto de 2003 se inició una indagación previa para verificar la legalidad de la UTE.
 Daniel Escobar Zurita, delegado de la Procuraduría General del Estado, sostiene que hubo "falsedad en instrumento público, pues nunca se probó que el Gabinete ministerial creó la llamada UTE tal como lo señala el alcalde Guerrero en la resolución administrativa 95-SCM-2002". Guerrero se defiende: "Si nosotros no afrontábamos el problema, ¿quién lo hubiera hecho?". La creación de la UTE podría tener una explicación cuando el 27 de noviembre, siete días después de la explosión, el ministro de Vivienda, Nelson Murgueytio, firmó el “Plan Operativo de Intervención Inmediata”, que en su fase prioritaria señala: "Reponer ventanerías, puertas de calle, cubiertas de toda la ciudad. 
Para el efecto se ha implementado la Unidad Técnica de Emergencia que laborará entregando a la ciudadanía el calendario de recepción de documentos". 
Ni en el decreto de emergencia 3386, publicado en el Registro Oficial del 5 de diciembre de 2002, ni en los archivos de la Presidencia de la República, como lo certifica Guillermo Astudillo Ibarra, secretario de la Administración Pública encargado, el 12 de agosto de 2003, consta la creación de la UTE. Consultado al respecto, el ex ministro de Vivienda, Nelson Murgueytio dijo que la UTE se creó por un convenio tripartito entre el Ministerio que él presidía, el de Defensa y la Municipalidad de Riobamba. La UTE recibía, según Murgueytio, los fondos para la reconstrucción a través de la Alcaldía la cual los obtenía desde el Gobierno. 
La creación legal estaría consignada en el Plan Operativo que firmó el Ministerio de Vivienda, el 27 de noviembre de 2002, según el alcalde Guerrero. Mientras la Fiscalía investiga el caso, otros problemas se ciernen sobre la UTE. 
El Gobierno de Gutiérrez no ha enviado más recursos, en todo este año, para la reconstrucción de más de 4.000 viviendas que están incluidas en la segunda etapa. 
Guerrero, el pasado 7 de marzo, durante la inauguración de la pista sintética del estadio de Riobamba, se refirió al tema: "Han creado la muletilla de que no se envían los justificativos. Nos falta entre $4 millones y $5 millones para completar la reconstrucción". La respuesta de Lucio Gutiérrez: ni una palabra.
Por ejemplo, el coliseo mayor de deportes Teodoro Gallegos Borja aún muestra las huellas de la explosión. "Se necesita un presupuesto referencial de $389 mil para repararlo", señala Felipe Serrano, presidente de la Federación Deportiva de Chimborazo. Falta por reparar la cubierta y paredes. Con el daño del coliseo, Riobamba perdió su escenario deportivo y social cubierto más grande. 
Los temores de que algunos ciudadanos no reciban el dinero para la reparación no son aplacados por el gobernador de Chimborazo, Marco Chávez. Dice no conocer y solo aspiraba a que en la reunión del jueves pasado con el presidente de la República las autoridades de Riobamba planteasen este tipo de necesidades. Asimismo, 62% de una muestra de 63 contratos firmados por la UTE tuvieron una póliza de fiel cumplimiento de contrato de la Agencia de Aseguradora del Sur, en Riobamba. Esta firma es gerenciada por Fabricio Guererero, hijo del alcalde.
Entre las compañías de seguros y corredores existe la sensación de que las ventas de pólizas que tiene que ver con la contratación pública ha disminuido, pues hay una concentración en Aseguradora del Sur. Fabricio Guerrero se defiende y dice que la preferencia de los contratistas gira en torno al servicio, "nosotros les ofrecemos un mejor precio y mejores condiciones para las pólizas". En cambio, el alcalde dice no tener ninguna responsabilidad: "Pregunte a los contratistas y al gerente de la aseguradora, no tengo que ver en eso". (JP/OP)
 La ayuda para 21 heridos todavía está en espera.
Los defensores de los DDHH critican la actitud clientelar del Gobierno.
Diez muertos fue la cifra oficial en la explosión del 20 de noviembre de 2002. Los heridos se contaron en alrededor de 300, en su mayoría por cortes de vidrios que explotaron por la onda expansiva. De ellos, 21 heridos aún esperan la ayuda de las autoridades. 
Para ayudar a esas personas se creó el Comité de Solidaridad por la Vida y Dignidad de Riobamba, encabezado por el obispo Víctor Corral Mantilla. En octubre de 2003, se lanzó la campaña “El Dólar de la Solidaridad”, "en vista de la desatención del Estado y las FFAA". Con ese dinero se pensaba atender a esas 21 personas.
En la página web de la Fuerza Terrestre, aparece un comunicado bajo el título 'Trabajo solidario de Riobamba'. Allí se señala que se asignó un valor de $847 212, "que han sido entregados a los familiares de los fallecidos y heridos... Son más de 1 000 personas las beneficiadas". El vocero del Ministerio de Defensa, Edison Narváez, dijo que ese aporte fue una contribución de las FFAA. para ayudar las víctimas, a pesar de que no era su obligación legal. 
El 20 de noviembre anterior la Fuerza Terrestre ofreció $100 mil, "esto es una burla más de la Brigada a Riobamba", señaló el vicepresidente del Comité de Solidaridad, Jorge Luis Idrovo, quien presentó los casos ante la Comisión Interamericana de la Derechos Humanos, "por la gravedad y la urgencia por la que atraviesan 21 personas, entre ellos niños con requerimientos urgentes de transplantes de órganos (córneas), así como la atención inmediata a los familiares de las víctimas fallecidas y/o desaparecidas". 
El 7 de marzo, en un comunicado, el Comité rechazó "la práctica política clientelar que usted lidera señor presidente" y solicitó los recursos para la reconstrucción y los heridos. (JP/LB)
Cronología
20 de noviembre de 2002, 16:00, ocurre la explosión de la Brigada Blindada Galápagos, ubicada en la zona Nororiental de la ciudad de Riobamba, en la provincia de Chimborazo, que deja como saldo 10 personas muertas y alrededor de 300 heridos.
El presidente Gustavo Noboa Bejarano emite el Decreto Ejecutivo número 3369 en el que declara el estado de emergencia en Riobamba, 25 de noviembre
El agente fiscal Plinio Vaca inicia la indagación previa para investigar las causas de la explosión. El Gobierno de Gustavo Noboa emite el Decreto Ejecutivo número 3386 para la transferencia de recursos.
27 de noviembre. El Gobierno Nacional otorga una primera asignación de $1 500 000 para iniciar la reconstrucción. 

27 de noviembre. El ministro de Vivienda, Nelson Mugueytio, firma el 'Plan Operativo de Intervención Inmediata', en donde se habla de la implementación de la Unidad Técnica de Emergencia (UTE). 
28 de noviembre. El alcalde de Riobamba, Fernando Guerrero emite la Resolución Administrativa número 095-SCM-2002 que crea la Unidad Técnica de Emergencia. Se señala "que el Gabinete Ministerial creó la Unidad Técnica de Emergencia".
18 de diciembre. Se hace la segunda transferencia por la cantidad de $1 500 000.
12 de agosto del 2003. El secretario de la Administración Pública encargado, Guillermo Astudilo, certifica que no existe decreto alguno que haya creado la UTE.
25 de agosto. Juan Rivera Fierro, ministro fiscal de Chimborazo, abre una indagación previa para investigar la legalidad de la UTE.
1 de octubre. Juan Rivera dicta una instrucción fiscal por la explosión de Riobamba e imputa a los generales Norton Narváez, Oscar Isch y al coronel Roberto Drouet por homicidio inintencional. 
12 de octubre.  Nelson Alarcón, asesor jurídico del Miduvi, certifica que no existe acuerdo ministerial que crea la UTE
20 noviembre. Se realiza la marcha Por la vida y la dignidad de Riobamba.
LAS EXPRESIONES
Da miedo ir. Los militares salen bravos. Un capitán dijo que el señor Gobierno ya no tiene para darles. Ana Robalino, vecina
El Cuerpo de Ingenieros no tuvo ninguna participación en la reconstrucción de Riobamba
Comandante Juan Reinoso.

*Reportaje publicado en el Suplemento Blanco y Negro de Diario Hoy el 24 de marzo del 2004, bajo el título “Riobamba las secuelas de la explosión”. 

Editor: Orlando Pérez. 

*Juntas campesinas o servicio de justicia privada
Las organizaciones creadas para garantizar la seguridad de algunas zonas del país, según varias denuncias, se están extralimitando en sus obligaciones al violar los derechos humanos, atribuirse la condición de jueces y usurpar funciones de otras autoridades. En Tungurahua ya se solicitó su suspensión hasta que se defina el marco legal y campo de acción.
Para los juristas, estas entidades no tienen respaldo legal para que funcionen y actúen como grupos privados de seguridad.

Segundo Guanoluisa prefiere no hablar con la prensa luego de los amargos días que pasó retenido en alguna comunidad del cantón Guano. Él fue capturado el pasado 27 de abril y no fue sino hasta el 14 de mayo que volvió a ver a su familia. Su delito: no pagar una deuda a un miembro de las denominadas Juntas Campesinas.
El tema no es nuevo. Desde el año 2001 se han reportado alrededor de 12 retenciones por parte de estas organizaciones.
Y hay una “novedad”: el sistema colombiano del 'boleteo' (convocar, mediante carta, a una persona para 'rendir cuentas' a las Juntas) es utilizado por estas organizaciones. Por ejemplo, la Central de Juntas de Campesinado del cantón Quero, a finales del año pasado, envió a un campesino de esa zona un oficio donde le pedía asistir a la sesión "a fin de que responda (por los) cargos formulados en su contra por parte del señor...". Luego añade: "Caso contrario tomaremos nuestros procedimientos". (Se omiten los nombres de los convocados y los demandantes por seguridad de los involucrados).
Las Juntas Campesinas no son una obra de la casualidad. En los años sesenta, Guambaló una comunidad del cantón Quero, en la provincia de Tungurahua, era acosada por al cuatrerismo y la violación de mujeres. El sacerdote del lugar, Luis Aníbal Navas, organizó a los campesinos para proteger la integridad física de los pobladores y sus propiedades. Ahora, el sector está libre de la delincuencia y ese ejemplo fue seguido en las provincias de Chimborazo, Tungurahua, Bolívar, Cotopaxi, Los Ríos y Esmeraldas. Según sus dirigentes, cuentan con 20 mil miembros activos. Pero, según testimonios de campesinos y varios juristas, además del control delincuencial, las Juntas Campesinas son tribunales de justicia privada. Ahí se procesan “juicios” por conflictos de tierra, divorcios, herencias y hasta infidelidades. 
Las Juntas se apoyan en un Decreto Ejecutivo emitido el 10 de octubre de 1966 por el ex presidente Clemente Yerovi, en donde se aprueban los estatutos de las Federación de Juntas de Defensa del Campesinado del Tungurahua para la protección de la propiedad privada y en el artículo 59 la Ley de Mediación y Arbitraje, que señala que "las comunidades indígenas podrán establecer centros de mediación".
Según Carlos Zambrano, de la Central de las Juntas del Campesinado de Quero, la función es velar por la paz y la tranquilidad de la gente: "Defendemos a la gente marginada, velamos para que no haya delincuencia". Pero la actuación de las juntas tiene detractores en las mismas comunidades. Julio Montero, de la comunidad Chocaví Central, señala que existen abusos, "a veces se propasan, a la gente se le castiga y no hay unos buenos arreglos". Montero dice haber sido testigo de varios juicios, "en el conflicto de herencias no hay un buen arreglo. Se ponen de acuerdo y a los culpables se les latiguea".
El ministro distrital fiscal de Chimborazo, Juan Rivera, señala que en esta dependencia existen algunas causas en contra de dirigentes de las Juntas Campesinas por los plagios, "queremos en forma definitiva buscar una solución a estos problemas".
Para el jurista especializado en temas indígenas, Pablo Sarzosa, estas organizaciones no tienen nada que ver con la justicia indígena que propugna la Constitución en el artículo 191. "Esto es ejercer, con el poder físico, un servicio de justicia privada bajo la amenaza, la coerción y la violencia", comenta. En la misma postura se expresa Luis Andrango, director nacional de Defensa de los Derechos de los Pueblos Indígenas (Dinapin), entidad adscrita a la Defensoría del Pueblo: "Hay una tergiversación de los derechos colectivos de los indígenas. Las Juntas Campesinas se salen de la ley y, con cierta complicidad, quizá por temor, las autoridades cumplen con lo que ellos dicen".
De hecho, en Tungurahua, el 8 de abril pasado, las principales autoridades (Gobernación, Policía, Corte Superior de Justicia, Colegio de Abogados y las organizaciones de derechos humanos), solicitaron al presidente de la República, Lucio Gutiérrez, suprimir temporalmente las Juntas Campesinas, para iniciar un proceso de capacitación y formación, "con el fin de verificar la constitución y funcionamiento de acuerdo con las normas legales vigentes". 
En Tungurahua hay varias denuncias por la acción de las Juntas Campesinas contra autoridades de la Fiscalía, los defensores de los derechos humanos, de las organizaciones indígenas y, fundamentalmente, a los campesinos pobres.
Incluso, Amnistía Internacional (AI) ya ha puesto sus ojos en el tema a propósito de un hecho ocurrido el mayo de 2003. Según la entidad con sede en Londres, 300 personas, integrantes de las Juntas Anticuatreras (ligadas a las campesinas) "armados de látigos y armas de fuego, amedrentaron a dos ciudadanos en Echeandía, provincia de Bolívar". El fiscal que sigue el caso vive bajo protección policial. La Fiscalía General de la Nación no ha respondido a AI por las acciones que debería tomar para evitar este tipo de delitos. (OP/JP)

Entrevista
“Nosotros estamos en contra de los malos vicios”
El dirigente nacional de las Juntas Campesinas dice que preparan varios proyectos para regular legalmente su actividad. Califica de delincuentes y resentidos a quienes han denunciado agresiones físicas y violación de derechos humanos. Y señala que se encuentra en una etapa de “revolución, de ideas y de pensamiento”, pero que no se plantea el uso de la fuerza ni de las armas en su accionar
¿Ustedes perdieron la confianza en la administración de la justicia formal y por eso la ejercen a través de las Juntas Campesinas?
Más de un 90% de las personas han perdido esa confianza. Las leyes son claras y transparentes, pero quienes administran justicia, con muy pocas excepciones, son los que se equivocan hasta cierto punto a propósito con premeditación y alevosía. Nadie está libre hoy en día, menos los campesinos. Es una novedad que haya honrados y no ladrones. Hoy más fácil ser corrupto que correcto.
¿Se ha dicho que en sus acciones se utiliza la violencia?
Cada quien las interpreta a su conveniencia. Somos mal vistos por la gente a la que no le gusta andar correctamente. Nos tiene sin cuidado lo que digan porque hay un Dios y nuestra conciencia es transparente. Lo que pasa es que, donde no hay Junta de Defensa del Campesinado, cada quien hace lo que le da la gana, pero donde una de ellas se forma, las personas se autoeducan y autodisciplinan.
¿Las retenciones que se hacen para algunas personas son consideradas plagios?
Son cosas diferentes. Hay ciudadanos que quieren sorprendernos a nosotros; el mañoso ha venido a refugiarse en las Juntas. Al averiguar el asunto, confrontando a las partes, vemos que quien vino por lana sale trasquilado. Automáticamente, el deudor que quiso sorprendernos tiene que pagar, sino no sale. Tiene que pagar la deuda, sin intereses, para salir.
¿Hay varias denuncias de que ustedes aplican castigos físicos?
En ningún momento. Nosotros somos respetuosos de eso. Lo que pasa es que cuando se hacen los arreglos entre las dos partes, se elabora un acta de respeto mutuo y ellos mismos se condicionan con sanciones de multas y castigos. Si infringen ese acuerdo, los dirigentes acatan los que han resuelto las partes.
¿Y han resuelto que se castigue con azotes?
No, jamás. Hay gente que quiere hacernos quedar mal. 
¿Se ha dicho que en algún momento ustedes podrían tomar las armas?
No, nosotros aceptamos que nos digan revolucionarios, porque estamos en una etapa de revolución de ideas, de pensamiento, mas no vamos a aceptar que se nos tache de ser sanguinarios. Lo que en realidad estamos haciendo es ir en contra de los malos vicios de las personas.
¿Ustedes proponen una reforma legal para que el artículo 191 de la Constitución tenga una aplicación práctica y legal para las Juntas Campesinas?
Estamos sistematizando esos proyectos y vamos a ir al Congreso. Tenemos que pedir que se reglamenten nuestras acciones como Juntas.
¿Qué autoridades los apoyan?
Muchas. No podemos dar nombres porque hoy en día a esas autoridades las asedian, les dicen que son revolucionarios y agitadores. Hay que tener cuidado, porque hoy no respetan la honra ajena, la denigran.
¿Usted es un hombre amenazado?
Me intentaron asesinar. Hace dos años me acribillaron a tiros en el cantón Quero. He tenido varios atentados pero he de morir el día, no la víspera. 
En Amnistía Internacional y en la Comisión Ecuménica de Derechos Humanos existen varias denuncias sobre las actuaciones de la Junta que violan los derechos humanos.
Se conoce que han hecho los resentidos y los delincuentes, prácticamente los que han perjudicado a muchas personas, unas denuncias ficticias. (JP)

El dirigente
Raúl Bayas, de 40 años, es agricultor. Estudió la primaria en la escuela Mariano Castillo. Está casado y tiene dos hijos. Se inició en la dirigencia como presidente de la Junta del Campesinado de Shaushi, en donde vive. Fue secretario de las Juntas de Tungurahua y actualmente es presidente de la Confederación Nacional de Juntas del Campesinado y secretario de Finanzas del Movimiento Campesino de Quero. Fue también secretario de Cabildos. De niño dice recordar cómo los cuatreros robaban a los campesinos del sector. "Los animales amanecían en las casas, mientras que los propietarios en los pasillos", dice. (JP).

El “boleteo” ya es una práctica regular en varias provincias
Algunas personas de las Juntas han denunciado que se les utiliza para mítines políticos
"La justicia la hacemos viendo quién tiene la razón. Con los doctores de Derecho es un trámite largo y posiblemente el que tiene más plata sale favorecido y el que debe tener el derecho sale perdido", explica Marco Cuello, dirigente de la Junta del Campesinado, para justificar la presencia de esa organización en su comunidad, San Isidro de Patulú.
Según Cuello, el procedimiento que se sigue en cada una de las comunidades es: se realiza una reunión y se pone al frente a cada una de las partes en litigio, "como conocemos quiénes son los problemáticos se hace justicia y se le da razón al que la tiene". Para él no hace falta testigos, "porque se hace largo el trámite". Finalmente se firma un acta y, si es del caso, se cobra una multa. Si los comuneros lo consideran, el culpable deberá permanecer 24 horas detenido. 
En la “práctica judicial” de la Junta del Campesinado existen procedimientos como el girar una boleta de comparecencia, "si no se acercan luego de dos boletas, se procede a la retención, para que se arregle el caso". En Colombia es conocido como “boleteo”.
Los castigos físicos son otra opción para castigar a los culpables. Carlos Zambrano, presidente de la Comunidad Asaco, en Guano, señala que las retenciones proceden hasta que, por ejemplo, un deudor devuelva el dinero, "si es pícaro, también tiene que sufrir una paliza, porque ellos a nosotros no nos gustan". 
Rodrigo Silva, de la Asociación Nacional de Juntas del Campesinado, que propugna la salida pacífica a estos conflictos, narra como fue testigo de un linchamiento en la comunidad Lliguinde: "Como yo soy presidente de la organización de San Isidro, me quisieron probar a ver si yo latigueo a alguien. Cogí el látigo pero sólo para indicarle que es el papá quien debe reprender a su hijo". Silva señala que los plagiados son llevados a comunidades lejanas, "aquí deben actuar las autoridades, el gobernador y el jefe político". Las juntas también se encargan de patrullar cada una de sus jurisdicciones para el control de antisociales o cuatreros. 
Lo que señalan quienes se oponen a estas organizaciones, es que no son solo de defensa y seguridad, sino que también han caído en el juego político apoyando a algunos partidos y participando en las marchas organizadas, en Quito, a favor del presidente Lucio Gutiérrez. (OP/JP).

Los casos
“Me taparon boca y ojos; luego me pusieron en un hueco”
Rosa N., comerciante de 36 años, fue secuestrada este año por la Junta del Campesinado. Ella fue capturada un jueves y no fue sino hasta el sábado que fue juzgada por una asamblea. "Me llevaron en una camioneta, tapándome la boca y los ojos. Luego al llegar a la comunidad me pusieron en un hueco a oscuras. Para mí es muy duro, no quisiera que a nadie le pasara algo como esto".
Esta mujer mantuvo un litigio con su ex marido por los bienes adquiridos durante su matrimonio. El insistía en llevarse la mejor parte. Rosa N. cuenta que "tenían unos cabos y unos alambres de luz y me decían que si me portaba mal con eso me darían". Y comenta que ninguna autoridad puede intervenir, "ni la familia ni un hijo puede a uno verle. Si averiguaban dónde estaba me hubieran cambiado a otro lado".
La mujer dice haber conocido otros casos en los cuales a las víctimas se las baña o se las latiguea. 
La vida de Rosa cambió desde esta dolorosa experiencia. "Tuve que ir a ver sicólogos; estoy amenazada por haber denunciado este caso a Fiscalía", explica. Ahora mantiene a sus cinco hijos sin ayuda de su ex marido, quien se llevó gran parte del patrimonio familiar. (JP)
“Tuve que ceder mi patrimonio familiar para evitar el castigo”

El 25 de marzo, a las 19:30, en la salida del mercado mayorista de Riobamba, María Cusquillo Guaranga fue plagiada por varios miembros de la Junta Campesina. Según una denuncia presentada el 23 de abril de 2003, Cusquillo señala que fue traslada a una celda en la Comunidad de Valparaíso, en Guano. 
Los plagiadores le habrían dicho: "Ahora tienes que devolver todo, arreglar los bienes con tu marido y si no arreglas no sales de aquí". Cusquillo estaba casada con Claudio Solórzano Hidalgo, de quien se divorció. Sin embargo, mantenía un conflicto por la repartición de bienes. 
El sábado 27 de marzo, según Cusquillo, se dio una asamblea de juzgamiento, "en donde estuvieron presentes el comisario del cantón Guano, el teniente político... Me gritaban: nosotros hacemos justicia, no hay ley ni autoridad que nos contradiga, los jueces y fiscales conocen de nuestros actos y nos apoyan. Si no arregla no saldrá de aquí".
Al final, Cusquillo accedió a ceder todos los bienes a su ex cónyuge. El Ministerio Fiscal de la provincia de Chimborazo inició la indagación previa Nº 55 para investigar estos hechos. (JP)
Dos marchas que terminaron con la detención de 97 personas
El 26 de abril de este año, a las 12:30, Segundo Guanoluisa fue detenido por miembros de la Policía de Cuenca en el barrio Santa Marianita de esa ciudad. Sobre él pesaba un boleta de comparecencia inmediata emitida por el Comisario de Guano, Edgar Montero. El 27, Guanoluisa llegó a la ciudad de Guano custodiado por un policía y fue entregado a Montero. A las 08:00 se realizó una audiencia en la que se explicó que su detención obedeció a una deuda con Walter Guerrero, miembro de la Junta del Campesinado. 
A pesar de que se llegó a un acuerdo con la firma de una letra de cambio por $9 000, Guanoluisa fue secuestrado hasta el 14 de mayo, fecha en la cual fue liberado. El caso causó un verdadero escándalo en Riobamba, que incluso terminó con el plagio y la posterior liberación de Jenny Ramos, una funcionaría de la Fiscalía de Chimborazo. Esta fue una medida de presión para lograr la liberación de Edgar Montero por su presunta participación en el plagio de Guanoluisa. Se efectuaron dos marchas que terminaron en violencia y la detención de 97 personas, muchas de ellas, según su propia confesión, pertenecientes a la Junta del Campesinado. (JP)

*Reportaje publicado en Blanco y Negro el 22 de mayo del 2004, bajo el título de “Juntas Campesinas o servicio de justicia privada”. 

Editor: Orlando Pérez

xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx

Ilegalidad en estatuto de Juntas Campesinas

Los estatutos de la Central Nacional de Juntas Campesinas Pro defensa de la Parroquia San Isidro de Patulú aprobados en el Ministerio de Bienestar Social (MBS) violan la Ley, según lo admitió Rodrigo Silva Cabezas, presidente de la Central.
BLANCO Y NEGRO analizó el tema el sábado anterior y descubrió que el 4 de febrero de 2003 el estatuto de esta Central Nacional fue aprobado por Juan Illicachi, director provincial del MBS. Para Silva, "esa institución fue extinguida", pues se busca un estatuto enmarcado en la ley, "ya que la institución es de derecho, no de hecho".
Mariana Barreto, actual directora del MBS, admite que hubo serias irregularidades en la aprobación de este estatuto, que viola disposiciones constitucionales y legales. Por ello, Silva presentó un nuevo estatuto para que sea aprobado, esta vez con el nombre de Asociación Nacional de las Juntas de Desarrollo Comunitario Integral y de Defensa del Campesinado, que busca la administración pública y de justicia en San Isidro, "eso corresponde al Ministerio de Gobierno, no al MBS", señaló Barreto. (JP)
Nota publicada en Diario Hoy el 28 del mayo del 2004
xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx

*¿Quién manda en la Cemento Chimborazo?

Corrupción, esta palabra no es desconocida en la Cemento Chimborazo; al contrario, en algunas ocasiones tanto obreros, como administradores se han acusado mutuamente de varias irregularidades al interior de esta fábrica, ubicada en San Juan Chico y que pertenece al Banco Nacional de Fomento, que posee el 95.2 % de las acciones.

Cemento Chimborazo fue constituida el 15 de febrero de 1951, con el auspicio de la llamada Caja de Crédito Agrícola. Al inicio tuvo una producción de 150 toneladas métricas por día. En 1972 se instala la nueva Planta Nro. 2, con lo cual mejora su producción hasta 600 toneladas métricas de cemento, es decir produce aproximadamente 12 mil sacos de cemento por día. Este año se piensa concluir con una producción de 172 mil 396 toneladas.

Al parecer su poca estabilidad administrativa y la falta de atención del Banco Nacional de Fomento ha creado un clima poco propicio para la producción. Edén Garzón, ex-director financiero de la Empresa señala que continuamente ha existido un “matrimonio” entre la dirigencia de los trabajadores y los administradores. Es decir, al inicio hay una armonía entre ambos sectores y al final estas relaciones se rompen, provocando la salida de los directivos.

El poder de los trabajadores 

Algunos empresarios y distribuidores consideran que al interior de la Cemento Chimborazo los trabajadores han adquirido un poder inusual en la Fábrica, tanto que han nominado un candidato para gerente general, Fernando Escudero, quien posee una distribuidora de Cemento Rocafuerte.

Varios criterios señalan que, esto podría deberse al hecho de que el Banco Nacional de Fomento se desatendió de la empresa y solo la miró como una fuente de financiamiento, para cubrir sus condonaciones.

El décimo séptimo contrato colectivo, que aún rige, establece algunos beneficios para los trabajadores y su comité de empresa. En ese documento se incluyen alzas salariales, viáticos para los dirigentes, vehículo para el comité, pago del impuesto a la renta de los trabajadores por la empresa, vacaciones en Atacames, pago de la Empresa de los festejos sindicales, financiamiento del comisariato, construcción del complejo deportivo en Licán y la supervisión de los sindicalistas a la hora de incrementar o contratar personal; puntos que en la empresa privada serían difíciles de aceptar.

Existen facturas pagadas por la empresa que van desde los 900 mil hasta los 11 millones de sucres por concepto de viáticos de un solo día. Pero los gastos que ha efectuado la empresa a favor de los dirigentes sindicales van más allá del contrato colectivo. Muchas facturas señalan gastos como alimentación en restaurantes, adquisición de aguardiente, pago de artistas y licores, homenajes y regalos a directivos, como el realizado a Juan Ruales, subgerente de la empresa el día de su cumpleaños. El regalo del comité de empresa consistió en una cadena de oro y un Cristo del mismo material. Todo esto cargado a partidas denominadas como: “cuotas y contribuciones” y “gastos de gestión”.

Un punto importante es el tour a Europa efectuado por seis trabajadores, en el que se incluía el presidente del Comité de Empresa, Mario Ortiz. El periplo fue autorizado por el Directorio el 23 de febrero de 1999; un premio para las personas que laboraban por más de  30 años. El viaje se inició el 8 de mayo de 1999 y duró 19 días. Cemento Chimborazo pagó hasta los pasaportes. En total el tour le costó a la Empresa cerca de 13 mil dólares. De lo que se conoce, no han existido viajes similares. Mientras eso sucede la planta Nro. 1 tuvo que dejar de funcionar a mediados de año por ser obsoleta. 

A criterio de Abraham Romero los dirigentes han equivocado su accionar en la Cemento Chimborazo. “El sindicato ha ido más allá de las atribuciones y está poniendo en riesgo el futuro de la Empresa”. Pero lo más grave –señala –es que la Empresa necesita una gran inversión y capitales frescos a fin de modernizarse y optimizar su producción. “Cada uno de los componentes de la Empresa debe ocupar el lugar que les corresponde”, sentencia.

De su lado Mario Ortiz defiende el derecho de los trabajadores a intervenir en los asuntos de la empresa y mas aún cuando se pretende venderla, “nos hemos movilizado activamente ante las autoridades de la Provincia para evitar la privatización”. Ortiz señala que si el BNF administra personalmente la cementera tendría utilidades por cerca de diez millones de dólares anuales.

El Comité y sus ventas de cemento

Según Mario Ortiz, la venta de cemento por parte del comité de empresa permite abastecer a la ciudad de este producto y regular un posible acaparamiento. Ortiz señala que este comité comercializa cerca de cuatro mil sacos mensuales, con una utilidad de cinco mil sucres por saco. Sin embargo esta cifra al parecer no es real, pues según datos de la fábrica solamente en enero del 2000 el comité vendió 20 mil sacos de cemento y en los últimos quince días de abril vendió 6 mil sacos. Esto sin tomar en cuenta las ventas hechas a la Cooperativa de Ahorro y Crédito de la cemento Chimborazo y a la Asociación 15 de Noviembre, organismos que tienen que ver con los trabajadores. Entre el comité de empresa y la Cooperativa de Ahorro en enero del 2000 suman 35 mil 600 sacos.

Ortiz, dice que gran parte de las utilidades de la venta de cemento se destinan a acciones benéficas y el resto se orienta a productos comestibles, los cuales son entregados a los trabajadores en Navidad. El dirigente sindical reconoce que la venta de cemento no se encuentra entre los fines del Comité, ni en sus estatutos, “pero tampoco estamos haciendo algo anormal”. Sin embargo, pese a esta declaración en los círculos comerciales se conoce una realidad: la comercialización del cemento cayó en la informalidad. Es decir, muchas personas se dedican a comprar y vender cemento, encareciendo el producto innecesariamente.

Un ferretero, que prefirió omitir su nombre, señala que diariamente recibe a personas que le ofrecen cemento por encima del precio oficial. “Toda la vida ha existido la informalidad, cada vez es peor... esperemos que el nuevo gerente sepa administrar la fábrica”, señala. El comerciante revela que en su círculo de trabajo se conoce que “en Ambato, en Quito existe cemento... y eso no lo digo yo, lo dice toda la gente que consume... tengo conocimiento que en el Oriente hay excedentes de cemento y aquí que somos dueños de la fábrica no tenemos el producto”. 

Según el Gerente encargado de la empresa, Vicente Novillo, en lo que va del año el Comité de Empresa ha comercializado 128 mil sacos de cemento y la Cooperativa 90 mil sacos. Es decir, en promedio el comité comercializa mensualmente 10 mil 600 sacos de cemento y si tomamos en cuenta una utilidad de cinco mil sucres, tendría una ganancia de 53 millones 333 mil sucres mensuales, unos 640 millones de sucres anuales. Este Diario solicitó un informe de los ingresos y los gastos que realizará el comité de empresa por la venta de cemento, pero no recibimos respuesta alguna. Resta saber qué beneficios recibirán los trabajadores con las utilidades de esta venta.

Algunas cláusulas del contrato colectivo

Cláusula 20.- Señala que de existir una vacante en la empresa ésta será llenada mediante concurso de merecimientos y oposición, “se dará preferencia a los hijos de los trabajadores, siempre y cuando reúnan los requisitos”. Igualmente en los que se refiere a las prácticas estudiantiles, estas se realizarán dando preferencia a los hijos de los trabajadores.

Cláusula 30.-  Establece los permisos para los trabajadores en caso de becas. Los trabajadores tendrán licencia con remuneración y además se les pagará viáticos, pasajes o subsistencias.

Cláusula 32.- Obliga a Cemento Chimborazo pagar los gastos médicos en el país o en el exterior, cuando el trabajador lo requiera. La Empresa cubrirá pasajes, estadía del trabajador y el pasaje de un acompañante.

Cláusula 33.- Establece los permisos a los dirigentes por tiempo indeterminado, sin descuentos de sueldo. A más de ello la Empresa paga viáticos y subsistencias por los viajes sindicales. En esta cláusula Cemento Chimborazo se obliga a comprar un vehículo en buenas condiciones para uso exclusivo del Comité de Empresa y a pagar el mantenimiento y el combustible que se gaste, sin límites.  

Cláusula 36.- En esta cláusula la organización sindical recibirá el 100% de las multas que los administradores impongan a un trabajador

Cláusulas 48, 49, 50, 51, 53.- Establece dos bonificaciones; el escalafonario y por años de servicio, y tres subsidios; el familiar, educación y de antigüedad.

Cláusula 54.- La Empresa se compromete a pagar el impuesto a la renta de todos y cada uno de los trabajadores.

Cláusula 55.- Establece pólizas de seguro privadas para los trabajadores

Cláusula 56.- Cemento Chimborazo gratificará tres veces al año a los trabajadores: el 1 de Mayo, el 10 de Agosto y el 15 de Noviembre. En esas ocasiones recibirá casi un sueldo.
Cláusula 58.- Establece los préstamos a los trabajadores sin intereses.

Cláusula 59.- Los hijos de los trabajadores que tengan un promedio de 17.51 en sus notas estudiantiles recibirán una beca de la Empresa, una vez al año.

Cláusula 60.- La Empresa pagará todos los gastos que deriven de un evento deportivo interno, intersindical o interinstitucional.

Cláusula 62.- Este año los 194 trabajadores recibirán 318 millones de sucres por agasajo navideño. Además en esa fecha recibirán arroz, azúcar y aceite comestible.

Cláusula 64.- La Empresa destinará 80 millones de sucres para el Comisariato de los trabajadores.

Cláusula 65.- Establece los paseos anuales del trabajador y seis familiares a Atacames, en donde Cemento Chimborazo posee cabañas. La Empresa ayudará a cada trabajador que sale de paseo con 280 mil sucres y un préstamo de un millón de sucres. Además provee de transporte.

Cláusula 66.- Cada trabajador tiene derecho a un cupo de 1.500 sacos de cemento con el  del 50% de descuento para construir, ampliar, reparar o adecuar su vivienda.

Cláusula 67.- La Empresa se compromete a construir un complejo deportivo para los trabajadores en Licán.

Algunos gastos pagados a los sindicalistas

Fecha


Monto
/sucres
Motivo

26 y 29 de marzo de 1999


1.186.309
Pago de restaurantes

9 de abril de 1999
4.500.000
Festejo por la firma del XVII Contrato Colectivo

13 de abril de 1999
5.620.000
Homenaje al Gral. Telmo Sandoval

13 de abril de 1999
8.300.000
Pago de artistas

13 de abril de 1999
20.000.000
Compra de 500 litros de aguardiente

19 de abril de 1999
11.129.000
Pago de artistas

26 de abril de 1999
9.000.000
Programa de por Día del Trabajador

11 de mayo de 1999
10.300.000
Inauguración del Congreso de FENATRACCIA

26 de mayo de 1999
10.825.000 
Festejo del cumpleaños del subgerente Ing. Ruales

Algunos viáticos pagados a los trabajadores (sucres)

Fecha



Monto

Motivo

29 de enero de 1999

7.436.800
Desconocido

2 de febrero de 1999

11.936.800
Tratamiento contrato colectivo

9 de marzo de 1999

997.200
Tratamiento contrato colectivo

23 de marzo de 1999

9.141.000 
Tratamiento contrato colectivo 

25 de enero del 2000

4.500.000
Desconocido

Los gerentes y sus pecados

Las etapas Gallegos y Sandoval

Cuando el 26 de mayo de 1997, Teodoro Gallegos Salem, asumió la presidencia de la Cemento Chimborazo, nadie creía que en su administración se provocaría uno de los paros laborales más largos de la fábrica, del 15 mayo al 27 de julio de 1998. Según Gallegos Salem, él empezó a combatir a la dirigencia sindical corrupta, que cobraba viáticos y especulaba con el cemento. “Ellos se creen dueños de la empresa, y son los únicos que usufructúan y se benefician de ella”. Por su parte los dirigentes sindicales denunciaron a Gallegos de haberse beneficiado por el incremento ilegal de sueldos, viáticos, dietas, donaciones injustificadas y desembolsos sin respaldo. Las pérdidas de este paro ascendieron a 3 mil 500 millones de sucres.

Luego que el 13 de octubre de 1997 salieran de la fábrica, Teodoro Gallegos y Patricio Moncayo, presidente y gerente de la Empresa, respectivamente, entraron a administrar la planta el Gral. Telmo Sandoval y el Crnel. Marco Miño. Con estos cambios se pensaba, se inició una nueva etapa en la fábrica, incluso en varios medios de comunicación el Comité de Empresa apoyó las gestiones de Miño en beneficio de la empresa, quien  a finales de 1999 y a mediados del 2000 empezó a publicar sus resultados y a trabajar más estrechamente con los medios de comunicación, especialmente radiales en la promoción de la empresa. A mediados del 2000 se dio a conocer una utilidad para la empresa muy superior a los demás años.
¿Pero qué tan beneficioso fue la labor de los ex-militares? A criterio de Edén Garzón y Víctor Morejón Rivas, ex-trabajadores de la empresa, todos los resultados eran “maquillados”, con el fin de permanecer en la Empresa.  El 26 de julio de este año, Garzón y Morejón publicaron un cuadro referencial de producción de los últimos nueve años, en donde claramente se observó que la producción de 1999 no superó las cifras registradas en 1996 y 1997. Si la producción de cemento no superó estos límites, ¿cómo se podía hablar de una utilidad diez veces mayor a los últimos diez años?
Según el informe de la empresa, en el año 1999, esta fábrica vendió 172.496 toneladas métricas de cemento, es decir, tres millones y medio de sacos de cemento, una cifra que no superó al año 1997, donde se  vendieron 204 mil toneladas de cemento. Esto demostraría que resulta imposible que el primer semestre del 2000 la empresa haya tenido utilidades de más del 173 % tal como lo señala un informe de ese período, mas cuando se produce la misma cantidad de cemento del año 1999, es decir unos 12 mil sacos al día. El 28 de abril del 2000, el gerente Marco Miño, ofreció –para un proyecto forestal –mil sucres por cada saco de cemento y reconoció que se recaudarían unos 12 mil dólares al mes, esto quiere decir que se producía unos 10 mil sacos diarios.

Al final Sandoval y Miño salieron luego de cumplir su período, no sin antes esforzarse por promocionar su gestión ante los medios de comunicación.

El ofrecimiento de Miño





Ventas de cemento al mes

Recaudación al mes

4 ctvs./saco de cemento
10.000 sacos



12.000 dólares

En abril Marco Miño prometió mil sucres por cada saco de cemento para forestación. En 7 meses debería haber un fondo de 84.000 dólares.

Miño: Gerente y Comercializador

Marco Miño Montalvo, quien hace algunas semanas desempeñaba el cargo de gerente general de la Cemento Chimborazo, es muy conocido en la ciudad de Archidona, en donde mantiene su residencia.

Todos en esta ciudad y en el Tena saben que comercializa con Cemento Chimborazo desde algún tiempo atrás, incluso en su casa en Archidona en las calles Quijos y Napo, se puede ver un letrero que claramente señala que ahí se distribuye el producto. En estas dos ciudades de la provincia de Napo, mantiene locales comerciales llamados “Piedmar”, debido posiblemente a la abreviación de los nombres Piedad Mancheno  -su esposa  -y Marco Miño.

El ex-gerente es muy conocido en la ciudad del Tena y allí lo califican como un hombre rico y de mucho poder, que ha ayudado a candidatos socialcristianos. Muchos temen hablar de él. Entre sus bienes consta el Liceo Militar “Héroes del Cenepa”, la Hostería Orchids Paradise, los locales “Piedmar” y según dicen varias fincas.

Hugo Mancheno, cuñado de Marco Miño, confirmó lo que muchos no quisieron hablar ante una grabadora. “Eso es lo que todos conocemos, él tiene dos grandes almacenes que están a nombre de mi hermana... desde hace unos cuatro años ha venido distribuyendo Cemento Chimborazo en grandes cantidades”.

Pero una revelación de Mancheno explicaría los grandes desabastecimientos que existían en la ciudad antes de cada incremento de precios. Al parecer Miño se aprovisionaba del producto a sabiendas de que el precio subiría. “Yo vi que en una noche llegaron unos tres trailers y al siguiente día el precio llegó hasta las nubes, eso sí lo pude verificar”.

Debido a la naturaleza de su función, Víctor Morejón, señala que Marco Miño usaba a terceras personas para comercializar con el Cemento. Así aparecen nombres como Rocío Luco de Espíndola, quien del 10 al 15 de junio compró 1.950 sacos de cemento, a crédito y sin cheque de garantía. Así mismo, este nombre aparece en una factura, por la compra de 3.600 sacos de cemento a crédito y sin cheques de garantía. La dirección de entrega coincide con uno de los locales PIEDMAR. En el Tena, Luco de Espíndola es una amiga cercana de la familia Miño Mancheno.

Pero las relaciones comerciales de Miño con la Empresa que él dirigía no llegan hasta allí. Un fin de semana, que se inició el 28 de mayo de 1999, veintiocho  personas, entre funcionarios, miembros del Comité de Empresa y de la Asociación de Empleados realizaron una charla técnica en la Hostería Orchids Paradise Lodg, en la vía entre Archidona y Cotundo de propiedad de Marco Miño. El viaje, la estadía y la alimentación le costaron a la Empresa  13 millones 787 mil sucres. En ese entonces Edén Garzón, director Financiero de la Empresa y quien no compartía con estas actuaciones se preguntaba, ¿Conferencia de qué?

A pesar de que Miño era conocido en el Tena como un comercializador de cemento, en abril de 1999 consta como uno de los beneficiarios de la compra de cemento a mitad de precio; un beneficio del contrato colectivo de los trabajadores. Fueron en total 380 sacos.

Hasta el momento quedan en el aire, ofrecimientos de Miño que realizó en 1999 de duplicar la producción de cemento y en abril de este año de destinar 12 mil dólares mensuales para reforestación.
La lucha por una gerencia

Sin lugar a dudas unos de los puestos más codiciados en la Provincia es la gerencia del la fábrica Cemento Chimborazo debido al monto de su sueldo y al poder que se adquiere en la distribución de este producto. En 1996 el sueldo del gerente era de 1.594 dólares, pero la cifra fue subiendo hasta que Marco Miño terminó ganando 6 mil dólares, una cifra récord. Los mismos trabajadores reconocen que en la Cemento Chimborazo se otorgan viáticos a los administradores, de hasta 200 dólares por día. Los sueldos de los demás gerentes y subgerente administrativo pasarían de los cien millones de sucres, cada uno.

El pasado 27 de noviembre la Junta General de Accionistas de la Empresa intentó nominar a sus nuevas autoridades. Había varios candidatos entre ellos Abraham Romero y Fernando Escudero, éste último apoyado por los trabajadores.

La reunión terminó sin la designación a los nuevos administradores, pues los trabajadores rechazaron la nominación de Romero. “Él es partidario de la privatización... con esa posición nosotros jamás aceptaríamos que él venga de Gerente de la Cemento Chimborazo”, dice Mario Ortiz.

No obstante los trabajadores se preparan ante una posible privatización, y en la revisión del decimoséptimo contrato colectivo plantean la compra de renuncias, “tal como ha sucedido en otras entidades del Estado”, explica Ortiz. En su propuesta los trabajadores plantean una bonificación de 25 mil dólares, para aquellos trabajadores que presenten su renuncia voluntaria, y si han trabajado más de cinco años una bonificación extra de mil dólares por cada año. 

Por su parte Abraham Romero, dice no haberse “palanqueado” el puesto de la gerencia de Cemento Chimborazo y reconoce que hace falta capitales frescos. Rechaza el hecho de que se pretenda captar la gerencia con carteles y consignas, como si se tratara de una campaña política.

El directorio no acierta a nominar a los administradores de la empresa. Cada lunes este organismo se reunirá en Quito a fin de analizar su posición. Hasta el momento se ha nombrado al subgerente titular, designación que recayó en el Dr. Vicente Novillo, ex-subgerente general del BNF.

¿Quién designa al gerente? El principio de autoridad está en juego. Lo más probable es que los trabajadores están preocupados ante esta designación, mas cuando está de por medio la revisión de otro contrato colectivo que entraría a regir el próximo año, pues el último fenece en febrero del 2001.

Los juicios contra Teodoro Gallegos Salem

Teodoro Gallegos Salem, ejerció la presidencia del Directorio de Cemento Chimborazo desde el 26 de mayo de 1997 al 22 de julio de 1998. Durante su permanencia en este puesto habría incurrido en varias irregularidades, que de alguna manera tenían que ver con dinero. Deloitte & Touche, una empresa auditora determinó presuntas irregularidades entre las que se señala incremento de sueldos, incremento de dietas, viáticos injustificados, sospechosas donaciones, pago de sobreprecios en contratos, cheques girados sin justificación y pago a presuntas asesorías. La auditoria señaló un perjuicio de 839 millones 289 mil sucres.  En todo este caso se envolvió además al gerente general de aquel entonces Patricio Moncayo y durante el proceso judicial, al gerente financiero Fausto Pavón Dávila.El 26 de octubre de 1999 la administración de la Cemento Chimborazo  inició un juicio penal en contra de Teodoro Gallegos y Patricio Moncayo por estafa.

Como era de esperarse Teodoro Gallegos protestó por estas acusaciones y dijo que éstas se derivaban de la persecución de los trabajadores a su gestión. “Si el haber denunciado la corrupción en la Cemento Chimborazo nos hizo acreedores a un juicio, lo vamos a seguir afrontando con entereza”. Ha transcurrido un año y a la causa se han agregado unas 2000 páginas. El juicio, que se sigue en el Juzgado Primero de lo Penal, al parecer se aproxima a su fin, en su etapa sumarial, pues la fiscal Lourdes Pino emitió su dictamen acusando a Gallegos y Moncayo de haber violado el artículo 560 del Código Penal que habla de abuso de confianza.

El abogado de Teodoro Gallegos, solicitó la reapertura del sumario pues consideran que en este juicio debe declarar el General Telmo Sandoval, ex-presidente del Directorio de la Cemento Chimborazo. Otros dos juicios se llevan a cabo en la ciudad de Quito, en contra de Teodoro Gallegos; el uno seguido por Marco Miño en el juzgado quinto de lo civil de Pichincha y el otro instaurado por Telmo Sandoval en uno de los juzgados de lo penal. Ambos juicios se encuentran en su etapa sumarial y tienen que ver con el pago de daños y perjuicios por presuntas injurias hechas por Gallegos.

Las frases acerca de la cementera

Abraham Romero

Candidato a gerente general

“Buena parte de su equipo es completamente obsoleto”.

“No queda otro camino que buscar capital privada para salvar la Empresa”.

“Yo no me he palanqueado con nadie para ser gerente”.

“Si la persona se respeta, no puede hacer una campaña electoral, para llegar a una función que no tiene nada de político”.

Teodoro Gallegos Salem

Ex-presidente de la Empresa

“La dirigencia sindical de la Cemento Chimborazo ha malentendido su función, ellos se creen dueños de la Empresa”.

“Me parece inaudito que (el comité) esté apoyando la candidatura de Fernando Escudero”.

“No han hecho público el informe de la Superintendencia de Compañías”.

Edén Garzón

Ex-gerente financiero de la Empresa

“En el primer semestre de este año, la administración dice haber ganado 3 millones 500 mil dólares; me parece absurdo”.

“No debe haber temor de que se privatice a la Empresa”.

“Se debe abrir las puertas a la inversión privada”.

Víctor Morejón

Ex-trabajador de la Empresa

“El gerente de la Empresa gana más que los cuatro diputados juntos”.

Mario Ortiz

Secretario del Comité de Empresa

“La Empresa es competitiva, en cuanto a la calidad de su producto”.

“Cemento Chimborazo, puede tener más utilidades si el BNF administra personalmente y con el número de trabajadores necesarios”.

“El Ing. Abraham Romero es partidario de la privatización”.

“Si las gestiones fueran en Riobamba, la empresa no tuviera que hacer ninguna erogación por viáticos”.

“El plan nuestro no es exprimir y exprimir sino también dar, para que haya coherencia”.

“Estamos planteando la compra de renuncias, como se ha dado en otras instituciones”.

Arq. Fabián Trujillo

Presidente del Colegio de Arquitectos

“Se habla de que diariamente se saca al mercado de la ciudad más de cinco mil sacos, no sé a dónde vayan a parar”.

“Hemos reclamado de las autoridades un control más oportuno y continuo”.

“Los obreros deben optar por dedicarse a su propia labor, que es la producción”.

“Han existido comentarios de irregularidades y favoritismo en la comercialización de cemento”.

*Reportaje publicado en Diario La Prensa el 18 y 19 de diciembre del 2000.

PODEROSA RESISTENCIA: Cemento Chimborazo C.A. 

Varias denuncias sin que pase nada

Las denuncias de irregularidades no son nuevas en la empresa Cemento Chimborazo. El 12 de septiembre del 2003, Waldo Flor Cevallos, accionista minoritario de la Cemento Chimborazo y presidente de la Junta General de Accionistas entregó documentos "en la anterior Junta se comprometió a entregar un expediente sobre denuncias realizadas a la Administración de la Empresa, y procede a entregar a esta Junta", señala el acta de esa sesión.

Cosa parecida sucedió el 26 de marzo del 2004, la Junta General de Accionistas se reunió para conocer, entre otras cosas, varias irregularidades. En el acta se menciona que Marcelo Valencia Montero, representante del IESS al conocer el informe económico del año 2003, "se muestra preocupado por las graves irregularidades que existen en la Empresa y que se les atribuye a la administración anterior, por lo que se considera que se debe iniciar las acciones legales correspondientes"

26 de julio del 2004 el ex-gerente de la Empresa Cemento Chimborazo, Francisco Fierro, anunció medidas legales en contra de los anteriores administradores de la cementera. Fierro señaló que se han encontrado irregularidades financieras, "estaban buscando vender la Empresa a precio de huevo". El funcionario no precisó los nombres de los presuntos involucrados pero dijo que se trata de quienes encabezaron las dos últimas administraciones, "se hizo una compra de clinker en donde la empresa pierde 300 mil dólares por el descargue y transporte de ese material en Esmeraldas". Dijo además que tiene la autorización de la Junta de Accionistas para iniciar con las acciones legales para quienes compraron equipos con presunto sobreprecio. 

Gustavo García, ex-procurador jurídico de la cementera denunció que hubo irregularidades en la  compra del un separador de alta eficiencia que inicialmente estuvo presupuestado en un millón 500 mil dólares y que hasta el momento tendría un costo de 4 millones de dólares, "hay una auditoría que determina horrores en la parte técnica en la administración del Ing. Hugo Vallejos, una persona detestable para la Empresa", según García durante esa administración se habría dejado en "soletas técnicas" a la Empresa.

La Contraloría realizó una auditoría en Cemento Chimborazo, pero hasta ahora no se conoce ningún resultado final, "he pedido al contralor que se agilite la entrega del informe final", señaló Álex Alcívar, gerente general del Banco Nacional de Fomento (BNF). El director regional de contraloría, Humberto Gallegos dijo no conocer sobre el tema, "eso lo maneja una unidad que está en Quito". 

En la Cemento los viáticos son otro sueldo

El tema de los viáticos vuelve a ser noticia en la Cemento Chimborazo. En el año 1998 el ex-presidente del directorio, Teodoro Gallegos Salem era cuestionado por los trabajadores por el cobro exagerado de viáticos. En el año 2004 Héctor Ballesteros, presidente de la Empresa, quien es además presidente del Banco Nacional de Fomento (BNF) y primo político del presidente Lucio Gutiérrez cobró de la Cemento Chimborazo 3.384 dólares, sólo por viáticos. A esto hay que sumar que Ballesteros gana un sueldo mensual en la Cemento Chimborazo de 4.977,94 dólares por ejercer la presidencia de la cementera, según un rol de pagos. De lo que se conoce Ballesteros visitaba la Cemento Chimborazo tres días a la semana. Sin embargo, el alto funcionario no sólo percibe dinero de la Cemento Chimborazo. Como delegado directo del presidente Gutiérrez ante el BNF, ejerció las funciones de presidente del directorio de esa entidad, por ello ganaba dietas y viáticos. El 10 de febrero del 2005 el secretario general del BNF, René Jarrín,  solicitó mediante oficio Nro. SG-2005-062 al gerente de finanzas de la entidad, Galo Soria, la reliquidación del año 2004 de las dietas del ex-presidente del directorio. Para cobrar esta reliquidación que ascendió a la suma de 18.816 dólares, Héctor Ballesteros, presentó la factura Nro. 0344. Al siguiente día los valores fueron depositados en la cuenta Nro. 0010183175 sin detallar de qué banco.

El mismo 10 de febrero Ballesteros extendió otra factura la Nro. 0343 en donde se descubre que el primo político del presidente ganaba 2.500 dólares por gastos de representación y 2.500 dólares por gastos de residencia, es decir, un total de 5 mil dólares mensuales. Sumado a la cifra que ganaba en Cemento Chimborazo Ballesteros pudo haber tenido unos ingresos superiores a los 10 mil dólares mensuales, es decir, ganaría más que Gutiérrez, quien lo puso en ese cargo. 

En el BNF, en el año 2004, los miembros del directorio ganaron un total de 60 mil dólares por "gastos de representación" y "gastos de residencia" según consta en las partidas presupuestarias 4.15.06.06.000 y 4.15.06.09.000. En la Cemento Chimborazo los viáticos también son pagados a funcionarios y trabajadores. En el año 2004, Gustavo García, ex-procurador judicial de la empresa salió 56 veces a ciudades como Quito, Guayaquil y Ambato percibiendo un total de viáticos de 8 mil 593 dólares con 75 centavos. Es decir, que en promedio percibía 716 dólares mensuales sólo por viáticos. 

Sumado a esto la Empresa paga viáticos a los dirigentes sindicales. Según la cláusula 33 del Contrato Colectivo, que norma ese beneficio, "el empleador (Cemento Chimborazo) se compromete a pagar los viáticos y/o subsistencias necesarias para estos fines (los sindicales), de acuerdo a la tabla de gastos de estadía y movilización".  A renglón seguido se señala que la Empresa proveerá un vehículo a tiempo completo al Comité de Empresa, "así como el combustible necesario para la movilización". 

Finalmente en la Junta General de Accionistas de la Cemento Chimborazo del 26 de marzo del 2004, se resolvió incrementar en un 100% las dietas que perciben los miembros del directorio por cada reunión, los gastos de representación del presidente del directorio, Héctor Ballesteros y sus honorarios. Carlos Julio Orozco, representante de la Corporación Financiera Nacional, fue el único que votó en contra de ese incremento. 

En el BNF y la Cemento se cruzan los puestos.

Carlos Díaz Merino, actual gerente técnico de la Cemento Chimborazo, no es un personaje nuevo en la empresa. El  23 de octubre de 1997 suscribió dos actas de finiquito por renuncia voluntaria que sumaron un total de 57 millones 320 mil 863 sucres, pese a ello fue nuevamente requerido por Francisco Fierro, ex-gerente de la cementera en el año 2003 por lo que nuevamente se posesionó como gerente técnico.

Según fuentes de la Cemento Chimborazo, Carlos Díaz, quien también ejerció la gerencia general, puso en el puesto de asesor jurídico a Gustavo García, que a su vez se volvió la mano derecha de Francisco Fierro. García defendió a Fierro de los ataques del diputado Rodrigo García, quien cuestionó el manejo de la cementera.
 Según su propia versión Gustavo García es ahora asesor jurídico en el Banco Nacional de Fomento. Además logró que su esposa,  Ximena Díaz de García, ingresara con nombramiento como asesora de la regional del BNF en Riobamba. Pero los nexos familiares no quedan ahí. Según la documentación existente, Galo Vásquez Garzón, director de la empresa, también colocó a uno de sus hijos en la Cemento Chimborazo. Galo Vásquez Bosques ingresó a la Cemento Chimborazo con un sueldo de 300 dólares mensuales, sin embargo en su liquidación consta un rubro de 513.87 dólares. Vásquez ingresó en agosto del 2003 mediante la tercerizadora Eficientservi S.A. y su contrato duró un año.  Mediante el memorándum Nro. 045A-GAF-04 del 30 de julio del 2004, la gerente administrativa de la Cemento Chimborazo, Paola Ortiz, solicitó un contrato de trabajo para Vázquez. En septiembre Ortiz solicitó un bono de 400 dólares para el empleado "por el trabajo realizado". En el documento la Jefa de Personal, Lili Martínez, observaba que "generalmente los bonos no deben superar el valor convenido". 

Ballesteros: el paro lo provoca el contrato colectivo

Según Héctor Ballesteros el pedido de su salida por parte de los trabajadores de la Cemento Chimborazo y el cierre de carreteras son provocadas por las aspiraciones salariales de los trabajadores, "quieren un incremento del 25% en el nuevo contrato colectivo". Luis Quinchuela, secretario general del Comité de Empresa lo niega. 

Hoy la administración de la Cemento Chimborazo reconoce que tienen 134 trabajadores, quienes reciben los sueldos estipulados por la ley, subsidios de antigüedad, bono escalafonario, y cuatro gratificaciones al año: el 21 de abril por las fiestas de Riobamba, 1 de mayo, 10 de agosto, 15 de noviembre por el Día del trabajador cementero y una liquidación adicional de vacaciones. Además en la cláusula 54 se establece que Cemento Chimborazo seguirá pagando el impuesto a la renta de cada uno de los trabajadores, "como lo viene haciendo en la actualidad".
 La Primera revisión del décimo octavo contrato colectivo firmado el 15 de febrero del año 2003 también garantiza una estabilidad de cuatro años a cada uno de los trabajadores. Este contrato colectivo caducó el 15 de febrero de este año por lo que la clase sindical se apresta a negociar uno nuevo con los administradores. En la cláusula 17 los trabajadores también se protegen del vaivén económico pues preveen un cambio de moneda en el país y una devaluación monetaria, "si éstas llegase a producirse, las partes tratarán de llegar a un acuerdo en un plazo no mayor a tres meses a partir de la fecha de vigencia de la nueva moneda".

Pero como en otros contratos del sector público en Cemento Chimborazo los puestos se heredan. Según la cláusula 20 "de existir una vacante se dará preferencia a los hijos de los trabajadores, siempre y cuando reúnan los requisitos para cubrir dicha vacante, previo concurso de merecimientos".

Según la ley los turnos nocturnos son pagados con el 25% adicional, sin embargo en esta Empresa se reconoce el 80%. En la cláusula 33 se establecen las especiales condiciones de los dirigentes de los trabajadores: permisos con el 100% de sus sueldos y salarios y por el tiempo que fuere necesario, viáticos y subsistencias para los sindicalistas y un vehículo a tiempo completo para el Comité de Empresa.  

Otras cláusulas

Cláusula 55.- Establece que Cemento Chimborazo contratará pólizas de seguro privadas con una cobertura de 24 horas al día. 

Cláusula 56.- En cada una de las gratificaciones (21 de abril, 1 de mayo, 10 de agosto y 15 de noviembre el trabajador recibirá otro sueldo).

Cláusula 58.- Cemento Chimborazo podrá realizar préstamos a sus trabajadores hasta por 6 sueldos, con un plazo de 30 meses y sin intereses. 

Cláusula 59.- Becas estudiantiles a los hijos de los trabajadores que tengan en promedio 17.51.

Cláusula 62.- Cemento Chimborazo entregará 35 mil dólares para el agasajo navideño de los trabajadores. 

Cláusula 65.- Habrá paseos anuales de los trabajadores a Atacames en donde Cemento Chimborazo posee cabañas. 

Un viaje sin justificativos por orden del directorio

En el año 2003 el ex-gerente de Cemento Chimborazo, Francisco Fierro, quien es además presidente de Sociedad Patriótica (SP) en Chimborazo admitió haber realizado un viaje a China conjuntamente con el diputado Gilmar Gutiérrez por invitación del Partido Popular Chino, "fue una invitación política, pero aproveché del viaje para gestionar la compra de clinker". El viaje, según su versión, fue financiado por el gobierno chino. De lo que se conoce nunca se concretó una negociación con ese país.

El 18 de mayo del 2004 el directorio de la Cemento Chimborazo, autorizó el viaje de Héctor Ballesteros y Carlos Díaz, gerente técnico de la empresa a la ciudad de Berlín en Alemania para visitar al Refra Koloquiun 2004. El periplo duraría desde el 30 de mayo al 13 de junio del 2004 y la empresa pagaría viáticos y subsistencias. No obstante el viaje de Ballesteros y su acompañante se extendió a otras ciudades de Europa. Así lo atestigua un memorándum interno del 18 de junio del 2004 en donde Ballesteros solicita al mismo Carlos Díaz, el pago de una factura por pasajes aéreos que los llevaron a Hannover-Zurich-Grass y Berlín, "para atender asuntos relacionados con el mejoramiento de la producción". En total por este viaje Cemento Chimborazo canceló  7.007,92 dólares en pasajes, viáticos y subsistencias. 

El 12 de julio del 2004 el directorio de la Cemento Chimborazo autorizó el cobro de viáticos por parte de Carlos Díaz, "sin que los referidos viáticos sean sujetos de liquidación o justificación". 

ENTREVISTA. 

Héctor Ballesteros, presidente de directorio del Banco Nacional de Fomento.

Héctor Ballesteros tiene 62 años de edad, es médico veterinario, casado con Martha Hurtado Borbúa, prima del presidente Lucio Gutiérrez. En una entrevista con Diario Hoy justificaba haber accedido al puesto por ser pariente de Gutiérrez, "es fácil decir que no pondrá a los familiares cuando se está fuera". En esta entrevista dice que no cobra dos sueldos, aunque en algunas respuestas se contradice.

Los trabajadores del BNF  piden su salida con un paro en Guayaquil. ¿Cuál es su respuesta?

Si por haber realizado acciones para mejorarle al BNF, ponerle en el sitial en el que se encuentra ahora como una de las mejores entidades financieras del país tengo que irme del Banco, me iré con todo gusto… Parece que trabajamos. 

¿Los trabajadores de Cemento Chimborazo también piden su salida?

Es igual. Cuando trabajamos en función de mejorar y hacer trabajar a las personas no les caemos bien. En la Cemento Chimborazo cuando llegamos hace un año y medio producía 400 toneladas al día, hoy produce 700 toneladas/ día. Cuando la política interviene y creen que debemos salir las personas, yo prefiero que se vayan las personas y sobrevivan las entidades. 

¿Se dice que usted cobraría dos sueldos en el BNF y Cemento Chimborazo?

Eso es una falacia. Es una mentira. Si sería así no cree que me hubieran denunciado hace dos años que trabajo en el BNF y en la Cemento Chimborazo. 

¿Ha conversado con el presidente de la República sobre estos temas?

Lo sabe el presidente, si yo lo represento a él no va a estar al tanto. El presidente me ha dado su respaldo. De lo que yo conozco lo único que querían los señores es más dinero tanto del  BNF como de la Cemento Chimborazo, a pesar de que en la Cemento el promedio de sueldos de un obrero está en 2.500 dólares mensuales y estos señores están pidiendo que se incremente 25% más en el Contrato Colectivo, o sea que ellos quieren llegar a más de 3 mil dólares mensuales, no sé si es que todos los trabajadores del país tengan ese tipo de salarios. 

¿Usted ganaría 4900 dólares en la Cemento Chimborazo?

Ahí si tengo un sueldo en la Cemento Chimborazo de 4 mil dólares mensuales. Y usted me va ha decir por qué gano eso, porque estoy dirigiendo una empresa y le hecho producir. Creo que cualquier directivo tiene derecho a ganar bien porque ningún directivo va a ganar menos que los empleados, sino yo le preguntaría cuánto gana el gerente de su diario. Se merece él ese sueldo y usted se merece el sueldo de acuerdo a la labor que realiza.

¿Usted habría cobrado 18 mil 800 dólares por una reliquidación en el BNF?

Lo que he cobrado son 16 mil dólares, pero son sueldos atrasados del 2004 y ahí están y me gustaría que ustedes le pidan la papeleta. Cobre esto porque recién me aprobaron el presupuesto del BNF. Cuando hay mentes perturbadas que quieren hacer escándalo por una de esas cosas para buscar protagonismo politiquero es una pena para la institución. 

¿En el año 2004 el directorio de Cemento Chimborazo aprobó un viaje de usted y Carlos Díaz a Alemania, sin embargo ustedes también fueron a Suiza?

Y qué cree que nos fuimos a pasear. Fuimos a buscar cómo mejorar la planta y fuimos invitados una parte del viaje por la empresa... una empresa alemana y el resto hemos cobrado unos pocos días de viáticos para realizar los trabajos de mejoramiento de la planta y eso casi no le ha costado nada a la empresa. Había que mejorar una torre para que no desaparezca una planta que es del Estado y que siempre ha sido mal manejado. 

¿Holcim le dejaría de vender clinker a la Cemento Chimborazo?

Nosotros no compramos clinker desde hace seis meses. 

¿Cuánto haría falta para modernizar la Cemento?

Para modernizarla totalmente yo creo que se necesitaría unos 30 millones de dólares.

¿Cree usted que hay la capacidad de garantía para obtener dinero?

Nosotros no vamos ha llegar a una modernización total, pero si en forma paulatina. Le comento que tenemos ofertas de empresas alemanas, inglesas para invertir, pero con esto que esta sucediendo creo que hemos perdido esa oportunidad para que no desaparezca una empresa del Estado. 

¿Ratifica que el presidente le ha dicho que se mantenga en el cargo?

Sí señor. 

Reportaje publicado en Diario La Prensa el 3 de marzo del  2005

CONSEJO PROVINCIAL: Un raro manejo de fondos públicos

La Red

El 22 de enero del 2003 el Contralor General del Estado (e) Genaro Peña, aprobó un informe en donde consta la auditoría financiera realizada al Consejo Provincial desde el 1 de octubre de 1997 al 30 de agosto del 2000. El documento recogía muchas observaciones, todas graves, tanto así que hasta el momento se han iniciado cinco instrucciones fiscales en contra de funcionarios de la Cámara Provincial, incluido el prefecto Alfonso Burbano. 

Uno de los casos es la adquisición de repuestos al almacén denominado “Centro de Repuestos”, que develaría la existencia de una red de corrupción al interior del Consejo Provincial. Entre las irregularidades encontradas por la Contraloría está el uso de proformas falsas, presunto delito que se completó con el hecho de que los repuestos comprados nunca ingresaban a las bodegas del Consejo Provincial.

Cosa insólita: un formulario de pro forma, posiblemente robado, perteneciente a la empresa Ecuafiltros y con el número 2413 fue utilizada en cuatro ocasiones para un número igual de adquisiciones. Carlos Gavilanes, gerente de esa empresa confirmó que el documento nunca fue emitido por la empresa y que quien firmaba las proformas, José Sánchez, tampoco trabajó en Ecuafiltros. En todos esos casos la empresa beneficiada y “ganadora” del contrato era “Centro de Repuestos”, representada por Fanny Mucarsel.

Aquí se detecta una nueva irregularidad. Se presume que los repuestos nunca llegaron, al menos así lo afirman los trabajadores Wilson Oñate, Guillermo Barba y Gonzalo Vimos, quienes al ser notificados de esa irregularidad dijeron “no hemos solicitado repuesto alguno, ni se nos han entregado tales bienes”. Los trabajadores iniciaron acciones legales por abuso de confianza y robo de repuestos “pues se hace aparecer como que a nosotros se nos ha entregado repuestos que no los utilizamos en nuestras actividades”. 

Lo que dice la Ley

Código Penal

Art. Innumerado

La misma pena señalada en los artículos anteriores (1 a 5 años de prisión y multa de diez mil a cincuenta mil sucres) se impondrá a las personas elegidas por votación popular, a los representantes o delegados y a los funcionarios, empleados o servidores públicos que aprovechándose de la representación popular o del cargo que ejercen se favorezcan o hayan favorecido a personas naturales o jurídicas para que, en contra de expresas disposiciones legales o reglamentarias, les hubiesen concedido contratos o permitido la realización de negocios con el Estado o cualquier otro organismo del sector público.

Quedan comprendidos en la misma disposición anterior y sujetos a igual pena los directores, vocales o miembros de los organismos administradores del estado o del sector público en general, que, con su voto, hubiesen cooperado a la comisión del delito al que se refiere el inciso precedente. 

Los negocios de dos funcionarios públicos

Alfonso Burbano y Armando Becerra Totoy, prefecto de Chimborazo y alcalde de Guano, respectivamente tienen varias coincidencias. Los dos tenían afinidades políticas, vivían en la misma ciudad, firmaban contratos entre ellos y finalmente ambos están enjuiciados.

Cuando el Consejo Provincial requirió de adoquines, una de las empresas calificadas para ello fue Prefabricados Las Abras de propiedad de Armando Becerra, en ese entonces alcalde de Guano. Fueron en total 87 millones 280 mil sucres en adoquines.

Por Ley Armando Becerra estaba impedido de realizar cualquier transacción pública y por ello recurrió a una medida legal el arrendamiento de su fábrica a Edgar Estrada. Sin embargo, al momento de contratar con el Consejo Provincial, Becerra Totoy prefirió él mismo firmar en los contratos. Así lo hizo al menos el 4 de mayo de 1998 y el 2 de septiembre de 1999. Armando Becerra también aparece cobrando cheques del Consejo Provincial el 3 y 7 de septiembre de 1999.

Pero posiblemente luego los involucrados se dieron cuenta del error y prefirieron elaborar contratos sin una persona natural y anotando únicamente como contratista al “representante de Prefabricados Las Abras”. Los cheques también fueron girados a nombre de la empresa. Otro elemento irregular es que esta fábrica de adoquines no aparece como tal en ninguna institución del Estado. En efecto Las Abras jamás pagó impuestos pues no estaba registrada en el Servicio de Rentas Internas, ni en la Superintendencia de Compañías. 

Becerra Totoy fue alcalde de Guano desde el 10 de agosto de 1996 hasta el 9 de agosto del año 2000 y viene enfrentando otro juicio por enriquecimiento ilícito por haber contratado con su misma fábrica siendo alcalde de Guano. 

Lo que dice la Ley

Ley de Contratación Pública

Art. 55.- INHABILIDADES GENERALES.- No podrá celebrar contratos con el Estado o con entidades del sector público: 

A) El Presidente, el vicepresidente de la República, los ministros del Estado, los legisladores, los presidentes o representantes legales de entidades del sector público con ámbito de acción nacional, los prefectos y alcaldes. 

Un “Papa Noel” llamado Consejo Provincial

El prefecto Alfonso Burbano señaló siempre su predisposición de escuchar al pueblo y de hablarles con el “lenguaje de las obras”. Así los miércoles recibía las peticiones de asociaciones, gremios, barrios, entidades privadas e indígenas. La cola de personas con solicitudes era larga y había que atenderlos. Al final y según el informe de Contraloría, estas peticiones eran atendidas, aunque algunas de ellas estaban fuera del área de acción del Consejo Provincial. Fueron construidos centros de capacitación, graderíos de un circuito automovilístico, capillas ardientes, cerramientos para sedes privadas; y entregados mobiliarios, equipos, aportes para seminarios de entidades privadas, etc. Todo esto fue observado por la Contraloría General del Estado. En el período auditado, en algunas obras analizadas, las inversiones ilegales sumaron 448 millones 247 mil sucres. 

En la reforma presupuestaria presentada en mayo de este año el Prefecto Provincial volvió a incluir esta clase de entregas haciendo caso omiso a las observaciones de la Contraloría General del Estado. Pero el Consejo Provincial sirvió como central telefónica. Entre octubre de 1997 y abril del 2000, en un muestreo de 24 llamadas a celulares se registró un gasto total de 61 millones 582 mil sucres. Nunca se dio un detalle de las llamadas y si éstas se referían a asuntos oficiales. Así el dinero de los contribuyentes se desvaneció en conversaciones, posiblemente, personales. 

Finalmente los trabajadores y empleados del Consejo Provincial  fueron beneficiados de pagos excesivos en sus remuneraciones. La Contraloría estableció que el sistema financiero de la Cámara Provincial no calculó bien los porcentajes y pago excesivamente en rubros como: compensación por el incremento del costo de vida y decimosexto sueldo. 

Lo que dice la Ley

Constitución de la República 
Art. 233

Inciso tercero

“El Consejo Provincial representará a la provincia y, además a las atribuciones previstas en la ley, promoverá y ejecutará obras de alcance provincial en vialidad, medio ambiente, riego y manejo de las cuencas hidrográficas de su jurisdicción. EJECUTARÁ OBRAS EXCLUSIVAMENTE EN ÁREAS RURALES”. 

Ley de Régimen Provincial

ARTÍCULO 29.- Son atribuciones y deberes del Consejo Provincial: 

n) Crear escuelas de trabajo, asilos para indigentes, escuelas para ciegos, centros de educación para adultos, centros de artesanos, en cuanto disponga de medios económicos suficientes, en asocio con el Ministerio de Salud Pública o en otras instituciones.

f) Construir locales escolares. 

La acusación particular es inevitable

Ningún funcionario público está exento de sus responsabilidades. Así lo dice la Ley y éste podría ser el principal argumento y este podría ser el principal argumento para que el Consejo Provincial presente acusación particular en los cinco procesos judiciales que se llevan adelante en los tribunales de justicia por estos casos.
 Según Vinicio Escobar, representante de la Procuraduría General del Estado, el Código de Procedimiento Penal señala con claridad que las autoridades del sector público no pueden renunciar al derecho de presentar la acusación particular, “por lo tanto están obligados a no renunciar a ese derecho. Nosotros estaremos vigilantes”. 

La Cámara provincial tendría noventa días para efectivizar esta acusación particular, a partir de la notificación del inicio de la instrucción fiscal. En el caso del Consejo Provincial eso sucedía hace quince días. 

Escobar señaló además que la Procuraduría interviene en estos casos debido a que la Ley le permite “supervisar el curso de los juicios y reclamos que involucren a las entidades del sector público que tengan personería jurídica... en defensa del patrimonio nacional y del interés público”. 

Lo que dice la Ley

Código de Procedimiento Penal

La acusación particular

Art. 52.- Ejercicio.-... Podrán también proponer acusación particular los representantes de los órganos de control distintos del Ministerio Público, a quienes la ley faculta para intervenir como parte de los procesos penales que interesen a los fines de la institución que representan. La persona jurídica ofendida podrá acusar por medio de su representante legal, quien podrá actuar por si mismo o mediante procurador judicial. 

Art. 63.- Renuncia.-... No pueden renunciar a ese derecho... los representantes de las instituciones del sector público. 

La dieta de los consejeros

Todas las semanas el pleno del consejo provincial sesionaba para tratar asuntos de la provincia. Antes o después, según se desprende del Informe de Contraloría, estas sesiones se convertían en verdaderos festines. La dieta incluía platos como pollos brosterizados, lomos a la plancha, ceviches, empanadas chilenas, arroz con camarón, camarones apanados, arroz marinero, sánduches de jamón, fritada, tropipollos, ceviches mixtos, entre otros platillos. Todo esto fue desembolsado de caja chica y el monto es millonario en sucres. 

Más presuntas irregularidades

· Llamadas a celulares por más de 100 millones de sucres. No se especifica si son oficiales o personales. 

· Contratos de adquisición en Compusystem, por más de 640 millones de sucres. La cónyuge del propietario de esta empresa es Aída Peralta, guardalmacén del consejo provincial. 

· Pago excesivo de dietas a los consejeros provinciales en más de 125 millones de sucres.

· Desaparición de varias cajas de dinamita.

· El pago de la reparación de un tractor  a Nelson Páez quien se registra como un tapicero automotriz. Según el contrato esta tarea se supone que fue realizada en los talleres de la Escuela Politécnica Nacional. 

· La compra de equipos de radiocomunicación sin que se haya tenido una frecuencia. Los equipos fueron incautados por miembros del Ejército.

· La compra de repuestos que no encaja con las máquinas de la entidad o que no eran utilizados. 

ENTREVISTA. Marco Piedra, abogado defensor de Burbano

“Si se pierden repuestos es responsabilidad del bodeguero”

¿El informe de contraloría permitió abrir la instrucción fiscal?

El informe en ningún momento acusa al Ing. Burbano de nada. El informe lo que dice es que inicie una indagación previa, pero en lugar de eso la fiscalía lo que hace es enviar una instrucción fiscal y los imputa directamente y pide orden de prisión. Aquí lo que se debió haber hecho es una indagación previa. 

¿No fue ya una indagación el informe de Contraloría?

La contraloría lo que hace es informar lo que encuentra. Si el informe de contraloría fuera definitivo para qué juzgar. La contraloría presenta una denuncia que está enfocada a que se haga una indagación previa y no una instrucción fiscal. Hay presión política. 

¿Contra el fiscal?

Presión política a la fiscalía y a la presidencia de la corte. Mientras la pezuña de la política intervenga en la Función Judicial nadie tendrá seguridad jurídica, cualquier persona puede ir a prisión. 

¿Ustedes han pedido revocatoria de la orden de prisión?

Nosotros estamos solicitando la revocatoria de la orden de prisión. En el un caso (adoquines) se dio la fianza, en el otro caso es idéntico. Lo que corresponde es la revocatoria de la orden de prisión. En el caso de los repuestos el prefecto no los compró. Hay un departamento de Adquisiciones, eso para por una serie de departamentos y las adquisiciones se realizan de acuerdo a la oferta que se remitan. 

¿Las licencias que se le han dado son legales?

El prefecto tiene el derecho a que se le conceda las licencias que la Ley establece. Está defendiéndose de una injusticia. En el caso de los repuestos él no los compra. Al Ing. Burbano, llega a su despacho el cheque para que firme el pago de los repuestos contra-entrega. El repuesto debió haber entrado al consejo para que se pague y estar todos los formularios en regla. 

¿Pero tampoco los repuestos nunca ingresaron?

Los repuestos están ingresados en bodega. La casa comercial para cobrar el valor tiene que presentar en el departamento financiero el acta de entrega-recepción de la mercadería. Si en la bodega se pierde la mercadería desaparece o hacen lo que quieren, ya es cuestión de responsabilidad del bodeguero, eso ya no es responsabilidad del prefecto. 

Análisis

La responsabilidad de los consejeros

La problemática del consejo provincial se la podría dividir en dos partes. Una cosa son las acusaciones en contra del prefecto, Alfonso Burbano, y otra las inversiones que desde allí se generan a favor de la provincia. En el primer caso, Burbano deberá comprobar su inocencia o los fiscales su culpabilidad. Aquí no cabe aquella frase tan utilizada de que “la justicia está politizada” pues de por medio hay un informe de Contraloría que indica graves presunciones de responsabilidad. El prefecto durante el proceso de auditoría y la lectura del borrador del informe pudo haber descargado responsabilidades ¿por qué no lo hizo?

En el caso de las obras, la situación es diferente. No es posible que el Consejo Provincial siga invirtiendo en obras pequeñas o hasta cierto punto clientelares; sillas, computadoras, juegos infantiles y canchas no son obras prioritarias. El escaso presupuesto de las entidades del sector público debe ser gastado en proyectos que generen trabajo y prosperidad, no en dádivas.

Los consejeros deben velar para que esos grandes proyectos se cumplan y para que las presuntas irregularidades cesen, esa es su función, para eso están en el Consejo Provincial para ejercer una acción fiscalizadora. Pero el problema no es solo de los funcionarios del Estado, lo es también de nosotros que nos conformamos con pequeñas cosas. Posiblemente por eso se dio la reelección del Prefecto Burbano; bien dicen que los pueblos se merecen los gobiernos que tienen. Es necesario pensar en el futuro y empezar a invertir en obras significativas en vialidad, riego y fomento de la agroindustria. 

Que lo que vive ahora el Consejo Provincial y su prefecto sirva para generar correctivos y no crear una imagen de que “aquí no pasa nada”, pues sí pasa y mucho. Los consejeros tienen la palabra. 

SEGUNDA PARTE

Un distributivo sin objetivos

El 6 de mayo del 2003 el prefecto Alfonso Burbano remitió al gobernador, Froilán Ricaurte, la primera reforma presupuestaria de este año. En ella se estimaba una elevación de 8 millones 618 mil dólares, fruto de la asignación que realiza el gobierno al Consejo Provincial por diferentes leyes, ¿Cómo se distribuyeron esos recursos?

La reforma establece, en primer lugar, incremento en las remuneraciones de trabajadores y empleados, “por servicios prestados en programas y proyectos de formación de obra pública” (¿?). Para ello se incrementa las partidas presupuestarias relacionadas con esos rubros.

Del presupuesto total del consejo provincial estimado en 16 millones 366 mil dólares se dedican dos millones 108 mil dólares para gasto corriente, es decir, el 12.08%. Esto es gastos en el personal, pago de servicios, muebles, vehículos, etc. Ya en la distribución de los recursos la reforma plantea tres programas: educación y cultura, transporte y comunicaciones y servicios sociales. Otro capítulo está destinado a la conclusión de obras pendientes de años anteriores. 

En cada uno de estos programas el gobernador Ricaurte realizó algunas observaciones. Por ejemplo en el programa educación y cultura se plantea la entrega de sillas plástica, equipos de cómputo, escritorios y la terminación del área de quirófano del patronato de amparo social del consejo provincial de Chimborazo por 14.500 dólares. Aquí caben dos preguntas ¿son obras educativas de trascendencia la entrega de sillas plásticas? Y ¿la Ley le faculta  realizar estas inversiones? Otro elemento es que el distributivo establece costos diferentes para lo mismo. Por ejemplo, un equipo de cómputo para la Universidad de Bolívar y otro para el jardín de infantes La Libertad de 880 dólares. 

Forestación ¿Una excusa para gastar?

El consejo provincial pretendía gastar 328 mil dólares en forestación sólo en lo que tiene que ver a la “formación y adquisición de plantaciones de años anteriores”. Sin embargo, los beneficiarios son tan difusos y generales que no se alcanza a entender que éste sea un documento técnico. “Obras” como la recuperación de bosques andinos se remiten en catorce ocasiones sin detallar ubicaciones o beneficiario; “forestación y reforestación”, se repite once veces sin detallar nada. La Brigada Galápagos institución que trabaja en forestación aparece con un rubro de 50 mil dólares y a pesar de tener un convenio con esa institución militar, el consejo provincial establece que realizará compras de plantas nativas y exóticas. Finalmente para ilustrar toda esta situación a un rubro denominado “forestación y reforestación”, sin detalles se le asigna la cantidad de 24 mil 585 dólares y a “plantaciones” (nuevamente sin detalles) 28 mil dólares.

Un millón de dólares en el aire

En lo que respecta a turismo, el consejo prioriza obra como un estudio de marketing turístico por 3.500 dólares, la publicación “Chimborazo Gigante” por 10 mil dólares, un aporte a la Asociación Canina de Chimborazo por 2 mil dólares y la actualización de inventario turístico de la provincia por 15 mil dólares.
 Llama la atención que también se incluyan los estudios para la nueva red de ferrocarril en Riobamba por 20 mil dólares, cuando sus instalaciones fueron entregadas por fideicomiso a la Cámara de Comercio.

En lo que respecta a vías, el distributivo establece obras de mejoramiento, pero al final anota “varias obras por administración directa” por 821 mil 759 dólares y “varias obras por contrato” por 245 mil 491 dólares. Es decir, el Consejo en este documento técnico no establece que en que se gastaría más de un millón de dólares, dejando entrever la falta de planificación. 

El gasto sin plan

Pero el distributivo que el consejo provincial presentó al gobernador Froilán Ricaurte también tiene otras imprecisiones. En el rubro que tiene el objetivo de concluir varias obras en años anteriores se puede leer varios ítems como, nuevamente, la entrega de computadoras, de ovinos (borregos) a una asociación en Guamote. Nuevamente aparece como beneficiario la Asociación de Empleados del consejo provincial con 5 mil dólares y una donación a la Universidad Nacional de Loja por 4 mil dólares al proveerles una data show y una computadora. 

La lista es larga y contempla pequeñas obras y entregas a asociaciones, cooperativas de taxis, gremios artesanales, colegios profesionales, comunidades, escuelas, la ESPOCH (organismo que tiene presupuesto propio) y nuevamente el Riobamba Radio Club. La pregunta es ¿qué consideraciones se hicieron a la hora de hacer este distributivo?
 De acuerdo al documento remitido por el Consejo Provincial no se establece prioridades, ni planes. No hay proyectos de gran envergadura. Con esto el presupuesto se diluía en pequeños gastos. ¿Qué hay del Plan de Desarrollo Provincial?

El dinero público en entidades privadas 

En el programa servicios sociales se observan varias obras como la construcción del alcantarillado pluvial en la Cooperativa Caminos del Sol por 17 mil dólares, baterías sanitarias en la ESPOCH por 7 mil dólares y alcantarillado de la Fundación Lo Nuestro por 15 mil dólares, en esta última no se establece qué tipo de programa de vivienda es. 
Cabe recordar que según la constitución el consejo provincial está impedido de realizar obras en zonas urbanas. Más adelante se anota las “obras de interés comunitario”, donde se incluye las donaciones del consejo a las asociaciones y barrios. Aquí se incluye construcciones de centros de capacitación, el adoquinado de la cooperativa de vivienda de los trabajadores del consejo provincial, la construcción de la cancha deportiva y centro de capacitación de Radio Club Riobamba, (entidad privada sin fines de lucro), la “terminación y adquisición de butacas  a favor de la UNECH por 20 mil dólares. 

Los gremios periodísticos también fueron beneficiados

En su reforma presupuestaria dos gremios que tienen que ver con los medios de comunicación fueron beneficiados. La asociación ecuatoriana de radiodifusión, AER por 31 mil 400 dólares y la Unión Nacional de Periodistas con 43 mil 613 dólares. UNP tiene otro rubro en la partida “obras de interés comunitarios” por 20 mil dólares, recibiendo un total de 63 mil 500 dólares. Esta institución gremial es dirigida por Diego Moncayo, director de capacitación del Consejo Provincial. 

UNP 
Terminación y adquisición de butacas
20.000

UNP
Cancha de uso múltiple


3.000

UNP
Terminación centro de capacitación 

38.000

UNP 
Mobiliario centro de capacitación

2.500

UNP 
Implementación aula de capacitación
113.08

El mayor salario de la provincia

El prefecto provincial Alfonso Burbano, ganaba uno de los mayores salarios de la provincia. Según la reforma presentada por él mismo, su básico era de 1.800 dólares es decir, que cómodamente percibía una remuneración de 7.200 dólares mensuales. La cifra coincide con la proporcionada por el diputado Rodrigo García en entrevista con este Diario, donde anotó que Burbano ganaba 8.000 dólares.

Luego de este sueldo, los de mayor importancia son del procurador síndico y los directores de capacitación y difusión, administrativo y de planificación. Los cuatro, según la reforma, tendrían un básico de 395, 78 dólares. Según los cálculos, estos directores ganarían la suma de 1.580 dólares mensuales. 

¿Hacía dónde va la provincia?

El Consejo Provincial es una institución eje en el desarrollo de Chimborazo. Como hemos visto gran parte del presupuesto se pretende gastarlo en rubros que no están aún muy claros y en donaciones a asociaciones e instituciones gremiales, cosa que está en contra de la Ley. Con estas políticas de gasto nos preguntamos ¿Hacía dónde va el desarrollo de Chimborazo? 

Con esfuerzo, se logró elaborar un plan provincial de desarrollo, pero este al igual que otros documentos parece estar destinado al archivo. Los consejeros, representantes de la sociedad chimboracense en el consejo deben tener conciencia de su obligación al defender los dineros del Estado. Existe la imperiosa necesidad de cambiar la política de gastos al interior de la cámara provincial. Ellos no pueden evadir su responsabilidad y tratar solamente esta crisis en el plano político. Cada consejero deberá defender sus acciones u omisiones en un momento dado, pero más allá de eso deben meditar que en sus manos está el destino de una provincia. El reorientar el gasto público ahora, en proyectos grandes, es verdaderamente servir a un pueblo. Abramos una página positiva en ese sentido. 

Lo que dice la Ley

Código Penal

Art. 257.- Serán reprimidos con reclusión mayor ordinaria de cuatro a ochos años, los servidores de los organismos y entidades del sector público y toda persona encargada de un servicio público, que hubiere abusado de dinero públicos o privados, de efectos que los represente, piezas, títulos, documentos o efectos mobiliarios que estuvieren en su poder en virtud o razón de cargo; ya consista en abuso en desfalco, malversación, disposición arbitraria o cualquier otra forma semejante. La pena será de ocho a doce años si la infracción se refiere a fondos destinados a la defensa nacional. 

Reportaje publicado en Diario La Prensa el 2 y 3 de julio del 2003

Xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx

*CONSEJO PROVINCIAL: Un manejo económico cuestionado por la Contraloría

Martínez y Burbano los prefectos mejor pagados de la historia de Chimborazo.

Un sueldo superior al del Presidente de la República
Ángel Martínez (PPT) y Alfonso Burbano son los prefectos mejor pagados en la historia de Chimborazo. De acuerdo a una comunicación parcial de resultados emitida por la  Contraloría General del Estado el 16 de julio del 2004, institución que realizó una auditoría financiera en el período comprendido entre el 1 de septiembre del 2000 al 31 de diciembre del 2003,  estos dos personajes ganaron 7.890,40 dólares mensuales una cifra superior al que gana el Presidente Lucio Gutiérrez Borbúa, cuyo sueldo alcanza a 6.400 dólares. 

El Consejo Nacional de Remuneraciones del Sector Público mediante Resolución Nro. 164 señala en su artículo 5 que "ningún funcionario, empleado u obrero del sector público, podrá percibir una remuneración superior a los límites que esta resolución  señala para el Presidente de la República". Esta Resolución del CONAREM, que fue emitida el 18 de marzo del 2003, fue irrespetada por el prefecto y los consejeros en sesión del 5 de mayo del 2003 cuando resolvieron fijar el sueldo del Prefecto en 1.800 dólares, gastos de representación 1.500 dólares y gastos de residencia a 1.500 dólares con el carácter de retroactivo a partir del primero de enero del 2003. 

La Contraloría determinó que el incremento del sueldo básico del prefecto afectó directamente a los gastos de Responsabilidad y Antigüedad, que también tuvieron su incremento por lo que el sueldo del Prefecto se incrementó de 5.540,65 a 7.890,40 dólares. Como anteriormente se anotó este suelo fue aprobado en mayo del 2003, pero tuvo el carácter de retroactivo desde enero del 2003. Según la Contraloría la inobservancia de la resolución del CONAREM  ha ocasionado que la remuneración del Prefecto sea mayor a la del presidente Lucio Gutiérrez, produciendo egresos adicionales al Consejo Provincial, que inciden además en el pago de dietas, desde el 1 de marzo hasta el 31 de diciembre del 2003. El ex-prefecto habría cobrado en exceso $ 7.106,26; el prefecto actual $ 9.991,66 y los consejeros un total de 23.294.08 dólares. 

Burbano: "No estuve de acuerdo"

La inobservancia de esta resolución del CONAREM fue notificada a los ex-prefectos Alfonso Burbano y Ángel Martínez a fin de que justifiquen estos egresos. El único que contestó fue el prefecto Burbano quien señala que efectivamente el Consejo Provincial trató ese tema en sesión del 5 de mayo del 2003, "en el momento de tratar el punto de revisar los emolumentos del prefecto, el suscrito se retiró por delicadeza y por no estar de acuerdo". Burbano continúa: "El señor Vicepresidente Doctor Ángel Martínez, fue quien dirigió esa parte de la sesión aspecto que se puede comprobar con las actas o cintas magnetofónicas de lo manifestado". Burbano dice que mientras ejerció esa función nunca inobservó la resolución del CONAREM, "lo que haya sucedido después desconozco y no es de mi responsabilidad". En efecto la Contraloría revisó la cinta magnetofónica y quien presidió esa sesión de aumento de sueldo fue el vicepresidente, Ángel Martínez Luna. 

El consejero Estuardo Gavilánez, negó que el Consejo haya aprobado el sueldo del Prefecto, aunque admitió que este organismo tiene la facultad de aprobar el sueldo básico del prefecto provincial , "depende de los títulos, años de trabajo para que suba su sueldo". Este hecho dejaría a entrever que los consejeros, mediante resolución, pueden incrementar sus dietas, pues según el propio Gavilánez éstas se fijan tomando en cuenta el 25% de la remuneración del prefecto, "esa es una ley que esta en vigencia desde 1988".  Gavilánez negó que se haya incrementado los gastos de representación y gastos de residencia del Prefecto por un total de 3 mil dólares mensuales, tal como lo señala la Contraloría. 

Finalmente el director de la Regional VI de la Contraloría, Mario Ríos, señaló que desde que se reglamentó este tema, el prefecto ya está ganando menos que el presidente de la República. Esta afirmación fue corroborada por Ángel Martínez, quien manifestó: “una vez admitido el Registro Oficial que contempla el límite máximo que debe percibir un servidor público que es 6.400 dólares como el sueldo del Sr. presidente de la república, se procedió a ajustarse a la normativa legal para el sueldo del Sr. prefecto”. Según Martínez la ley de homologación salarial entró recién en vigencia a partir del 2004. 

Más gastos de representación sin sustento legal

El diez de noviembre y ocho de diciembre del 2003, respectivamente, fue discutido y aprobado, el Reglamento sobre gastos de Representación de los consejeros provinciales. En el artículo 2 de ese reglamento se indica que los gastos de representación se pagarán mensualmente y asciende a la suma de 500 dólares, siempre y cuando asistan a por lo menos cuatro sesiones ordinarias al mes.

Analizado el tema la Contraloría determinó que dicho incremento no tenía un sustento legal, pues en el artículo 21 de la Ley Orgánica de Régimen Provincial preceptúa que la función de Consejero es gratuita y obligatoria. Sin embargo, el consejero Estuardo Gavilánez, (PSC) no esta de acuerdo con ese artículo, "la actividad no es gratuita desde hace algunos años atrás. Hay una ley aprobada en 1988 que fija las dietas de los concejales y consejeros y corresponderá al 25% de las remuneraciones del prefecto o alcalde". En esa misma ley, en el artículo 22, literal b) del citado cuerpo legal se prohíbe al prefecto provincial y a los consejeros percibir, directa o indirectamente, cantidad alguna de los fondos de la Corporación, en cualquier forma que sea, excepto en lo referente a viáticos, gastos de representación y de viaje, que señale el Consejo, de acuerdo con las circunstancias". 

El procurador general del estado el 13 de julio del 2002 señala que "estimo que los consejeros provinciales pueden percibir, por excepción, los valores que corresponden por gastos de representación, viáticos y de viaje". Por lo tanto no justificaría establecer una cantidad fija mensual por conceptos de gastos de representación y de viaje. El consejo provincial por este rubro egresó, desde mayo a diciembre del 2003 un total de 23.500 dólares.
 El consejero Marcelo Villalva, (PK) quien por este rubro cobró un total de 4.000 dólares, admite que pudieron haber existido errores, "puede existir alguna falla al fijar una cantidad mensual, pueden haber suficientes argumentos". Villalva señala que la Constitución dice "que ningún ciudadano puede ser obligado a realizar un trabajo gratuito o forzoso". El consejero argumenta que los viajes a cantones y parroquias tienen que ser pagados, "esto sí justifica e incluso hay una jurisprudencia sobre el tema". 

Villalva señaló que la Contraloría les ha pedido que deroguen ese Reglamento, "no vamos a devolver esos recursos".

Por su parte Ángel Martínez apela a la autonomía de los consejos provinciales para haber reglamentado este pago. Agrega además que con esta normativa se está “evitando así los trámites burocráticos para que en este consejo no se elabore diariamente delegaciones, representaciones, etc. donde se aumentaría el costo horas-hombre en la elaboración de unos doscientos documentos ya que la labor del consejo es de lunes a domingo...”. 

Un bono que no debió ser cobrado por el Prefecto

El día del Servidor Provincial es muy especial para los empleados y trabajadores del consejo provincial. Ese día reciben un bono que solamente puede ser percibido por empleados y funcionarios a nombramiento y a contrato, que trabajen a tiempo completo y que estén amparados en la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa. Sin embargo, el ex-prefecto Alfonso Burbano y el actual aspirante a la reelección, Ángel Martínez, quienes no estarían amparados por la Ley de Servicio Civil cobraron este bono. Burbano lo hizo en los años 2000, 2001 y 2002, cobrando las siguientes cantidades : 475.20; 1.650 y 5.540,65 dólares respectivamente. Martínez cobró el valor del 2003, es decir 3.696,60 dólares. 

Al respecto Alfonso Burbano apeló a la autonomía del consejo provincial para dictar normas propias. Agrega que "el prefecto al ser elegido por votación popular posee nombramiento a tiempo fijo por cuatro años, gana sueldo fijado en el presupuesto de acuerdo con disposiciones legales". Más adelante señala que "se demuestra con claridad que el Prefecto es un servidor provincial –aunque no de carrera –con funciones definidas, con nombramiento a tiempo fijo y posesionado legalmente... lo cual implica que tiene derecho a beneficios de Ley como todo servidor, sea funcionario o empleado". 

Ángel Martínez Luna tuvo una respuesta similar a la de Burbano. Los empleados reciben viáticos para acudir a sus juegos.
El dinero del Consejo Provincial invertido en eventos gremiales

"Comisiones de Servicio y pagos de viáticos fuera de la Ley". Eso es lo que la Contraloría determinó en algunos trámites administrativos destinados a pagar viáticos para los empleados y trabajadores que acudían a sus juegos deportivos nacionales. La Federación Nacional de Asociaciones de Empleados de los Consejos Provinciales, FENACOPE, año a año realiza sus juegos nacionales y en Chimborazo la participación de los delegados es pagada con el dinero del Consejo Provincial. 

En los años 2001 y 2002 el desembolso de viáticos fue autorizado por Alfonso Burbano Arauz, mientras que en el 2003 lo fue por Ángel Martínez Luna. Pero estos egresos también fueron autorizados por unanimidad por todos los consejeros, quienes mediante resoluciones Nro. 134-2001-SG y 0200-2002-SG autorizaron egresos para "cubrir movilización, alimentación y estadía durante los días 25 al 27 de abril del 2001 para El Oro y del 4 al 6 de julio del 2002 para Tungurahua". Ahí se entregaron viáticos por un total de 12.445 dólares.

El 16 de junio del 2003 el Sindicato de Obreros de Morona Santiago realizó una invitación a su similar de Chimborazo a participar en una jornada deportiva en varias disciplinas en Macas. La actividad fue autorizada por el prefecto Ángel Martínez, "declarando en comisión de servicios a la delegación", los días 16,17 y 18 de julio del 2003. Esta autorización también se hizo extensiva para los viáticos requeridos por un total de 1.750 dólares.

El 3 de julio del 2003 nuevamente se solicitó la representación deportiva de los empleados. Esta vez el presidente de la FENACOPE solicitó la representación para una jornada deportiva a realizarse en Loja del 13 al 15 de agosto del 2003. Nuevamente el prefecto Martínez y el consejo en pleno resolvió aprobar "comisión de servicios" y "pago de viáticos" por un total de 4.350 dólares. El total de viáticos, en estas cuatro "jornadas deportivas" asciende a 18.545 dólares. La Contraloría considera que todos estos actos son improcedentes pues "no se cumplió tareas específicas inherentes a su función y de carácter oficial". Al respecto Alfonso Burbano justificó esos gastos pues en esas jornadas deportivas se realizaban sesiones de trabajo de la CONCOPE "para dar más brillantez al evento... Estas ayudas entregadas a los empleados para que asistan a las jornadas deportivas se han hecho vía presupuesto institucional y por muchos años, por lo que se ha constituido en UN DERECHO ADQUIRIDO" 

ENTREVISTA. Mario Ríos, director de la Regional VI de Contraloría.

"Los consejeros deben percibir únicamente dietas"
¿El sueldo del prefecto es mayor que el del presidente de la república?

Desde que salió la reglamentación el prefecto está ganando menos que el Sr. presidente de la república. Está regulado y corregido eso. 

¿Hay gastos de representación de los consejeros objetados por el presidente de la república?

La Ley en ese sentido es muy práctica. Por mandato legal está dicho qué es lo que tienen que percibir por mandato legal los señores consejeros. Nuestra función es observar si no se ha cumplido y sí están fuera del contexto legal revelarlo en los informes.
¿Qué es lo que tienen que percibir los consejeros?

En la ley dice que los consejeros percibirán únicamente dietas.

¿Y si han recibido otros dineros, tienen que devolver?

Eso la contraloría general del estado, en el departamento de responsabilidades determinará las responsabilidades del caso.

¿Es válido que el dinero del consejo provincial se haya invertido en instituciones privadas?

Al respecto la contraloría lo que está observando es que los dineros del estado sean manejados correctamente. En este sentido los dineros que hayan sido canalizados a entidades públicas y privadas hayan cumplido con el objeto para los cuales fueron asignados.

¿Se han tomado en cuenta las recomendaciones dejadas anteriormente por la Contraloría?

Hemos terminado las labores de campo de la auditoría financiera del Consejo Provincial. Varias recomendaciones de los informes de auditorías anteriores no se han dado, lastimosamente, cumplimiento. Estamos dejando de nuevo esas recomendaciones para que sean cumplidas. De esta auditoría estamos dejando otras recomendaciones.  

¿Cómo que hay un vacío legal para hacer cumplir esas recomendaciones?

La contraloría general del estado emite las recomendaciones y estas tienen el carácter de fuerza legal. Si no las cumplen las sanciones administrativas son de 1 a 10 remuneraciones unificadas. Por ejemplo, si un funcionario gana 1000 dólares su sanción será de 10.000 dólares. De persistir estas irregularidades y afectar a la buena marcha de la institución, hoy tenemos la facultad de destituir al funcionario. 

Un millón 326 mil dólares sin fiscalización

La contraloría general del estado en su informe de resultados parciales determinó que un millón 326.767,71 dólares fueron entregados por el consejo provincial sin que de por medio haya existido un proceso de fiscalización o la suscripción de actas de cumplimiento. Según se explica en el documento el consejo provincial entregó dineros, vía convenios "en la mayoría de los casos la jefa de adquisiciones del consejo ha tramitado la compra de bienes de larga duración y materiales, entregando a los beneficiarios la autorización para retiro... observamos que los convenios no han sido objetos de fiscalización". 

La Contraloría suma deficiencias: "falta observación y análisis de los objetivos que persiguen los beneficiarios por parte de los técnicos del consejo que preparan las bases, pues los informes, en la mayoría de los casos, no reflejan la satisfacción o atención de una necesidad de uso público sino el incremento del patrimonio de gremios de carácter privado". Entre los beneficiarios privados de estos recursos están la Cooperativa de Volquetes El Progreso, equipos de cómputo para el Colegio de Agrónomos Profesionales, máquinas industriales a personas que no se encuentran agrupadas o formando academias artesanales, entre otros. 

El consejero Marcelo Villalva, aduce que no es la función de los consejeros verificar estas inversiones, "si la obra está mal hecha eso si tenemos que llamar la atención al prefecto y a sus directores departamentales. Ellos tienen que justificar. Cierto es que pueden haber fallas humanas". Ángel Martínez al respecto señala que esta cifra corresponde a un resultado parcial de Contraloría, “al cierre del examen consta como recomendación para que el consejo fiscalice oportunamente”. 

253 mil dólares sin justificativos

253.116,05 dólares no han sido justificados hasta el momento por funcionarios del consejo provincial de Chimborazo. La contraloría determinó que no existe respaldo documental que justifique esos egresos.

El 1 de julio de este año, la contraloría detectó que el egreso de 292.920 dólares no tenía los justificativos pertinentes por lo que pidió a las autoridades y funcionarios la documentación para que justifiquen estos egresos. Como respuesta recibió documentación que respaldaría 39.804 dólares faltando por definir el destino de 253.116 dólares, ¿Dónde esta ese dinero? 

La Contraloría también analizó el rubro "Anticipo de Fondos" en donde se detectó que el consejo provincial entregó 74.208,38 dólares a diferentes contratistas, "que no han sido devengados". Los plazos de cumplimientos de obra se finiquitaron en meses y años anteriores en relación a la fecha de corte de cuenta de auditoría, "sin que se dispongan de garantías que permitan la recuperación de estos valores". La Contraloría preguntó sobre estos contratos a la Dirección de Obras Públicas, Financiera y Asesoría Jurídica, sin que hasta el momento haya una respuesta por parte de las dos últimas.  Obras Públicas del consejo provincial señaló que: "Dejamos constancia que existen actas legalizadas a la fecha es por que los contratistas no se acercaban a presentar la documentación corregida y/o visitar la obra en campo para tomar los datos que permitan legalizar el Acta de Entrega Recepción entre las partes". Según esta comunicación la Contraloría observó que "no hubo seguimiento de algunas obras, lo que ocasionó la tardanza para liquidar los contratos". 

El dinero de dos convenios sin explicación

Ha sido público que varios municipios de Chimborazo firmaron convenios de cooperación con el consejo provincial. Colta y Penipe, suscribieron acuerdos para la ejecución de obras por un monto de 38 mil y 59 mil dólares, respectivamente. Según los auditores de contraloría dichos dineros y convenios jamás fueron fiscalizados por los técnicos responsables de hacerlo, "no existe ningún documento que pruebe el seguimiento realizado a los dineros entregados y a la ejecución de las obras objetos de los convenios". 

El consejo provincial en oficios enviados el 10 de mayo y el 21 de junio del 2004 solicitó se presente un informe del estado en que se encuentran las obras objeto de los convenios y los documentos que demuestren su ejecución, sin que hasta julio del 2004 haya una respuesta. 

Los dineros del consejo provincial en instituciones privadas

A 7.632 dólares alcanza la cifra entregada por el consejo provincial de Chimborazo en auspicios para la realización de eventos particulares como el II Encuentro Nacional de Periodistas del Ecuador, el cincuentenario de la Unión Nacional de Periodistas, 250 banderines para el Club Deportivo Politécnica. Según la Contraloría el consejo entregó estos recursos basándose únicamente en oficios enviados por los directivos de las entidades beneficiadas, "sin suscribir convenio de cooperación en el que se detalle la participación y obligación de las partes o la determinación de que constituye actividad relacionada con la gestión de la Entidad".

Pero eso no es todo. De otras partidas presupuestarias como "Obras de Infraestructura" y "Obras a concluirse en años anteriores" la prefectura como ordenadora de gastos y la dirección financiera como ordenadora de pagos, han hecho realidad pagos por 15.987 dólares por varios eventos como el transporte de funcionarios al congreso, actuaciones artísticas del Trío Antología en eventos como la posesión de la Sociedad Médica en Sibambe, arreglos florales, donaciones en equipos de cómputo para el Colegio de Ingenieros Zootecnistas, institución que fue encabezada por el consejero Estuardo Gavilánez, entrega de uniformes deportivos, incluidas zapatillas para los servidores del consejo provincial, entre otros. La contraloría señala que estas entregas "no tienen ninguna relación con la obra o el servicio público que realiza el Consejo".
El consejero Estuardo Gavilánez señaló que esos gastos son legales e incluso pasaron por el Tribunal Constitucional, "si hubiera estado al margen de la Ley de Régimen Provincial el Tribunal no hubiera aprobado el presupuesto que ahora estamos ejecutando". No es un delito apoyar a las instituciones públicas con carácter educativo como tienen los colegios profesionales". 

Villalva dice que todos tiene derecho a recibir esas ayudas, "acaso no son ecuatorianos o chimboracenses... que los taxistas, los peluqueros le digan a la Contraloría si somos chmboracenses o no o si somos iguales ante la Constitución o no". 

Ángel Martínez señaló que el Tribunal Constitucional luego de un análisis y estudio dictaminó que el consejo sí está facultado para hacer esas obras y que no existen perjuicio económico pues son obras civiles, tangibles, factibles de constatación. Cabe recordar que la votación en el Tribunal Constitucional, (TC) fue dividida. Luis Herrería Bonnet, uno de los magistrados del TC en entrevista, en esa época señaló su inconformidad con esos gastos. 

Obras que no cumplen con objetivo institucional

A pesar de  que el consejo provincial ha entregado recursos a las entidades privadas, los auditores de la contraloría, en una constatación física determinaron que algunas de esas inversiones no cumplen con el fin institucional. 

Por ejemplo; fue firmado un contrato para la "adecuación y construcción del segundo piso del Centro de Capacitación de la Unión de Taxistas de Chimborazo", sin embargo se construyó una losa. El fiscalizador justificó el cambio "por cuanto las bases existentes no soportaban un piso alto". La obra, según los auditores, se encuentra abandonada desde abril del 2002, sin brindar beneficio alguno. Lo mismo sucedería con el Paradero Turístico Ozogoche, "el cual se encuentra a nivel de cimentación y paredes".

Por otra parte asociaciones como la de Quimianos Residentes en Riobamba y Cooperativa 4 de julio de Chunchi solicitaron la construcción de cerramientos para posteriormente construir sus centros de capacitación, cosa que jamás sucedió. Esas obras se encuentran abandonadas.

Tres contratos fueron firmados para el Centro de Capacitación de la Asociación de Peluqueros y Anexos de Chimborazo por un monto total de 18.498 dólares para la construcción de su segunda planta. La Contraloría determina que "se aprobó en el presupuesto obras parciales sin un ordenamiento o planificación técnica o en su defecto no se consideró un solo contrato". 

Otra cosa que llama la atención es la suscripción de contratos para la construcción de bóvedas para la Asociación de Jubilados Pensionistas de Guamote y el Club de Militares y Policías Retirados de Riobamba, "obras que no corresponden a las atribuciones, fines y deberes de la Cámara”. También se cuestiona el gasto de dinero en obras para la Hermandad del Señor de la Agonía de Yaruquíes y un cerramiento de hierro para la Cooperativa de Transportes Alausí donde, según los constataron los auditores, funciona una lavadora de carros, un área deportiva y un aula para reuniones.  

Contratos de forestación cuestionados

El 2 de enero del 2002 el consejo emitió la Resolución Nro. 008-2002-SG para la contratación de tutores y así impulsar el proyecto de Recuperación de Bosques Andinos en la provincia de Chimborazo. En julio de ese año fueron contratados cinco egresados de la Facultad de Recursos Naturales de la ESPOCH por un total de 24.436 dólares. El contrato con los tutores comprendía la producción y entrega de plantas, cuidado, mantenimiento, manejo de viveros forestales y capacitación a los comuneros beneficiados. El plazo para el cumplimiento del trabajo era de un año, sin embargo, luego de más de dos años la contraloría determinó que los trabajos han sido cumplidos en un 75%. Según la observación, la fiscalización por parte de la dirección de planificación del consejo provincial "no ha sido llevada a efecto en los términos contractuales, puesto que no hay informes escritos". 

           Otras observaciones de Contraloría

· El Reglamento para el funcionamiento de Comités de Contratación no han sido elaborados de acuerdo a estipulaciones legales. 

· No se han practicado evaluaciones presupuestarias.

· Sistema de cómputo utilizado para procesar contabilidad no está integrada con la información de bodega. 

· Inobservancia de normas técnicas de contabilidad.

· No se cumplen recomendaciones emitidas por Contraloría.

· Deficiencias en el funcionamiento de caja chica.

· Retraso en la elaboración de conciliaciones bancarias.

· Saldos de cuentas no resueltos por más de cinco años.

· Falta de suscripción de actas de entrega-recepción de bienes de consumo y de larga duración.

· Proformas para trámites de adquisiciones no reúnen requisitos básicos. 

· Bienes inservibles no dados de baja.

Análisis
Nuevamente el consejo provincial es observado por la Contraloría General del Estado y posiblemente por los mismos vicios institucionales que fueron anotados en informes anteriores emitidos por ese organismo de control. 

Las observaciones técnicas que hace la contraloría nos llevan a una sola conclusión: el dinero de los contribuyentes no debe ser gastado en obras que no beneficien a la comunidad como viáticos para juegos y otras actividades ajenas a los objetivos que tiene el consejo provincial, ¿es que acaso nos sobra dinero?
Todos los organismos del Estado se quejan de la falta de recursos. Si eso es verdad el prefecto y los consejeros deberían ser muy celosos a la hora de gastar nuestro dinero. Por mandato de la ley y por sentido común el consejo provincial tiene que gastar en obras de regadío, saneamiento ambiental, educación y salud y no en cosas vanas como los juegos gremiales o reuniones solemnes. Al parecer el presupuesto institucional nuevamente tiene un tratamiento clientelar y eso es antitécnico, antieconómico y ahonda aún más el atraso que tiene la provincia.

Por otro lado a los gremios y asociaciones se les debe pedir que cada quien asuma con sus gastos y que el consejo se ocupe de lo importante, ¡Si los socios de esas entidades privadas no pueden financiar sus reuniones qué clase de asociaciones o colegios son!.

Así mismo, la actuación de los consejeros que están en funciones o de candidatos, está en duda. Ellos están para fiscalizar y legislar no para entregar bienes a asociaciones y poner su visto bueno en gastos superfluos. Sino cumplen su función es mejor que no estén ahí pues, como hemos visto, su actuación en las reuniones del consejo tienen un alto precio.

Muchos de los involucrados en este reportaje dirán que empezó la campaña sucia. La confrontación de fuentes y la revisión de documentos son condiciones básicas en la actividad periodística. Pedimos la opinión de los involucrados y en la mayoría de los casos la obtuvimos. Nuestra obligación es revelar los hechos, el lector sabrá cómo los interpreta.

Cabe preguntarse hasta cuando el consejo provincial de Chimborazo hará caso omiso de lo que sugiere la contraloría general del estado, un organismo de control respetable en el país que hace su trabajo pero que, como vemos, no puede obligar a las entidades a cumplir con sus recomendaciones. Al parecer hace falta cubrir ese vacío legal. Pero como no todo es malo hay que reconocer que el actual prefecto, Fernando Guevara,  hace serios intentos por ejecutar, por fin, el Plan de Desarrollo Provincial, ese es un buen augurio en la cámara. 

Finalmente, frente a las puertas de un proceso electoral vale la pena meditar nuestro voto en forma objetiva, es decir, por los hechos y no las palabras. Por las acciones administrativas y no los ofrecimientos de que "ahora si vamos a mejorar a nuestra provincia".    

Ley de Régimen Provincial

Art. 3

Corresponde a los consejos provinciales:
b) Prestar servicios públicos de interés provincial directamente o en colaboración con los organismos del estado o de las municipalidades.

c) Realizar obras públicas de carácter provincial e interprovincial. 

d) Coordinar la acción de las municipalidades de la provincia, para fines de progreso común. 

e) Procurar el cabal cumplimiento y ejercicio de los servicios y de las obras públicas que se realicen en la provincia. 

Reportaje publicado en Diario La Prensa de Riobamba el 13 de octubre del 2004.

EERSA: Muchas Preguntas sin respuesta

Los dueños de la Empresa 

“La Empresa Eléctrica es nuestra”. Cuantas veces hemos escuchado esta frase por parte de políticos, trabajadores y administradores. Pero ¿hasta dónde ejercemos nuestro derecho de ser propietarios? Este Diario intentó conocer cifras reales de la actual administración, pero solamente recibimos respuestas a medias. Por ejemplo, Nicolás Alvear, gerente de la EERSA, afirmó que el año anterior se tuvo pérdidas del 17%, cuando una tabla del Consejo Nacional de Electrificación, CONELEC, señalaba que en el 2002, sólo en el primer semestre, este porcentaje alcanzó el 15.47%.

Ya en el 2001 fue de 18.31%. La tendencia en los últimos tres años es al alza, aunque el gerente lo niegue y diga todo lo contrario. Cifras como estas son las que no se informan a los verdaderos propietarios de la EERSA: NOSOTROS, quienes mes a mes pagamos una más alta que Quito y Guayaquil, la razón: No se sabe. 

Tema aparte es la generación. Desde 1997 no se han construido nuevas centrales hidroeléctricas. Según algunos consultados la ley no lo permitiría, si primero no hay la división de la empresa en generadora y distribuidora, ¿Pero no es más importante nuestras necesidades que la propia Ley?, ¿A quién le disgustaría que invirtamos en generación? Mientras la provincia no se abastezca de energía producida por centrales hidroeléctricas seguiremos consumiendo energía mucho más cara proveniente de las termoeléctricas, el mercado ocasional así lo establece. 

Este cuadro se completa cuando los trabajadores se apresta a iniciar un paro de actividades. Los reclamos pueden ser justos, pero como siempre los que salimos perdiendo somos los dueños de la Empresa. Todos intervienen en nuestra Empresa menos nosotros: LOS DUEÑOS. 

¿Cómo se calcula el precio de la energía?

Tres organismos, en diferentes etapas, establecen el costo de la energía: El Consejo Nacional de Control de Energía, CENACE; el Consejo Nacional de Electrificación, CONELEC y las empresas eléctricas, en nuestro caso la EERSA. El CONELEC y el CENACE establecen los costos de transmisión. Por ejemplo, el Proyecto Hidroeléctrico Paute a las subestaciones de la EERSA.

Por último las empresas eléctricas establecen los que se conoce como Valor Agregado de Distribución, VAD, donde se toma en cuenta la subtransmisión, la transmisión de media y baja tensión, la comercialización y los gastos administrativos.

Según una fuente de la EERSA el cálculo del VAD se hace como si todos los equipos y las redes de transmisión fueran nuevos, cuando en realidad se trata de una red que ha cumplido su vida útil. El VAD debe tener el visto bueno del CONELEC.

Las pérdidas tienden a subir

Parámetros técnicos señalan que las pérdidas en una empresa eléctrica no deben superar el 10%. En la EERSA estas “pérdidas” ascienden, en el año 2002, al 17,38 %. Cada empresa eléctrica del país tiene un rango de pérdidas técnicas que son normales en el negocio, en el caso de la EERSA éstas son del 9.10%.

También existen las pérdidas no técnicas que están asociadas a la eficiencia en los diferentes procesos de lectura, facturación y cobros; afectadas, en gran medida por los hurtos o robos de energía. En la Eléctrica Riobamba estas pérdidas son del 6.36 %, cuando el límite es del 3.22 %, es decir, casi se duplica el rango aceptable. Todo es provocado por una ineficiencia en el control de la distribución de energía. 

De acuerdo a datos proporcionados por funcionarios de la Empresa, las pérdidas técnicas, que son normales de cualquier institución de este tipo, son del 7%. A esto hay que sumar una pérdida (negra) por robos  del 10%, un porcentaje, que se dice, tiende a subir. Según Alvear estos rangos son “aceptables”. Sin embargo este porcentaje (17%) es dudoso debido a que sólo en el primer semestre del 2002 el CONELEC registra pérdidas del 15.47%.

Respecto a este tema no se ha hecho mucho. Apenas 5 personas estarían enjuiciadas por robar energía y los procesos estarían semiparalizados. Mientras eso sucede un crecimiento desproporcionado y la falta de control provocaría más robos. Al final quienes pagan todo esto son los consumidores quienes mes a mes pagan las planillas sin derecho a reclamo.

El desfase tarifario no es pagado por el Gobierno

Como anotamos el kilovatio / hora es más caro en el sistema interconectado que en las empresas eléctricas. Ahí hay un desfase que el gobierno intenta corregir mediante “el sinceramiento de las tarifas”. Cada mes hay un incremento en las planillas. Además este “déficit tarifario” fue reconocido por el gobierno mediante los decretos 1311 y 2048ª. Así el Estado debe a la EERSA dos millones 870 mil dólares por pago de este déficit. Alvear al ser consultado sobre la forma de cómo cobrar dijo: ¿Esa es la pregunta del millón, el Estado no cuenta con dinero? 

Análisis
Luz cara y un sistema a punto de colapsar

La luz es un negocio y la EERSA es una empresa que debe ganar dinero por vender energía eléctrica. Todos nuestros consultados, a excepción del gerente de la EERSA, Nicolás Alvear, coinciden en señalar que pagamos una de las tarifas más altas del mercado nacional. Según datos proporcionados por la gerencia, el Sistema Nacional Interconectado, que es el mercado mayorista de energía en el país, nos vendería a 11 centavos el kilovatio / Hora (Kw/h), a su vez la EERSA distribuye a los consumidores  a un promedio del 9.21 centavos el Kw/h, es decir la EERSA vende más barato de lo que compra . ¿Cómo explicar que ante esto haya ganancias? Según el gerente de la EERSA las utilidades se explican porque nosotros contamos con generación propia. En efecto los proyectos hidroeléctricos Alao, Nízag y Río Blanco producen en promedio, el 56% de todo lo que consume Chimborazo. Esta energía producida por los tres proyectos ingresa al sistema interconectado pero obligatoriamente debe ingresar a nuestra provincia. 

Algunos hechos motivarían  que la energía eléctrica sea más cara en Chimborazo. La primera es que la política tarifaria del Consejo Nacional de Electrificación CONELEC señala que quienes consumen menos de 60 Kw/h son beneficiados por un subsidio, el cual es pagado por los que rebasan ese límite. Por su distribución poblacional un 60% de consumidores se encuentra en el sector rural y son quienes menos consumen energía, por tanto ellos son subsidiados. El restante 40% (preferentemente población urbana) paga ese subsidio que de paso, se señala, no es muy representativo.

Otro factor es el incremento que todos los meses se da en el sector eléctrico. Según el gobierno hasta octubre del 2003 las tarifas en el sistema eléctrico deben tener “precios reales” por ello mes a mes se incrementa 1.64% por cada 50 Kw/h de consumo, en el sector residencial. Es decir, si usted consume 200 Kw/h al mes tendría un incremento total de 6.56%, éste es el llamado “incremento acumulativo” y la razón de que muchos ciudadanos se admiren al momento de pagar la luz.

Un tercer motivo, para que la EERSA tenga utilidades, es su bajo nivel de inversión en la renovación de su red eléctrica. Una fuente de la Empresa, que prefirió omitir su nombre, fue tajante: “el sistema está a punto de colapsar”. Las redes de la mayoría de la provincia han concluido con su vida útil y la Empresa no ha hecho nada para cambiar esta situación. Aquí se explicarían dos cosas: los continuos cortes de energía y el incremento de llamadas pérdidas técnicas. Usar redes caducas sin inversión provoca utilidades para la Empresa, pero mayores pérdidas de energía que al final son pagadas por los consumidores.
 Mientras esto sucede en el sector residencial las tarifas en el sector comercial e industrial permanecen congeladas. En otra resolución el CONELEC decidió descontar un 20% a aquellas industrias que consuman energía de 22h00 a 6h00 para propiciar el consumo en horas no pico. 

	EMPRESA 
	VALOR*

	E. E. Bolívar 
	13.08

	E.E. Sur
	12.95

	E.E. Azogues
	12.87

	E.E. Ambato
	12.51

	E.E. Sucumbíos
	12.51

	E.E. Cotopaxi
	12.14

	E.E. Riobamba
	12.09

	Regional Centro Sur
	11.79

	E.E. Santa Elena
	10.63

	E.E. El Oro
	10.61

	E.E. Milagro
	10.55

	E.E. Guayas-Los Ríos
	10.32

	E.E. Esmeraldas
	10.19

	E.E. Los Ríos
	10.19

	E.E. Manabí
	9.9

	E.E. Regional Norte
	9.88

	EMELEC
	9.59

	E.E. Quito
	9.13

	Promedio Nacional
	9.48


*Costo para el sector residencial en centavos de dólar por Kilovatio/hora.

FUENTE: CONELEC

SEGUNDA PARTE

Una “papa caliente”

El “nuevo” edificio de la EERSA está en centro de la polémica. Esta estructura ubicada en las calles Juan Larrea y Primera Constituyente fue construida en los años 70 para albergar al Banco Popular. Pasó a manos de la EERSA, institución que canjeó 887 mil dólares en certificados de depósito reprogramables, CDR`s por la estructura. Los CDR´s fueron otorgados a la EERSA debido a que esta institución tuvo el dinero depositado el Bancomex, un banco que sucumbió en la crisis bancaria durante el gobierno de Jamil Mahuad.

Según Nicolás Alvear, la compra del edificio fue beneficiosa para EERSA, pues se recuperó el dinero de la banca cerrada y además por el costo. “En papeles del Banco Popular el edifico estaba avaluado en 1 millón 300 mil dólares”. Alvear señala que en la remodelación se habrían gastado de promedio de 200 mil dólares. 

Para Wilson Lozano, ex-gerente de la EERSA, las cifras no concuerdan. Primero: el depósito de 28 mil millones de sucres en el Bancomex, al cambio de ese entonces, unos 4 millones de dólares. Segundo: Lozano dice tener conocimiento que se gastó unos 340 mil dólares en la remodelación, él se pregunta: ¿Con ese dinero y los CDR´s no era mejor emprender en la construcción del proyecto Molobog?.
Polémica aparte es el proceso de remodelación. Esta obra se declaró en emergencia y por eso se habría ejecutado mediante un contrato directo sin un concurso de precios y ofertas. 

Respecto al edifico de las calles García Moreno y 10 de Agosto la Junta de Accionistas no ha decidido qué hacer. Hay dos alternativas: venderlo o alquilarlo. Hay cuestionamientos en la funcionalidad del edificio. Los funcionarios comentan que el edifico fue hecho para que ahí funcione un banco. Se preguntan: ¿No hubiera sido mejor construir un nuevo edificio de acuerdo a las necesidades de la empresa? 

Bancomex un banco escogido a dedo

Abraham Romero, cuando era alcalde de Riobamba criticó el depósito que Alvear realizó en el Bancomex. Señaló que los dineros de la Empresa no debían ser concentrados en un solo banco, un criterio compartido por quienes saben de administración.
 Alvear se defiende diciendo que, según la Ley, él no estaba obligado de recurrir a la banca estatal. Además no concentró los depósitos de la EERSA en Bancomex, “distribuí el dinero en dos bancos de la Costa y dos de la Sierra”. 

Lozano agrega que el procedimiento es inusual. Dice que se debía proceder a una subasta de capitales y otorgar el dinero a los bancos que paguen un mejor interés, “en mi época llamábamos a concurso en sobre cerrado y depositábamos en los bancos que nos pagaban mejor”. Para eso también se tomaba en cuenta el nivel de confiabilidad del banco, es decir, se realizaba un análisis de riesgo. En conclusión, para muchos, el canje del edificio por la deuda de Bancomex es una “papa caliente”que el actual gerente dejó de tener en sus manos. 

Los proyectos pendientes

En el año 1997el proyecto hidroeléctrico Río Blanco (3 megavatios) era inaugurado por la EERSA ese fue el último hito de generación eléctrica en Chimborazo. Río Blanco, Nízag y Alao producen en conjunto aproximadamente el 56% de todo lo que se consume en la provincia.
 Dos proyectos quedaron en carpeta. Bilbao, que aprovecha las aguas del río Chambo y Molobog que usaría las aguas del canal de riego Chambo-Guano. En el caso de Bilbao, se señala que sería muy riesgoso emprender en ese proyecto, debido al proceso eruptivo del volcán Tungurahua. Por esa causa ese proyecto estaría condenado al archivo.

Pero con Molobog, la respuesta de Alvear es otra. Él aduce que la EERSA no se ha dividido en dos empresas: una de generación y otra de distribución y por eso es imposible emprender en el proyecto. 

Lozano tiene otra opinión, “simplemente no hay interés”. ¿Entonces cómo construimos Río Blanco? Al parecer faltaría una decisión política y las ganas de invertir en el sector eléctrico. Según Lozano para Molobog quedaron 28 mil millones de sucres, justamente lo que se congeló en Bancomex. Se tenía una proyección de 5.5 megavatios/hora. Una cosa sí es clara: si Chimborazo tiene suficiente generación propia de darse racionamientos eléctricos estos serían de corto período o, incluso, no habría cortes. 

Todos los meses la luz sube

Todos los meses se da un incremento en el sector eléctrico. Según el gobierno hasta octubre del 2003 las tarifas en el sistema eléctrico deben tener “precios reales” por ello mes a mes se incrementa 1.64% por cada 50 Kw/h de consumo, en el sector residencial; es decir, si usted consume 200 Kw/h  al mes tendría un incremento total de 6.56%, éste es el llamado “incremento acumulativo” y la razón de que muchos ciudadanos al momento de pagar la luz. 

Un gerente cuestionado

“Yo no puse a Nicolás Alvear en la gerencia de la EERSA, pero sí hable por él ante el Fondo de Solidaridad”. Lozano dice que cometió un error, pero tampoco lo fue en su totalidad pues dice que para el nombramiento se tuvo el apoyo de los otros accionistas mayoritarios, como el consejo provincial y el municipio de Riobamba. 

Ante un boletín de prensa del Diputado Guillermo Haro, en donde se denunciaba actos de corrupción en la EERSA, Alvear respondió al legislador que estaba dispuesto a contestar sus inquietudes, “proporcionándole toda la información que usted requiera para aclarar comentarios”. El 8 de mayo Haro planteó 23 interrogantes al gerente de la EERSA y según el numeral octavo del Art. 130 de la Constitución, éste tenía 10 días para contestar. Las respuestas nunca llegaron. Ante esto la posición de Guillermo Haro es clara, “vamos a llamar al representante del Fondo de Solidaridad para que nos explique la serie de negociados que se han detectado 

en la EERSA”. 

Las preguntas de Haro fueron 

· Sobre los depósitos en Bancomex.

· Sobre la contratación de seguros, que la EERSA celebró en el 2001.

· Sobre la contratación de personal.

· Sobre las pérdidas técnicas y no técnicas.

· Sobre las obras de electrificación rural.

· Sobre la adquisición del Jeep Nissan-Patrol Wagon GL 4500

· Sobre lo invertido en Alao y Nízag

· Sobre el concurso de ofertas para el nuevo túnel de Alao.

Asteriscos

Nicolás Alvear

Gerente de la EERSA

“La generación propia permite tener rentabilidad a la EERSA”

“El precio de la energía, que compramos, es superior al pliego tarifario”.

“La empresa en el 2002 tuvo una reducción de pérdida de energía de 0.7 %. Ahora son del 17%, nueve en pérdidas técnicas y ocho no técnicas (robos)”.

“El directorio de la Empresa autorizó la remodelación del edifico mediante administración directa”.

“Servimos al 98.5% de los 430 mil habitantes de Chimborazo”.

“La Empresa Eléctrica no adeuda a ninguna institución financiera y está al día con el mercado mayorista”.

Wilson Lozano

Ex-diputado de Chimborazo
“Habría que preguntarse porque se concentró tanto dinero en Bancomex”.

“Por los dineros congelados en Bancomex nos dan un juguete (edificio) que no lo vamos a aceptar”. 

“Nunca la empresa ha tenido cuestionamiento como ahora”.

“He conocido de parte de un legislador, que ni siquiera puede obtener información, pues se dice que no hay que darla”.

“Nos imponen tarifas que quieren y tiene el buen deseo”.

“Los usuarios residenciales de Riobamba pagamos luz mucho más cara que los residenciales que Quito y Guayaquil”.

“tan buen negocio es el sector eléctrico que tanto lío dieron para venderlo”.

Paco Andrade

Secretario general del Comité de Empresa EERSA
“Yo le he pedido al gerente el valor total de la readecuación del edificio, hasta ahora no tengo respuestas”.

“La administración da oídos sordos a todo pedido”. 

“Los directores de la Empresa tienen que estar informados de las cosas que se van a tratar en el directorio”. 

Iván Rodríguez

Experto energético
“Si incentivamos la construcción de centrales hidroeléctricas en dos años y medio podemos obtener 300 o 400 megavatios, que reemplazaría a las centrales térmicas”.

“El país debe construir pequeñas centrales de 50 megavatios para no concentrar la generación en la vertiente oriental”.

Alberto Dassum

Empresario
“El costo de energía es muy y tampoco es confiable en el Ecuador”.

Análisis

La auditoria es inminente

Al interior de la Empresa Eléctrica Riobamba S.A. hay muchas preguntas que responder no con palabras sino con papeles y los trabajadores esperan un conflicto laboral para destapar la “olla”. El diputado Guillermo Haro planteó 23 preguntas que nunca fueron contestadas. La dirigencia sindical también ha pedido información.

Por su parte su gerente, Nicolás Alvear, quien antes sostenía con pasión que la EERSA quebraría ahora señala que la empresa es una de las mejores del país. La Junta de Accionistas ha guardado silencio respecto a temas como el canje de los CDR´s, el proceso de remodelación del edifico. Son muchas preguntas y algunas respuestas de memoria. Bien se dice que la Empresa Eléctrica es nuestra y como parte de esa sociedad tendríamos que pedir acciones como una auditoría. De ese modo tanto administradores como usuarios quedaríamos satisfechos y a la final aplaudiremos o sancionaremos una gestión. 

Parece que a ciertas personas hay que recordarles que la EERSA es una empresa de patrimonio público y no un feudo privado donde se pueda hacer y deshacer. Es necesario que ingrese la Contraloría o una empresa auditora respetable y nos diga cómo está nuestra Empresa. Sólo así se desvanecerán las dudas. 

Por otro lado la junta de accionistas debe tener un papel más protagónico en la administración de la empresa, no para represar políticamente una tarifa, como se lo hizo antes, sino para hacer una instancia de control. A este organismo también le preguntamos ¿por qué no se hizo la auditoría de los trabajaos realizados en Nízag y Alao tal como lo señala una resolución del directorio de abril del 2001? Finalmente es necesario volver nuestros ojos a la generación eléctrica. Si la EERSA genera dinero es necesario realizar inversiones,  cuidado y volvamos a caer nuevamente en un banco poco confiable. 

Reportaje publicado en Diario La Prensa el 3 y 5 de junio del 2003

ELÉCTRICA RIOBAMBA: Los desaciertos de un gerente

EERSA 

La que menos recauda en el país

Junto con su alto índice de pérdidas técnicas y no técnicas la Empresa Eléctrica Riobamba tiene un récord: es la que menos recauda en el país. En un informe del Fondo de Solidaridad donde se comparan rubros como la facturación y recaudación se notan claramente diferencias abismales.

La empresa eléctrica Riobamba facturó en el primer semestre del año 2002, 14 millones 505 mil dólares, mientras que logró recaudar 5 millones 429 mil dólares. En porcentaje, recaudó el 37.4% de lo facturado. Al respecto el informe del Fondo de Solidaridad señala que “la falta de liquidez ocasiona todo tipo de desajustes financieros que se reflejan en los resultados económicos y en los planes de inversión”.

La recaudación es tomada como un referente para determinar si una gestión es eficiente o no. Pero esta situación también se traduce en la cartera vencida que la EERSA tiene desde años anteriores y que obviamente ha subido. La cartera vencida elevada es producto de una inadecuada gestión de cobro. El Fondo de Solidaridad reconoce que muchos de los deudores de las empresas eléctricas son empresas del mismo sector estatal, por lo que  recomienda una política de corte y reconexiones para esa empresa. 

Las cifras que la EERSA deja de percibir son significativamente altas. En el año 2001 tenía una cartera vencida de 341 mil 750 dólares y en el 2000, 853 mil 718 dólares, es decir, hubo un incremento del 93.3%.

Facturación vs. recaudación

	EMPRESA
	FACTURACIÓN
	RECAUDACIÓN
	RECAUDADO %

	Riobamba
	14.505.661
	5.429.141
	37.4

	Los Ríos
	14.593.303
	6.400.666
	43.9

	Manabí
	52.778.377
	27.812.166
	52.7

	Bolívar
	4.029.170
	2.764.843
	68.6

	Esmeraldas
	17.371.257
	12.119.910
	69.8


La Politécnica uno de los mayores deudores

Nicolás Alvear, gerente de la EERSA, dice no conocer el diagnóstico del Fondo de Solidaridad que señala las diferencias en la recaudación, “desconozco del particular, tienen que documentadamente hacerme conocer del particular”. Alvear responsabilizó a las empresas del sector público como las causantes de la cartera vencida existente, “la Politécnica de Chimborazo tiene una cartera vencida muy significativa”. 

Las deudas de la Eléctrica

Las empresas de distribución adquieren la energía en el mercado eléctrico mayorista. Aquí hay dos tipos de contratos: lo que cubre un rango permanente de consumo y los que cubren la demanda ocasional, como las que hay en las horas pico. Éste último es el llamado mercado Spot, en donde entran a operar las generadoras termoeléctricas que producen una energía mucho más cara. De allí la importancia de ahorrar energía.
 La empresa eléctrica Riobamba según datos del Fondo de Solidaridad, hasta diciembre del 2002 mantiene una deuda con las generadoras de 852 mil 937 dólares. Nuestro principal acreedor es Electro Guayas con 112 mil 837 dólares. Si se lograra recaudar la cartera vencida se podría fácilmente cubrir las deudas que mantiene la EERSA con la empresa de generación. 

Los cobros indebidos  de la EERSA

El Reglamento de Suministro del Servicio de Electricidad en su artículo 21 señala muy claramente que “para el caso de nuevas acometidas o de modificaciones a las existentes, el suministro de equipos, piezas y parte de la acometida y del sistema de medición (medidor), así como su instalación, serán responsabilidad del distribuidor”.

En la empresa eléctrica este Reglamento no se cumple, pues de acuerdo a las facturas que la EERSA emite por un nuevo servicio se observa dos rubros denominados “Garant. contribución de materiales” y “derechos de instalación”. Los dos ítems tienen un costo de 92.64 dólares, en el sector residencial, cobro que a todas luces es ilegal. Según el mismo Reglamento, en su artículo 22, los nuevos usuarios deberán pagar únicamente  el “depósito de garantía”, que es equivalente a un mes de consumo calculado a la tarifa vigente, según el tipo de consumidor. En Riobamba este promedio es de 7.7 dólares. 

En ese mismo artículo se señala claramente que “el distribuidor no podrá establecer otro tipo de garantías por concepto alguno diferentes al aquí señalado”. 

Este fondo de garantía, con sus intereses, deberá ser devuelto al consumidor una vez que decida prescindir de los servicios de la EERSA para ello estos dineros son depositados en un fideicomiso mercantil en cuentas independientes e individualizadas para cada empresa de distribución. Según algunos consultados este fideicomiso no existe. 

El FERUM no fue aprovechado en el 2001

El Fondo de Electrificación Rural Marginal, FERUM fue creado con la intención de desarrollar proyectos de distribución y generación para beneficio del sector rural. El fondo se financia con el 10 % de la facturación total en los sectores comercial e industrial. Cada empresa para acceder a estos fondos deben presentar los justificativos o proyectos que piensa implementar en su área de concesión hasta finales de agosto de cada año.

Pero, cosa insólita, en el 2001 la administración de la Empresa Eléctrica Riobamba, no presentó ningún proyecto, por tanto no se ejecutó ninguna obra de ese tipo. Cabe recordar que los trabajadores han señalado que las redes de la EERSA son caducas por lo que necesitan ser renovadas. Los fondos del FERUM bien podrían haber servido para eso. Estos fondos no utilizados generan una rentabilidad que no es aprovechada por las demás empresas de distribución. En todo caso no utilizar ese fondo significa retrasar un año el desarrollo del sector eléctrico de Chimborazo. 

Las víctimas de la inseguridad

Según la dirigencia sindical la actual administración pone en riesgo la vida de los trabajadores al no ofrecerles garantías de seguridad industrial. En los últimos años tres trabajadores han muerto al realizar sus tareas: Fabián Muñoz, Holger Fajardo y Rodolfo Baño. Los trabajadores dicen que el sistema está a punto de colapsar por falta de mantenimiento y por caducidad. 

La viuda de Fabián Muñoz, quien tiene dos hijas menores de edad, reclama por un contrato para sostener a su familia, “el gerente mete a mucha gente y por qué no me dio a mí un contrato para mantener a mis hijas”. La afirmación tiene su base legal en el contrato colectivo, en lo que tiene que ver con la homologación de puestos, que no es otra cosa que la sustitución de un trabajador fallecido por un familiar. 

Los trabajadores denuncian que de los 230 contratos ocasionales firmados en la EERSA gran parte han sido beneficiados familiares de algunos accionistas, aunque no precisaron nombres; o han sido parte de un botín político, uno de ellos es el referente al cargo de Jefe de la Unidad de Medio Ambiente, que hoy es ocupado por un hijo del prefecto Alfonso Burbano. El consejo provincial es el segundo mayor accionista de la EERSA. Alvear, sobre el tema, señala que Burbano ganó el puesto mediante un concurso interno y externo, “siempre se cumplió con los procedimientos establecidos en el contrato colectivo, los trabajadores que integran el comité obrero-patronal dieron fe de esos procedimientos”. Pero los hechos señalarían lo contrario: nunca hubo concurso para llenar la vacante, según fuentes confiables. 

La relación obrero-patronal es más crítica todavía cuando el gerente inició el proceso para despedir de la empresa a tres dirigentes sindicales, incluido el secretario general. 

La remodelación: un misterio

El proceso de remodelación del edificio de la empresa eléctrica Riobamba continúan en el misterio. Paco Andrade dirigente de los trabajadores y por lo tanto miembro del directorio de la empresa no conoce el proceso que se llevó a cabo en esta remodelación.

Las dudas van desde la misma contratación, hasta la fiscalización de la remodelación. La obra fue hecha mediante administración directa y según Nicolás Alvear, esto le significó un enorme ahorro para la empresa; pero ¿por qué la negativa de informar a un miembro del directorio?

El 2 de julio de este año, Andrade solicitó nuevamente al diputado Guillermo Haro su intervención. Pidió que el legislador preguntara a Alvear sobre todo el proceso de contratación, “en razón de que el indicado funcionario (gerente) no ha dado respuesta a nuestros requerimientos”. Este Diario, el 3 de junio, también preguntó a Alvear sobre cuál fue el proceso de contratación y el costo de la remodelación del actual edificio de la EERSA. Recibimos como respuesta que “se observó todos los procedimientos vigentes de la institución”. El costo, se anota, fue de 405.585,40 dólares.

Según Andrade en ese rubro estaría incluida la compra de mobiliario por 168 mil dólares a la empresa ATU, cuando en un directorio anterior se negó la adquisición de estos muebles por un monto de 127 mil dólares, “el se aprovechó del cambio de directorio para hacer el contrato con ATU, habiendo mano de obra y fábricas locales”. Punto aparte es la persona beneficiada con algunos contratos. La arquitecta Marcia Chávez fue una de las profesionales que ejecutó obras de remodelación y que los trabajadores señalaron como familiar de Alvear. El aludido respondió: “Yo soy Alvear Haro y ella es Chávez Vallejo”. 

¿Desliz o corrupción?

El Art. 16 del capítulo VI del Reglamento de la Empresa Eléctrica Riobamba, señala que ningún directivo, funcionario o trabajador podrá contratar con la misma Empresa. La norma legal fue inobservada precisamente por quien debió haberla respetado o hacerla respetar: el asesor jurídico, Wilson Rojas. En efecto, en agosto del 2000 el gerente, Nicolás Alvear, firmó una orden de compra de 8 tacos de dinamita y quien vendió ese material fue el asesor jurídico, quien ingresó la dinamita a la bodega el 29 de agosto, poco después recibió el cheque. El monto de esta dudosa transacción fue de 43 dólares, una minucia si tomamos en cuenta los grandes gastos que tiene la EERSA. La pregunta es: ¿si la Ley es irrespetada por un monto tan bajo, qué pasa cuando se manejan montos altos? Nuevamente se hace evidente la realización de una auditoría externa. 

Reportaje publicado en Diario La Prensa el 24 de julio del 2003

NIÑOS GOMEROS

Los delitos en el mundo de los menores

En cuestión de segundos un grupo de niños robaron la radio de un auto estacionado en el Parque Sucre. Uno de ellos se apostó en alguna esquina sirviendo de "campana", mientras que los otros procedieron a romper la ventolera, abrir la puerta y sacar el aparato a la velocidad de un rayo. Poco después el propietario se encontró con la sorpresa. 

Pero no todas las veces el "trabajo" resuelta bien y es cuando uno de los niños o adolescentes es capturado. Ahí son llevados ante la autoridad competente para ser juzgados. Para Lenin López, procurador de la Niñez y la Adolescencia, no es raro encontrarse con los mismos rostros cada vez que le traen a un niño o adolescente infractor, al contrario, es muy frecuente. Él dice que los niños / as y adolescentes que cometen algún delito saben muy bien que no pueden ser detenidos, "prácticamente cometen sus actos delictivos con la mayor tranquilidad", asegura.

Las cifras señalan que los delitos más comunes son aquellos que tienen que ver contra la propiedad, luego estarían los delitos sexuales y lesiones. López dice que la práctica ha demostrado vacíos en el actual Código de la Niñez y Adolescencia. Uno de estos vacíos tiene que ver con las medidas que se toman en el caso del adolescente infractor. Por ejemplo, a un joven se le ordena presentarse cada semana ante el juez, pero eso no se cumple, "ese tipo de niños y adolescentes con problemas de entorno y hogar difícilmente van a cumplir", señala López. 

El grupo de niños de  0 a 12 años de edad que comete algún delito en Riobamba está aumentado y, frecuentemente, algunos de ellos son denominados como "niños gomeros", es decir, se dedican a inhalar cemento de contacto en algunos lugares de la ciudad. El problema entonces no sólo es de justicia, sino social pues no existe un lugar para atender a los menores. 
María Teresa Vallejo, Trabajadora Social del Juzgado de Menores, reconoce que no existen unidades de rehabilitación que presten garantías, "siempre salen y vuelven a reincidir". La experiencia de Vallejo nos dice que niños infractores de antes son delincuentes de ahora, "incluso me he encontrado en la cárcel con algunos de ellos, a quienes conocí como niños. Mi pedido es buscar medios para crear un espacio de rehabilitación". 
 Los niños / as y adolescentes infractores son producto de las "familias disfuncionales", que no es otra cosa que aquellos hogares con graves problemas de comunicación, afectividad y desintegración". Incluso hay padres que actúan como instructores de cómo cometer un delito, "los niños son influenciados por adultos de su entorno familiar, que se desenvuelven en niveles de pobreza". Sin embargo, han existido casos de menores infractores que provienen de estratos económicos medianos y altos, "el hecho delictivo no tiene clase, pero la mayoría proviene de hogares pobres", dice. 

María Teresa Vallejo señala su preocupación porque últimamente han tenido que tratar casos como tenencia de drogas, muerte y violación, "me preocupa el Código de la Niñez, pues es muy contemplativa con aquellos que infringen levemente, eso da lugar a que ingresen a los centros de rehabilitación. A medida que ingresan van perfeccionando y terminan en estos casos graves". 

La migración sería otro factor que incentiva a la niñez y adolescencia para que incursione en los delitos. El alejamiento de los padres provoca que los hijos no tengan una orientación debida, los niños están al cuidado de sus abuelos o sin ningún tipo de protección entonces es fácil deducir sus acciones. "Es un fenómeno que causa graves problemas que genera chicos alcohólicos o drogadictos. Son chicos que tienen dinero y que no saben valorar y que malgastan. Tienen carencia de sentimientos y estados de soledad que les conduce a esos vicios", señala la trabajadora social.

Los niños gomeros no tienen un centro

Ni los menores infractores de 0 a 12 años de edad, ni los "niños gomeros" tienen un centro donde puedan ser atendidos por especialistas. Varios organismos promueven la creación de ese centro, "estamos empeñados en que ellos reciban la ayuda que necesitan. No es cuestión de internarlos en un lugar sino procurar su reinserción social", explica López. 

María Teresa Vallejo coincide con esa apreciación, "el medio que rodea a estos niños es nocivo. Se debe trabajar con las familias a fin de desarrollar potencialidades positivas".

Otra tarea es educarlos, pues estos niños tienen un alto nivel de analfabetismo. El financiamiento debería provenir de todos los organismos que trabajan por la niñez o de alguna fundación. El Centro de Internamiento Mano Amiga acoge a los adolescentes de 12 años en adelante que han transgredido la Ley. 

La ley lo dice

El Código de la Niñez y Adolescencia prevé la inimputabilidad de los niños de 0 a 12 años de edad, es decir, este grupo no es responsable por lo que hace. En estos casos los padres deben responder por lo que sus hijos hacen. Desde los 12 años hasta los 18 se considera al individuo como adolescente y ellos son penalmente inimputables, es decir, que están sometidos al Código de la Niñez y no a las leyes de los adultos.

"Mi hijo ya no anda en la droga"

Un televisor y un DVD al parecer son los objetos más preciados de Azucena Silva, una madre soltera de 36 años de edad. Pero también lo es su pequeño Ángel de 12 años de edad, a quien las autoridades de la niñez y la adolescencia lo han juzgado dos veces por robo. Azucena dice sentirse culpable por su hijo, "es una realidad que no puedo tapar con un dedo", dice, al tiempo de reconocer que pudo haber sido culpa suya, "cuando llegaba del trabajo, sino veía algo bien lo golpeaba con lo que encontraba, eso posiblemente le afectó". 

Para esta familia conformada por Azucena y sus cuatro hijos, la vida no ha sido nada fácil. Ella se dedica a limpiar zapatos en el parque Maldonado, mientras que Ángel quedaba al cuidado de sus hermanos menores, "él reconoce que ha sido como un padre para ellos y por eso dice que tiene que darles ejemplo". Sin embargo, las actuaciones del pequeño no parecen ser de las mejores, pues cada semana tiene que presentarse ante el juez de la niñez y adolescencia. 

Pero hay algo más grave. Ángel desde hace algún tiempo se dedica a inhalar cemento de contacto. Su madre reconoce esa realidad pero tiene la esperanza de que ya no, "antes, cuando estaba en la droga, andaba sucito, pero ahora veo que ha cambiado". Azucena relata que el día para el "angelito", como lo apodan en Mano Amiga, empieza y termina en la calle, "cuando andaba en la droga ni siquiera venía a dormir". Como toda madre sentía angustia por lo que podía sucederle a su pequeño hijo por lo que salía en las noches y madrugadas a buscarlo. Ángel también es asiduo visitante de las "fichas", es decir los juegos de nintendo, "incluso piensa en cedularse pues no le creen que tiene doce años de edad, pues es bajito", dice su madre con resignación. 

Pero esta mujer ve una luz al final del túnel. El pequeño Ángel a pesar de no llevarse bien con su padrastro, que es carpintero, ha decidido aprender el oficio, "de esa forma puede defenderse en la vida, pues él no terminó la escuela y no quiere ni oír regresar a estudiar". Azucena ha sacado una valiosa conclusión: "yo entiendo que por mi maltrato el Ángel se reveló". Para ella su hijo es lo más valioso, "yo por él soy capaz de cualquier cosa".

 Niños gomeros en La Estación
El 9 de junio, la vida de los "niños gomeros" se reveló en Riobamba. La noche de ese día se montó un operativo conjunto entre la Policía Especializada en Niños, Dinapen; el Juzgado de la Niñez y la procuraduría de los adolescentes infractores. Una cámara de video fue colocada frente a la Estación del Ferrocarril, en el centro de la ciudad. Ese lugar permanece semiabandonado, pero al llegar la noche es ocupado por menores de edad, quienes con un tarro de solución y una funda plástica inician su viaje a lo irreal.
 Luego los menores son protagonistas de actos vandálicos y hechos delictivos, "a los borrachos les bajan todo lo que tienen", comenta una moradora del lugar. Los propietarios de los hoteles también han sido víctimas del vandalismo. Esa noche son detenidos seis menores de edad.

Según María Teresa Vallejo, la situación de estos menores es mucho más grave de lo que parece, "están expuestos a varios factores de riesgo como el alcoholismo, las violaciones y su introducción en el mundo delictivo". Según la funcionaria, el video servirá como un documento a fin de buscar presupuesto e instaurar un lugar para tratar a estos menores, "ellos son los que más necesitan un lugar. Si ahora no tomamos una alternativa de desarrollo pronto se convertirán en drogadictos y delincuentes". 

Vallejo agrega que otro grupo en riesgo son los "niños betuneros", quienes trabajan todo el día en parques y calles para luego inhalar cemento de contacto, "tenemos que trabajar con la familia pero para eso necesitamos un lugar específico". Según la Procuraduría de los Adolescente Infractores, existirían entre 20 a 25 niños de 9 a 12 años de edad que se han convertido en "niños gomeros". Esta oficina, adscrita a la fiscalía, trabaja conjuntamente con la DINAPEN en la identificación de los lugares donde se drogan los infantes. Lenín López coincide en la necesidad de dotar de una infraestructura adecuada para estos niños, "si no tomamos correctivos, esto puede generar situaciones peores como la presencia de pandillas", señala. El tema preocupa a las autoridades, pues los índices delictivos de menores de edad en la ciudad han crecido. "Creo que podríamos rehabilitar a los niños gomeros y darles una mejor expectativa de vida", señala López. 

Mano amiga, otra historia

Dieciséis  adolescentes infractores son los actuales habitantes de la Fundación Mano Amiga. Un Centro de Internamiento para aquellas personas que han cumplido más de 13 años de edad y que, lamentablemente, han cometido alguna clase de delito. 

El lugar tiene tres bloques, uno dedicado a la parte administrativa, otro a los dormitorios y un tercero para las actividades de los menores. En los dormitorios hay un televisor que, al parecer, es el único entretenimiento de los jóvenes, aunque algunos de ellos juegan a las cartas. Con entusiasmo posan para una foto. Los grandes deciden donde deben ubicarse los pequeños. En el tercer bloque encontramos a David, un niño de 13 años de edad, quien es el más interesado en cuidar de los cuyes y conejos que se crían en el lugar, "es una terapia ocupacional", señala Judith Benítez, una educadora popular, que trabaja en la rehabilitación de los muchachos.
 A más de la crianza de especies menores, en Mano Amiga también existen talleres de carpintería y manualidades. Incluso los varones aprenden a bordar y a realizar adornos, posiblemente de esa manera disipan su mente, mientras permanecen en el lugar. Benítez, se admira de la habilidad que tienen  estos jóvenes para aprender, "captan muy rápido, es increíble, por ejemplo les he enseñado a bordar y lo hacen muy bien". El objetivo es lograr que los jóvenes tengan una verdadera rehabilitación, "han existido casos en que estos conocimientos adquiridos les ha servido para salir de esta vida", explica Benítez.
 Sin embargo de estos esfuerzos Mano Amiga, tiene asiduos habitantes. El Código de la Niñez y Adolescencia, señala cortos períodos de internamiento para un menor que ha cometido un delito leve, por lo que en esta fundación, los menores infractores "entran y salen". "La mayoría de las veces trabajamos con caras conocidas", dice la educadora.
 Lucy Guambo, psicóloga de Mano Amiga, es otra de las profesionales que coincide en señalar que gran parte de la rehabilitación de estos jóvenes es responsabilidad de sus familias, "es el origen de los problemas, pues en su casa hay violencia, alcoholismo, abandono, migración, pobreza, hacinamiento, una serie de situaciones que desencadena este mal comportamiento". Guambo, quien ya trabaja dos años con los menores, explica la tarea de la Fundación, "lo primero es tranquilizarles, si es que viene por primera vez. Luego tenemos una entrevista de orientación con los familiares y el menor". Estas charlas se extienden por algún período dependiendo de la gravedad del caso, incluso cuando el menor ha salido de Mano Amiga, "lamentablemente menos del 50% de las familias regresan para seguir con este programa", añade la psicóloga. 

TESTIMONIO

"No tuve el cariño de mi madre y por eso seguí esta vida"

"Jorge", es un joven de 16 años de edad y está acusado de asesinato. Las cicatrices de su cara y brazos delatan el rigor con que la calle trata a estos jóvenes. Como es de suponer no es la primera vez que está en Mano Amiga. Es un chico tranquilo, aunque esa apariencia nos puede engañar.

¿Cuándo fue la primera vez que te detuvieron?

Desde los ocho años. Soy de aquí de Riobamba. Me críé sin mis papás, porque ellos se separaron cuando tuve cinco años. Yo vivía con mi papá, y mi mamá se fue a vivir en Quito. No le conocí a ella hasta ahora. Mi papá es alcohólico y como no tenía un cariño de madre por eso seguí esta vida.  

¿Qué empezaste hacer a los ocho años?

Empecé por robar para sobrevivir porque no tenía el apoyo de mi familia, vivía solo. No tenía para comer y tenía que robar.

¿Te has dedicado a la droga?

No me gusta el cemento de contacto, solamente la marihuana, pero no exageradamente. Sólo fumo de vez en cuando, no me gusta mucho la droga. 

¿Piensas dejar la droga?

Desde hace seis meses. Cuando estuve en la calle dejé tres meses y tres meses que estoy aquí (Mano Amiga). Ya no me gusta la droga. 

¿La droga te ayudaba para cometer delitos?

No, nada, era sólo un pasatiempo.

¿Cuál fue tu primer delito?

Robé el radio de un carro. Yo he estado varias veces aquí en Mano Amiga. 

¿Has robado domicilios?

De todo. He asaltado a las personas en los parques.

¿Y el asesinato del cuál te culpan?

No he cometido ese asesinato que me están culpando. Yo soy inocente. Ni le conozco al que se ha muerto. 

¿Tú perteneces a alguna pandilla?

Yo no pertenezco a ninguna pandilla. Yo vivo solo y estoy solo. Hay grupos 10 y 12 muchachos de 8 y 9 años de edad.

¿Por qué tienes tatuajes?

Yo me hice en Guayaquil. Me fui a esa ciudad a trabajar cuando tenía 10 años y me hice estos tatuajes. Yo pensé que me iba a salir pero no. 

¿Y esos cortes?

Cuando caí preso en la correccional de Guayaquil.  Estaba loco porque estaba preso en otra ciudad. Me corté para que me manden acá. 

¿Qué piensas para el futuro?

Sé que cualquier rato voy a cambiar cuando salga. Me voy a dedicar a trabajar porque esta no es buena. Se sufre demasiado y ha veces estoy preso por algo que no he cometido. Voy a dedicarme a trabajar, a mí me gusta la carpintería.

*Reportaje publicado en la Revista Opinión de enero del 2004. 

¿Cómo tratar a un niño / a o adolescente especial en un colegio regular? Al parecer esa es la pregunta que muchos maestros se hacen a la hora de enfrentarse con estos casos en sus aulas. El Ministerio de Educación emitió un programa de integración de niños / as con necesidades educativas especiales a la escuela regular, pero al parecer faltaría un elemento indispensable: la capacitación. 

El caso se destapó en uno de los planteles de la ciudad de Riobamba, cuando Adriana Usca Godoy, estudiante del primer semestre del nivel Superior del Instituto Vicente Anda Aguirre, quien es invidente, decidió denunciar su situación, "el profesor de matemáticas me pide las pruebas por escrito, pero no considera que tengo mi incapacidad visual", señala Usca. La actitud del maestro sería de desconfianza pues no admite las pruebas en braille ni su interpretación por una tercera persona.  El caso fue conocido por el vicerrector del plantel Wladimir Lescano, quien admite que los profesores del Instituto no están preparados para tratar casos como estos, "yo conversé con el profesor y él me dijo que estaba desorientado respecto a cómo tratar estos casos.
Él no ha recibido una capacitación sobre el tema". Lescano busca una salida: "tendríamos que buscar un instituto superior que enseñe matemáticas para invidentes y convalidar sus calificaciones". La preocupación de Adriana Usca por sus estudios no es menor a la de cualquier estudiante y más cuando lo hace gracias a un crédito educativo ya que su condición económica no es de las mejores, "si esto sigue así la única perjudicada soy yo. No quiero causar molestias... pero mis notas están en blanco".  

Magdalena Ortiz, vicerrectora del Instituto Isabel de Godín, dice que la inclusión de estas alumnas especiales en la educación regular busca no excluirlas de la sociedad, "son tan personas como nosotros y necesitan ser atendidos y escuchados como iguales, no subestimando su condición". En el Isabel de Godín el tema se trata inicialmente a nivel de juntas de curso, "no podemos evaluar a una estudiante normal con otra que tenga alguna dificultad física". Luego se decidió firmar un convenio con el Patronato Municipal, "para tratar el tema con psicólogos clínicos y educativos estableciendo un equipo multidisciplinario", explica Ortiz. 

La prueba de esta acción es Nataly Cedeño, una niña que cursa el noveno año de básica y que sufrió un accidente con daños cerebrales, lo que a su vez le provoca problemas en su motricidad, "estoy bien, siento el cariño de mis compañeras", explica con voz baja y un tanto nerviosa. Nataly quiere que la traten como una niña normal y al parecer lo está consiguiendo.
 Como se puede imaginar esta tarea no es fácil pues se requieren de varias acciones. Según Susana López, trabajadora Social del Departamento de Bienestar Estudiantil de ese mismo colegio, lo primero es la sensibilización de los padres y maestros, "muchos papás tratan de ocultar una realidad que tiene sus hijos, seguramente por el qué dirán". Luego de este reconocimiento es necesario trabajar con los maestros quienes reciben capacitación sobre esta problemática, "queremos que nuestros compañeros maestros sean solidarios en la práctica, podemos ser maestros especiales. Creemos que hemos logrado mucha sensibilización", dice López. La experiencia, a criterio de la trabajadora social, es muy enriquecedora, pues recuerda la verdadera vocación del maestro, "nos vamos haciendo más humanos y nos recuerda que estamos para esto, para servir y para que estos niños se involucren en la sociedad". Al final Nataly y otras niñas como ella buscan relacionarse con la sociedad, aprender a solucionar sus problemas por ellas mismas. Adriana Usca lo recuerda: "no quiero ser un problema para nadie". 

xxxxxxxxxxxxxxxxxx

Eugenia Ochoa, pedagoga, es madre de una niña especial quien nació con craneocinostosis, lo que a la final le provocó una pseudo epilepsia que es tratada hasta la actualidad. La niña tiene problemas de aprendizaje y por eso Eugenia se decidió por la pedagogía, "para mí ha sido un reto...  traté de combinar mi experiencia como madre y la aspiración de ayudar a otras personas". 

La pedagoga dice que lucha para que los niños / as y adolescentes especiales sean incluidos en la educación regular, pues hay limitaciones sociales y escolares, "me ha tocado luchar mucho, es hiperactiva y muchos confunden con mal comportamiento". Su hija terminó la primaria en cinco escuelas, ahora ya está en quinto curso, "es una labor dura, ardua requiere estar ahí. A ella la cuido más que a mi bebe de tres años".

Mariela V. también tiene una hija de 12 años con problemas de aprendizaje, causadas por una enfermedad respiratoria apenas nacida, "me dijeron que al pasar los años tendría estos problemas, pero no voy a darme por vencida". La constancia de estas dos madres es tal que no se descuidan un solo momento de sus hijas, su presencia en el colegio así lo dice. 

xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx

"Una cosa es contarle y otra vivir el momento". Así lo describe Eugenia Ochoa cuando sufrió el marginamiento de ciertas escuelas que le cerraron las puertas, "No he tenido apertura especialmente en los colegios católicos, en donde se pregona la religiosidad, el amor y la solidaridad”. Los niños con estos problemas requieren una individualización en su educación y al parecer en esos planteles hay una masificación.
 Mariela coincide en esa apreciación, pues dice que tuvo a su hija en varios colegios religiosos en donde nunca la ayudaron. Niñas como María Fernanda Montero hija de Eugenia, quien sufre de epilepsia, dice que siente el apoyo de sus maestros en el Isabel de Godín, "entienden mi problema, me he sentido muy bien". María Fernanda es una niña participativa, "me encanta incluirme con la gente para sentirme mejor". Para ella su madre es un ejemplo, "yo le admiro mucho a ella". 

xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx

Carla, cursa el Segundo de Bachillerato en la especialidad de contabilidad y según los médicos está a punto de dar a luz. Ella tiene 18 años de edad y afortunadamente tiene el apoyo de sus padres y maestros. La encontramos en la cancha de básquet participando del campeonato interno, "se han portado buenas gentes hasta ahora". Dice que ha compartido su experiencia con otras alumnas que ahora son mamas, "me dicen que es bonito, pues solamente piensan en el bebe".  

El apoyo de los padres de Carla la impulsan a pensar en un futuro profesional, pues luego de graduarse se inscribirá en la Politécnica de Chimborazo, "quiero salir adelante por mi bebe". Carla sabe que su vida no va a ser igual pues ahora tiene una responsabilidad. Llora aunque no precisamente porque vea un futuro triste.
 Este es uno de los siete casos de madres adolescentes embarazadas que estudian en el Colegio Isabel de Godín y que, en algunos casos, provienen de otros colegios. Susana López, explica que este centro educativo ha tenido que vencer varias dificultades para no excluir a estas alumnas, "muchos piensan que son un mal ejemplo o una mala influencia. Nosotros consideramos que es una decisión y frente a eso tenemos que apoyarles". En efecto, las jóvenes embarazadas han sido un referente para las demás chicas pues las orientan y guían sobre el drama que tuvieron que vivir, "es un espacio de reflexión para medir las consecuencias y por ello tenemos un bajo nivel de embarazadas".

Susana López dice que no hay que tapar el sol con un dedo al referirse que las adolescentes embarazadas, cuando se pasan de colegio, lo hacen de establecimientos religiosos, pues son excluidas, "para cuidar la reputación del establecimiento", según los padres de las chicas.

Magdalena Ortiz, vicerrectora académica, no ve motivo para esa exclusión, "no será solamente una persona la que saldrá a sufrir sino dos. Ellas deben prepararse para forjarse un futuro". Ortiz dice que permitir el ingreso de estas chicas no ha sido fácil, pues  ha sido un proceso en donde se vencieron varias opiniones negativas, "ahora se lo ve como algo normal y natural".

      El Colegio Isabel de Godín tiene convenios con el Ministerio de Salud con el fin de capacitar a estas estudiantes en alimentación prenatal y terapia familiar. Las alumnas tienen un trato preferencial a la hora de receptar exámenes, pues su estado de embarazo así lo exige. También se trabaja con las compañeras de aula de las chicas embarazadas. 

¿Cuántos árboles quedan en Chimborazo?
Esta es una pregunta, que  muchos técnicos no pueden contestar. Instituciones como el Consejo Provincial y el Distrito Forestal no manejan estadísticas sobre este tema. Lo que sí es evidente es que el recurso forestal de la provincia constituido en su gran mayoría por bosques cultivados ha sufrido una disminución, especialmente desde 1994 en que se abrió la exportación de madera a países como Japón.

La Ley Forestal y de Conservación de áreas naturales y vida silvestre, es un instrumento que en algunos casos solo ha servido para el control de la salida de la madera, pero no para la reposición de este recurso. En un momento dado Chimborazo podría tener graves problemas en lo que respecta a este recurso. Incluso autoridades como el prefecto provincial han planteado un estado de emergencia forestal. En lo que respecta a los bosques nativos -que no han sido sembrados por el hombre-, las autoridades del Ministerio de Medio Ambiente reconocen que estos existen en mínima cantidad, siendo este dato un termómetro de la realidad forestal de Chimborazo. A todas luces no se observa un intento serio de reponer este recurso. Todos hablan del medio ambiente y de la conservación de la naturaleza, pero ¿qué tanto se ha hecho?

Un gran negocio llamado madera

Según una normativa general y que consta en la Ley,  se señala que por cada árbol que se tale se tendrá que reponer dos. Esto con el fin de preservar un valioso recurso como es el bosque. En este año, según cifras del Ministerio del Ambiente, se comercializó un total de 151 mil 447 metros cúbicos de madera. Si calculamos un promedio de 250 metros cúbicos por hectárea esto quiere decir que se talaron unas 605 hectáreas de bosque. Si tomamos en cuenta la normativa, se descubre que se debieron haber sembrado 1210 hectáreas, con la plantación de un millón 210 mil plantas.

Sin embargo, aquí cabe una explicación muy importante. Víctor Hugo Bodero, jefe del Distrito Forestal, señala que el 90 por ciento de la explotación forestal que se realiza en la provincia corresponde a bosques de eucalipto, una especie que se conserva, mediante los rebrotes los que, manejados convenientemente, reemplazan a los árboles cortados. “En el eucalipto casi hay un aprovechamiento racional o sustentable y siempre se va a aprovechar, haciendo cortes nuevos”, señala el funcionario. 

Sin embargo hay quienes no comparten esta opinión, Carlos Falconí, gerente general de Empresa de Desarrollo Forestal EMDEFOR señala que existe un problema forestal que no se ha tratado con seriedad. Falconí considera que el Ministerio del Ambiente no ha incentivado programas de forestación, capacitación y concientización, “El Ministerio no tiene siquiera un vivero de plantas”, argumenta.

Roque García, Director de la Escuela Agroforestal de la Politécnica de Chimborazo, considera que el tema forestal en la Región Central es preocupante, pues en los últimos años ha existido un aprovechamiento de bosques, sin su respectiva restitución, “esto crea variaciones climáticas, que bien podrían atribuirse a la deforestación”.

Luis López, presidente del Centro de Estudios y Acción Social, CEAS, una de las instituciones preocupadas en el tema, considera válida la relación árboles-clima. “Día a día se observa la tala indiscriminada de los bosques... es necesario forestar para mejorar el medio ambiente... hoy se ha deforestado tanto que hemos tenido un verano fuerte”, indica. Los técnicos consultados, basan sus aseveraciones en los grandes trailers que salen de la provincia. Estudiantes de la Facultad Agroforestal, llegaron a contar más de una decena de camiones que salen diariamente. 

Desde 1994, talar madera se convirtió en un buen negocio. Las exportaciones a Japón se incrementaron considerablemente y el precio de este bien se cotiza en dólares. Un camión de 12 llantas lleva aproximadamente 70 metros cúbicos de madera, la cual se cotiza según la oferta. Este mes, por ejemplo, el m3 tiene un precio de 9 dólares, pero a mitad de año esta cifra podría subir hasta los 16 dólares. En julio de 1999, la madera se llegó a cotizar en 20 dólares el metro cúbico.

El incremento en la explotación de los bosques se evidencia al comparar el número de proveedores o intermediarios de madera. Antes de 1994, existían menos de diez proveedores; ahora esta cifra se pudo haber incrementado a más de 150. Los proveedores son personas que se dedican a la compra y tala de bosques, para luego entregar la madera a fuerte compañías como Alpaca y Expoforestal. Cada proveedor tiene una cuadrilla de 6 trabajadores, con el contratista. La cuadrilla  corta y procesa unos 100 metros cúbicos de madera a la semana.

La madera que se fue

En 1997 

En hectáreas

* 148.037.53 m3
592

En 1998

**  224.188.51 m3
896

En 2000

151.447 m3

605***

*
Corresponde a dos compañías Expoforestal y Alpaca.

**
Corresponde a los seis primeros meses del año.

***
El número de hectáreas se deriva tomando en cuenta que cada hectárea produce 250 metros cúbicos de madera. Roque García, de la ESPOCH considera que esta cifra puede ser mayor.

Muchas palabras, pocos árboles

Desde que terminó el convenio de reforestación de la Sierra Central, con financiamiento del BID, no ha existido una iniciativa parecida. Este Convenio planteó una meta en Chimborazo de 10 mil 800 hectáreas de cultivo con pino y eucalipto. Para tener un convenio similar haría falta nuevamente un préstamo internacional. Víctor Bodero señala que se ha planteado esta alternativa ante Japón u organismos internacionales, “pues existieron solicitudes pendientes por atender, que suman alrededor de unas diez mil hectáreas”. Esto develaría que existe un interés particular y comunal de sembrar árboles.

De todas las fuentes consultadas se desprende otra realidad. No se conoce con exactitud, cuantas hectáreas se sembraron en este año, y de qué especies. Los datos aislados son presentados en un cuadro referencial, a excepción de la Brigada Blindada Galápagos, que dice tener el vivero forestal más grande de Chimborazo.

Otro tema pendiente es el Convenio firmado en junio del 2000 entre el Ministerio del Ambiente y el consejo provincial de Chimborazo para proteger las cuencas de los ríos. Cada institución aporta con mil millones de sucres. El Ministerio del Ambiente, dice tener el dinero, pero reconoce que aún falta elaborar un estudio técnico para viabilizar el convenio, instrumento que debe ser elaborado por el mismo Ministerio.

Otra iniciativa es la estructuración de la Corporación Permanente de Gestión Ambiental, creado hace aproximadamente dos años. El organismo prepara sus estatutos a fin de adquirir su reconocimiento legal. En otro convenio, entre la Brigada y el consejo provincial, se prevé la siembre de dos millones de plantas para el 2001. Finalmente la ESPOCH y la EERSA mantienen un convenio para la protección de la cuenca del Río Blanco, con la siembra del 60 % de plantas nativas y 40% de plantas exóticas como el pino y el eucalipto.

Como hemos anotado, las acciones han sido aisladas, por parte de los organismos que tienen que ver con la forestación. No existe un banco de datos que indique, qué está pasando con la forestación.

Las plantas sembradas

EMDEFOR


-de 200.000 plantas

*Consejo provincial

1.500.000 plantas

**CEAS


1.000.000 plantas

Brigada Galápagos

No hay dato

*En convenio con la Brigada

**En su mayoría plantas nativas

El bosque nativo: un espejismo

Bosque nativo, es aquel que no ha sido sembrado por el hombre y que ha persistido a través de los años. Al parecer en la provincia existen poquísimas zonas que poseen este valioso recurso, pues la gran mayoría de estos bosques han sido talados para incorporar sus tierras a la agricultura y en muchas ocasiones introducir bosques artificiales, es decir, para la introducción de árboles exóticos (pino, etc.).

Es indudable que hoy más que nunca se reconoce el valor de los bosques nativos, ya no desde el punto de vista maderero, que desde hace mucho tiempo ha venido prevaleciendo, hoy por hoy, se considera con mayor importancia su contribución en productos no maderables (plantas medicinales como horquillas, bromelias, frutos comestibles, fuente de materia prima artesanal, leña, herramientas de agricultura, etc.). 

Adicionalmente los bosques nativos han adquirido mayor importancia por su función en la producción de agua de calidad, producción de oxigeno, captación y almacenamiento de carbono, protección de suelos, conservación de la biodiversidad y utilización como espacio para el ecoturismo y la investigación.

El reconocimiento de las ventajas en producción sostenible y en la prestación de servicios ambientales es cada vez más creciente en el conjunto de la sociedad, originando esfuerzos normativos y tecnológicos que permitan frenar la agresiva destrucción de estos bosques, (de los cuales no quedan más que relictus) y propicien su manejo y regeneración.

En este desafío juega un papel fundamental la presencia de las comunidades, en las que debe recaer la formulación y ejecución de planes sostenibles de manejo, con el acompañamiento de extensionistas forestales y la concertación de otros actores de la conservación y el desarrollo.  

Chimborazo necesita viveros

En el tema forestal existe una luz al final del túnel. Al parecer hay una enorme demanda por sembrar árboles así lo demuestran afirmaciones de técnicos del consejo provincial y del CEAS, que señalan que sus viveros no se dan abasto. En el caso de la cámara provincial, este año la Brigada les entregará un millón y medio de árboles y “es sólo para cumplir con compromisos anteriores”, señala Carlos Manya, técnico de proyectos. Concomitante a esta acción se piensan formar viveros comunales con plantas nativas, para el “consumo doméstico” de cada comunidad.

En lo que respecta al CEAS, quienes poseen el más grande y antiguo vivero forestal, se especializan en el cultivo de plantas nativas, diariamente reciben por lo menos dos solicitudes de diversas comunidades. Esta institución produce más de un millón de plantas por año y aún así no alcanzan a cubrir las solicitudes. Entre las plantas nativas que producen está el quishuar, el llínllin, el cedro y el motilón

Los datos de Chimborazo

Se calcula que el patrimonio forestal de Chimborazo es de 26 mil hectáreas.
El bosque natural ocupa -siendo optimistas- 5 mil hectáreas.
En este año se han incorporado al Registro Forestal 1.922 hectáreas.

890 hectáreas pertenecen a plantaciones particulares.
90 % de los bosques explotados son de eucalipto.
En este año se ha otorgado 3.538 guías de movilización.
En Chimborazo se podrían sembrar 200 mil hectáreas con bosque.
EMDEFOR: Una polémica forestal

La Empresa de Desarrollo Forestal, EMDEFOR fue creada en 1980 para propiciar la forestación en el Ecuador, especialmente en la Región Central del país. Su paquete accionario esta conformado en su mayoría por el Banco Nacional de Fomento, que posee el 95,49 %; CREA, con el 2,65%; el consejo provincial con el 1,33% y otros organismos en mínima proporción.

En 1988 se celebra un Convenio de Préstamo entre el Gobierno del Ecuador y el Banco Interamericano de Desarrollo BID, con la finalidad de reforestar la Sierra Central. El mecanismo para ejecutar este Proyecto estaba formado por tres componentes: El BID que financiaba el Proyecto, el ex-INEFAN, hoy Ministerio del Ambiente, que fiscalizaba los trabajos y EMDEFOR como entidad ejecutora.

En septiembre de 1997, el ex-INEFAN decide terminar unilateralmente el contrato, debido a presuntos incumplimientos por parte de EMDEFOR. Víctor Bodero, señala que esta empresa sobredimensionó las hectáreas que sembró. “Nos encontramos que hay plantaciones que tienen un 35, 40 o 60 % de prendimiento de planta, cuando el compromiso era del 80%”. El funcionario señaló además que la superficie sembrada registrada en los informes y verificada en el campo no coincidía en algunos casos. Esto motivaría una desconfianza en la superficie real que se sembró.

Bodero informó además, que cuando se terminó el contrato, se determinó que EMDEFOR tenía que cubrir un faltante en inversiones de 5 mil 287 millones de sucres. “A nivel de todo el Proyecto hablamos de unas 4.800 hectáreas”. Una cifra representativa, si tomamos en cuenta que el proyecto planteaba la reforestación de 18 mil hectáreas, repartidas en Tungurahua, Chimborazo y Bolívar. Sólo en nuestra provincia se dijo, se plantaron 10 mil 800 hectáreas, con eucalipto y pino.

EMDEFOR por su parte no acepta estas presuntas irregularidades. Carlos Falconí, gerente de la Empresa es enfático en señalar que EMDEFOR sí cumplió. “Después de ocho años en los cuales se ejecutó el Proyecto se quieren inventar cosas que no han existido. Esta evaluación tiene por objetivo retenernos una garantía por más de mil millones de sucres, que nosotros tenemos en el Banco Ecuatoriano de la Vivienda”.

Falconí atribuye la crisis que vivió EMDEFOR a la terminación unilateral del contrato, “pues nos dejaron con una producción de dos millones de plantas, material de trabajo en el campo, mano de obra no pagado y liquidaciones pendientes a los trabajadores, más o menos son unos 1.800 millones de sucres que el ex-INEFAN no ha reconocido hasta el momento a la Empresa”

Adicionalmente existe otro problema entre estas dos entidades. Antes de emprender en las labores de forestación se firmaba un convenio entre los propietarios y el INEFAN, en el cual se determinaban los porcentajes de utilidad, una vez que el bosque sea explotado. Estos contratos debían ser legalizados ante un notario, lo que por supuesto tenía un costo, el mismo que era absorbido por el Proyecto. Sin embargo INEFAN dice que de los 530 contratos firmados, 140 no fueron legalizados. Ahora este trámite superaría los 600 millones de sucres. “Esa legalización estaba cubierta, pero en los papeles... ahora nosotros tenemos que asumir estos costos”.

Falconí señala que cada paso dado por la Empresa en este Proyecto, contaba con la supervisión del INEFAN, “Si ellos pensaron que hubo errores por qué no se nos dijo a tiempo para rectificar, lo que pasa es que hay otros intereses”. La contraloría ha intervenido en este problema y se encuentra realizando una auditoría del proyecto de reforestación de la Sierra Central. Esta auditoría determinaría la realidad de los hechos y las responsabilidades que existieren. Lo cierto es que este préstamo, luego de 40 años tendrá que ser pagado al BID, con el dinero que se recupere de las siembras realizadas. Además este problema podría ser un pésimo antecedente a la hora de firmar un convenio similar.

Qué dicen los técnicos

Carlos Bastidas

Experto forestal

“Los bosques nativos han adquirido mayor relevancia por su función en la producción de agua de calidad, oxígeno, captación y almacenamiento de carbono, protección de suelos, conservación de la biodiversidad y utilización como espacio para el ecoturismo y la investigación”. “Se debe originar esfuerzos normativos y tecnológicos que permitan frenar la agresiva destrucción de estos bosques, de los cuales no quedan más que pequeñas reservas”.

Víctor Hugo Bodero

Director del Distrito Forestal

“Del Proyecto BID no se atendió todo, quedaron las solicitudes de unas 10 mil hectáreas”.
“Con EMDEFOR... hubo sobredimensión de hectareaje”.
“Creo que EMDEFOR nos debió haber entregado los 140 contratos notariados y legalizados”.
“En el eucalipto casi hay un aprovechamiento racional o un manejo sustentable”.

“La pobreza de nuestras comunidades hace que se explote tanto bosque natural como el plantado”.
Carlos Falconí 

Gerente general de EMDEFOR

“Más o menos son unos 1.800 millones de sucres que el ex-INEFAN no ha reconocido a la Empresa”.
“Todo estuvo avalizado por el ex-INEFAN”.
“El Ministerio del Ambiente tiene la fórmula para regular esta explotación que está dando en la Provincia”

Luis López

Presidente del CEAS.
“Nosotros forestamos en la zona Sur; en Alausí”.
“Nosotros les aconsejamos sembrar especies nativas en donde no se puede sembrar otras especies”.
“A las plantas exóticas (eucalipto) se les tala y ni siquiera se les da un correcto manejo”.
Roque García

Director de la Escuela Agroforestal de la ESPOCH.
“Chimborazo es una provincia eminentemente forestal”.
“Yo no creo que el Distrito Forestal controle toda la madera que sale”.
*Reportaje publicado en Diario La Prensa el 31 de enero y el 1 de febrero del 2001
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NOTAS

"Inscripción tardía", una vía para ser ecuatoriano
Katheryn abandonó el país con otro nombre.

Caso se ventila en el Juzgado II de Chimborazo.

La niña Katheryn Quisnancela Torres viajó a Italia con el permiso del Tribunal de Menores, aunque su padre Jorge nunca autorizó su salida. Según la Defensoría del Pueblo, eso pudo ocurrir a partir de la adulteración de documentos, presuntamente, en el Registro Civil de Chimborazo (RCCH).
Se alteró la ficha de la madre, Carla Torres Espinoza, que vive en Italia, para que conste como soltera. Al comparar esa ficha con la original, se aprecia datos y firmas iguales, pero en el renglón de estado civil del original se señala: casada con Jorge Quisnancela, el 17 de marzo de 1998. Luego se cambió la fotografía. Con este documento y un informe estadístico de nacido vivo se procedió con la inscripción tardía, el 26 de febrero de 2003 y con el cambio de nombre de la niña por el de Evita Eleonora Torres Espinoza. 
Al final se sacó una cédula con ese nombre y se pidió el permiso de salida que se concretó el 22 de marzo de 2003.
Pedro Caiza, jefe del RCCH, deslinda la responsabilidad. "Al usuario se le otorga un documento, no somos responsables de lo que haga en adelante". Dice que la tarjeta índice pudo adulterarse fuera del RCCH. Según Caiza, en el campo hay casos sorprendentes de suplantación: "Un joven que fue a sacar la cédula con la partida de nacimiento del hermano muerto, pues no tenía la suya". (JP)

Los filtros fallan cuando se trata de la salida del país de una menor de edad 
En Chimborazo, un hombre denunció que su hija fue llevada a Italia, al parecer, con documentos alterados de la madre
En abril de 2003, Jorge Quisnancela denunció la salida de su hija Katherin a Italia, al parecer, con documentos alterados en el Registro Civil (RC) de Chimborazo, en los que la niña aparecía como hija de padre desconocido. Para esto se utilizó el recurso de la inscripción tardía. A su madre, Carla Torres, quien estaba en Italia, se la hizo aparecer como soltera. Para eso, se habría alterado la ficha índice de Torres, cambiando su estado civil y su fotografía. Esos documentos sirvieron de base para sacar una cédula a la niña y posteriormente su permiso de salida del país.
En el Tribunal de Menores, no se registran casos similares. Sin embargo, la salida de menores en Chimborazo es frecuente, especialmente en el campo, en donde las autorizaciones las dan las tenencias políticas. Pedro Caiza, director del RC en Chimborazo, dice que los procesos son celosamente vigilados. Antes, la prensa había denunciado abusos por cobros excesivos bajo el argumento del "autofinanciamiento". (JP)

Notas publicadas en Diario Hoy el 8 de febrero del 2004 y el Suplemento Blanco Negro dentro del Reportaje “La cédula es el eje de un negocio muy lucrativo” el 7 de febrero del 2004.
*Ahora, en Chimborazo se recauda más por las multas
El Colegio de Abogados chimboracense cuestiona la designación de un coronel en retiro
En Chimborazo, la Intendencia de Policía no es ejercida por un abogado. Esto encendió una polémica entre el Colegio de Abogados de Chimborazo y la Gobernación. Los primeros exigían la remoción de Vladimir Fierro, un coronel retirado del Ejército, quien antes fue comisario nacional de Riobamba.
Fierro se defiende: "La ley dice que para ser intendente se debe estar en goce de los derechos de ciudadanía y tener más de 25 años de edad". Pero él va más allá: "Ciertos abogados se pelean por la Intendencia, porque hay un mal uso de las multas que se cobran". Y cita un ejemplo: hace un año se depositó por multas, en un mes, la cantidad de $0,50; hace seis meses la cifra subió a $200. "Yo en enero mandé a depositar $1 200 de multas. Mire la diferencia". 
Según un resumen realizado por la Intendencia, el monto máximo depositado en administraciones anteriores asciende a $260. "Yo me conformo con mi sueldo de $420", explica. Las multas impuestas por la Intendencia son depositadas en una cuenta del Banco del Pichincha a nombre del Centro de Rehabilitación Social. La intendencia de Chimborazo fue fiscalizada el mes anterior.
Para Mauro Andino, ex presidente del Colegio de Abogados, "lo que se hacía antes era improcedente e ilegal. Muchas veces las multas eran pagadas en las oficinas de la Intendencia, pero uno se preguntaba adónde iban a parar esos dineros". (JP)

*Publicado en el Suplemento Blanco y Negro de Diario Hoy el  6 de marzo del 2004

Título del Reportaje “La Intendencia se pierde entre la ilegalidad y el desgaste”
* EN EL HOSPITAL DE RIOBAMBA, LA COCINA FUNCIONA JUNTO A LA MORGUE.
En los centros hospitalarios del IESS de Guayaquil, Riobamba, Ibarra, Latacunga y Cuenca, el servicio de alimentación está a cargo del Seguro Social y no hay planes para tercerizarlo
Las instalaciones de cocina, frías y oscuras, del hospital regional del IESS de Riobamba están en el subsuelo. En una ventana de las puertas de la cocina se lee un letrero: "Morgue". En este piso también están los servicios de la lavandería, bodega y el comedor del personal.
José Vélez, presidente del Colegio de Arquitectos de Chimborazo, conocedor del tema, pues su tesis fue sobre centros de salud, dice: "Estos errores obedecen a una mala programación arquitectónica y la relación que deben tener los diferentes ambientes hospitalarios". Sugiere reubicar la cocina-comedor y la morgue, "pues nunca pueden compartir la misma circulación por obvias razones". 
Junto a la cocina está la oficina de la ecónoma Alexandra Mora, quien se encarga de realizar las compras de alimentos los días jueves. Ella explica que toda acción en la cocina depende de la nutricionista, quien establece la dieta semanal para los pacientes y el personal. 
En Riobamba, el hospital del IESS maneja directamente sus adquisiciones alimentarias y, al parecer, no cuenta con una lista de proveedores calificados; sin embargo, a esto se lo ve como una ventaja, "pues hay un mayor universo para poder escoger en dónde se compra", señaló una fuente de este centro. En este hospital se gasta entre $1 200 y $1 300 mensuales en alimentación. Tiene una capacidad instalada de 66 camas y, en promedio, una ocupación del 35%. Sin embargo, el martes 14 de julio se contabilizaron 56 pacientes internados en los diferentes servicios.
El paro de los jubilados no afectó el pago de los insumos adquiridos, pues el sistema esta descentralizado. Este hospital tiene una cuenta rotativa de pagos, en la que es depositado el dinero proveniente del Banco Central para realizar sus pagos. 
José Vásquez, presidente de la Federación Nacional de Profesionales Médicos del Seguro Social, dice que en el servicio de alimentación del hospital del IESS no se han conocido irregularidades. "Lo que si sabemos es que la tercerización podría aplicarse también en Cuenca". (JP).

*Nota publicada dentro del Suplemento Blanco y Negro de Diario Hoy, en el reportaje titulado “La comida llega fría a los pacientes del IESS” del 17 de julio del 2004.

*ANDAMIAJE ESTATAL EN AGASAJO
“UN APORTE DE EMPRESARIOS”. Así lo aseguró el mandatario sobre el origen de los regalos. No obstante, el desplazamiento de él y de los obsequios para concretar esa colaboración se realizó en transporte de FFAA.
La mañana del 24 de diciembre, en Majipamba, los habitantes del poblado, ubicado junto a la Laguna de Colta (Chimborazo), esperaban con expectativa al presidente Lucio Gutiérrez, quien un día antes había anunciado su visita, "para compartir la Navidad con los más pobres".
Radio Colta anunció la llegada de Gutiérrez, cargado de juguetes. A las 09:30, militares y policías empezaron a llegar al lugar, al igual que los dirigentes indígenas, casi todos evangélicos. Al primer mandatario, llegar a Colta era como ir a casa. Ahí fue reelegido el alcalde Pedro Curichumbi, con una coalición liderada por SP. Y es la “mata” de la Feine, la organización de indios evangélicos. 
A las 11:00, un camión del Ejército llegó cargado de cartones. "Son los juguetes que trae el presidente", comentaban los indígenas, quienes se encargaron de levantar una carpa. Pasado el mediodía, Lucio Gutiérrez llegó a Majipamba en un helicóptero. Aterrizó a un costado de la laguna de Colta. Antes había estado en Huachi Chico (Tungurahua), entregando cheques y juguetes. Luego de los discursos políticos, empezó la repartición. "Son donaciones de empresarios, porque hay que reconocer que también hay empresarios honestos", dijo Gutiérrez.
El primer niño en recibir una réplica de un vehículo militar fue José Valente Morocho. "Toma este carro con soldaditos para que hagan justicia", dijo el presidente, mientras otros niños se agolpaban a la tarima y su desesperación provocó el desorden. 
Gutiérrez regaló, ese día, réplicas de tanques de guerra, camiones y aviones militares. 
Eso, a despecho del Patronato Municipal San Pedro de Riobamba, que, a inicio de mes, inició una campaña para intercambiar juguetes bélicos por no violentos. Según Juanita Mera, presidenta de la entidad, hubo una excelente respuesta. "El objetivo era que fomentemos la paz y no la guerra". 
Luis Terán, director del Patronato, cuestionó que se regalen juguetes ajenos, además que tengan un mensaje violento: "Los niños jugarán a matarse y aprenderán que los conflictos se resuelven con las armas". Terán, a su modo, justificó la actitud del presidente por su condición de militar. (JP)

Nota publicada dentro del Suplemento Blanco y Negro de Diario Hoy, en el reportaje titulado “Juguetes que aparecen como por arte de magia” del 8 de enero del 2005.

*LOS CONTRATOS SON RESERVADOS
Las leyes amparan al futbolista cuando se incumplen los pagos, siempre y cuando exista la denuncia por parte del jugador. Por el desconocimiento de los términos legales, los deportistas no siempre reclaman sus derechos.
Una dificultad generalizada entre los jugadores ecuatorianos es que no tienen suficiente asesoría para firmar un contrato. Bien sea por su procedencia social o por la “habilidad” de los empresarios del deporte, muchos caen en la trampa de firmar cualquier papel, según cuentan varios futbolistas. 
Para presentar una denuncia a la Asociación de Futbolistas del Ecuador (AFE), el deportista o su abogado defensor debe hacer contacto telefónico con la institución, si se trata de deudas o incumplimiento de contrato laboral. Por ejemplo, hay cláusulas en los contratos laborales de los futbolistas (palabras que lo pueden confundir) donde se manifiesta pagos y beneficios por un partido, clasificación o adjudicación de campeonato, pero a veces se añade una trampa: el bajo rendimiento físico (que no existe). "Para dar por terminado un contrato debe existir el visto bueno de la Subsecretaría de Trabajo o un inspector. Y, en el Ecuador, no se cumple. Entonces hay ilegalidad", dice el presidente de la AFE, Emilio Valencia.
Por concepto de multas (tarjetas amarillas y rojas), los clubes cometen abusos, según la AFE, pues estas deben ser desde el 10% hasta el 25%. Para dar por terminado un contrato laboral, debe existir incumplimiento por una de las dos partes (jugador o contratante).
Las leyes amparan al futbolista cuando hay incumplimiento por retraso en el pago de sus haberes. Ahí, el empleado puede reclamar al club o denunciar el caso a la Federación Ecuatoriana de Fútbol (FEF). Hay contratos en los que se señala que un jugador no puede hacer publicidad en la cancha. Es decir, cuando tiene que lucir la casaca del plantel con publicidad de firmas comerciales (bebidas hidratantes u alcohólicas, celulares, artefactos eléctricos, tarjetas de crédito, etcétera). No obstante, fuera del campo de juego, tiene la libertad para firmar contrato con cualquier empresa privada. 
La Federación Internacional de Fútbol Asociado (FIFA) recomienda a los directivos de los clubes elaborar contratos por entre uno y 10 años, a fin de que el plantel proteja su inversión y activos. Una vez que se termina un contrato, el jugador tiene el derecho -si es dueño de su pase –de  negociar sus servicios laborales (también llamados derechos deportivos y federativos).
Si el club no le ha ofrecido la oportunidad de renovar su contrato, tiene la ventaja de poder negociarlo con quien crea conveniente, pues cuenta con el aval de la FIFA.
Los jugadores Pavel Caicedo y Richard Borja, por ejemplo, afrontan problemas laborales con su ex equipo (Emelec), ya que no se les renovó el contrato.
En Barcelona y Emelec hay jugadores que ganan según su ubicación técnica, anotaciones y desempeño por temporada (premios). Es decir, si un delantero, durante el torneo local, ha marcado una decena de goles, a fin de mes recibe un rubro adicional (que no se considera ilegal), que puede ser de $500 y $1 000.
Fredy Brito, del Centro Deportivo Olmedo, se limitó a decir que su contrato es por cinco años: "No revelamos cuánto ganamos". Y para el gerente de este club, Fausto Navarrete, las cuentas son secretas; la medida quiere evitar "problemas con el Servicio de Rentas Internas. Es una política no revelar el manejo económico". Eso sí, aduce que el Olmedo está al día con el fisco: "Somos el único club que es contribuyente especial".
En el SRI, el Olmedo consta como contribuyente especial y no tiene deudas con el Fisco. Se le graba el 12% al boletaje que emite. Según Jean Carrera López, director regional del SRI, una modificación en el Reglamento de Comprobantes de venta retención obliga a los clubes a pedir autorización al SRI para que se emitan los boletos. Respecto a la venta de jugadores, esta se encuentra exenta del IVA, debido a que no es su actividad principal. Pese a ser un club privado, Olmedo recibió 17 aportes del Consejo Provincial de Chimborazo durante 2002 y 2003, que suman $184 738,83. Con eso aumentó su patrimonio al edificar su complejo deportivo. "Se hacen gestiones para otra asignación", dice Navarrete. (OP/CHM/JP

*Nota publicada dentro del Suplemento Blanco y Negro de Diario Hoy, en el reportaje titulado “Los futbolistas, sin amparo económico ni laboral” del 12 de febrero del 2005.
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